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La revista

Sociología del Trabajo es una revista académica independiente y plural que 
se propone difundir investigaciones y reflexiones sobre la realidad del tra-
bajo, junto al análisis crítico de la investigación sobre el mismo.

Bases de datos en que está recogida Sociología del Trabajo

— Compludoc
— �DICE (Difusión y Calidad Editorial de las Revistas Españolas de 

Humanidades y Ciencias Sociales y Jurídicas) [CINDOC-CSIC]-ANECA
— Latindex
— Dialnet (Unirioja) 
— Rebiun (Red de Bibliotecas Universitarias)
— RESH (Revistas Españolas de Ciencias Sociales y Humanas)
— Índice Español de Ciencias Sociales y Humanidades (ISOC-CSIC) 
— International Bibliography of the Social Sciences (IBSS)
— �IN~RECS (Índice de Impacto de Revistas Españolas de Ciencias Sociales) 
— Sociological Abstracts
— Francis
— Proquest Central

• �Sociología del Trabajo ha ocupado el primer lugar en el primer cuartil
entre las revistas de su área en el índice de impacto para los años 2009 y
2010, y en el acumulativo para el periodo 2004-2009 y el segundo lugar
para el periodo 1994-2009 de IN~RECS (Índice de Impacto de Revistas
Españolas de Ciencias Sociales de la Universidad de Granada [http://ec3.
ugr.es/in-recs/]). Para 2011, último publicado, Sociología del Trabajo
sigue en el primer cuartil, ocupando el número 3 de todas las revistas de
sociología.

• �Sociología del Trabajo ha ocupado el primer lugar en su área del índice
RESH 1999, 2000, 2001; el segundo en 2002, y el tercero en 2003 (elabo-
rado por el CINDOC-CSIC), siendo la primera en índice de impacto
medio para el periodo 1999-2003, con un índice de impacto medio de
0,282 y un índice de valoración integrado de 45,45, que aporta los resul-
tados del análisis de las Revistas Españolas de Ciencias Sociales y
Humanas desde el punto de vista de su calidad, basándose en el uso y la
influencia de cada una de las revistas que aparecen citadas [resh.cindoc.
csic.es].

• �Sociología del Trabajo cumple los 33 criterios de calidad del Catálogo
LATINDEX (Sistema Regional de Información en Línea para Revistas
Científicas de América Latina, el Caribe, España y Portugal).

• �La aceptación de artículos se rige por el sistema de evaluaciones exter-
nas por pares.
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Presentación de originales

Los artículos y documentación mencionados más abajo, se presentarán 
en formato electrónico, así como tres copias en papel, dirigidas a la redac-
ción de la revista: Sociología del Trabajo; Facultad de Ciencias Políticas y 
Sociología; Universidad Complutense de Madrid; Campus de Somosaguas; 
28223 Pozuelo de Alarcón (Madrid).

Los autores o autoras podrán enviar, además, para una mayor agilidad 
en la gestión, los formatos electrónicos a estas direcciones: jjcastillo@cps.
ucm.es; castillo.s@cps.ucm.es; y plopezca@cps.ucm.es.

Las autoras o autores indicarán, claramente, su ubicación institucional 
de trabajo, su correo electrónico, así como su dirección postal.

Todos los artículos sometidos a evaluación deben ser originales inédi-
tos, incluidos los traducidos de otros idiomas. Los artículos pueden presen-
tarse para evaluación en castellano, preferentemente, pero pueden some-
terse en otros idiomas, con los mismos requisitos que para los artículos 
sometidos en castellano. Una vez evaluados, y aceptados con las sugeren-
cias o indicaciones de los evaluadores, la versión final para publicación 
deberá ser presentada en castellano, en una traducción profesionalmente 
correcta, tanto de estilo como sociológica. Sin este requisito la revista no 
puede proceder a la publicación. Los autores o autoras deberán incluir en 
su propuesta una declaración de que su texto no está sometido en la actua-
lidad para evaluación a ninguna otra revista o publicación.

Sociología del Trabajo acepta, para su evaluación y eventual publica-
ción, réplicas y comentarios críticos a los trabajos que publica.

Proceso de evaluación, plazos y publicación

Los originales recibidos son, en primer lugar, leídos por el Consejo de 
Redacción, para apreciar si cumplen tanto los requisitos formales indicados 
como unos mínimos de contenido científico y de adecuación a las líneas y 
objetivos editoriales de la revista.

Cumplida esta apreciación, los artículos son evaluados por, al menos, 
dos evaluadores o evaluadoras externos al Consejo. Con estas evaluacio-
nes, el Consejo procede a enviar los comentarios y sugerencias recibidas, y 
la estimación final de modificaciones o elaboraciones en su caso, para ser 
aceptado para publicación. En el caso de modificaciones y alteraciones de 
calado, el artículo será nuevamente evaluado por dos personas externas y 
un miembro del consejo de redacción, antes de su eventual publicación. 
Este proceso se lleva a cabo como «doble ciego».

La revista acusa recibo del envío de originales a vuelta de correo, comu-
nicando con posterioridad los resultados de la evaluación, necesidad de 
modificaciones, y, en su caso, la eventual aceptación para publicación. 
Desde la comunicación de las evaluaciones a los autores o autoras, la revista 
envía la aceptación para publicación en un plazo no superior a tres meses, 
junto con el calendario tentativo de aparición.

La revista recomienda evitar el sexismo lingüístico mediante la utilización 
de un lenguaje igualitario y no excluyente que permita visibilizar a las mujeres.
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Normas básicas de presentación

Los artículos habrán de venir acompañados de un resumen y de seis 
palabras clave no incluidas en el título. Igualmente deberán incluirse, tanto 
un abstract, en inglés, como seis key words, además de la traducción 
inglesa del título.

Los resúmenes y los abstracts tendrán una extensión no infe-
rior a las 90 palabras y no superior a las 120 palabras para cada 
idioma. 

Los artículos no deberán superar las 9.500 palabras. Incluyendo el equi-
valente del espacio de gráficos, cuadros, bibliografía, etcétera.

Los artículos incluirán, preferiblemente al final del texto, tres apartados 
breves: 1) Agradecimientos; 2) Declaración de no existir potenciales con-
flictos de interés (v.g. sobre la investigación, autoría, o publicación del 
artículo); 3) Financiación.

Las referencias de notas en el texto se llevarán al final del párrafo, 
en un punto y seguido, o mejor aún en un punto y aparte. Nunca en 
medio de frase.

La cita bibliográfica se realizará de la siguiente manera:
• 	�Si la cita procede de un libro: Apellidos, Nombre (inicial solo), Título,

Ciudad, Editorial, Año. Para indicar páginas se usará p. o pp.
• 	�Si procede de un artículo: Apellidos, Nombre (inicial solo), «Título», en

Nombre (inicial solo), Apellidos, Título, Ciudad, Editorial, Año, pp.
• 	�Si procede de una revista: Apellidos, Nombre (inicial solo), «Título»,

Título de la revista, Número (año), pp.

Las referencias bibliográficas deben estar completas. Solo se incluirán 
en las referencias las citadas en el texto. En la cita de páginas web se 
añadirá la fecha de la última consulta. 

Las tablas, diagramas e ilustraciones se entregarán en archivos 
aparte (uno por cada elemento, nunca se pegarán en el Word), con las 
indicaciones necesarias para darles formato (no se deben entregar nunca 
maquetados). Preferentemente, las tablas y los diagramas se entregarán en 
Excel; las ilustraciones deben entregarse en un archivo de imagen en alta 
resolución. Para su inserción, en el texto se indicará en color rojo el lugar 
que les corresponde.

Se utilizarán las mayúsculas solo cuando corresponda. Por regla general 
y salvo necesidad, no se utilizarán negritas ni subrayados. Las comillas 
siempre serán angulares, respetando la siguiente jerarquía: «“”».

Las citas extensas se sangrarán diferenciándolas del resto del texto (1 
cm) y con un cuerpo un punto menor. Se dejará un espacio de línea (un 
retorno) entre los epígrafes y el texto. No se dejarán espacios de línea entre 
los párrafos, salvo que estos sean necesarios por cuestiones de significado.
No se utilizarán más de dos niveles de epígrafe dentro de los artículos (es 
decir, 1. y 1.1. o 2. y 2.1., pero nunca 1.1.1 ni 2.1.1). Debe evitarse una 
excesiva parcelación del artículo.
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artículos S T 87

MIGUEL ÁNGEL GARCIA CALAVIA, MIKE RIGBY*

RECURSOS DE PODER  

DE LOS SINDICATOS EN ESPAÑA

Su examen a través de la negociación colectiva

En el presente artículo, se examinan los recursos que los sindicatos han dis-
puesto y utilizado en España en la negociación colectiva, un tema frecuen-
temente descuidado. Se considera que el poder sindical tiene diversas ba-
ses. En primer lugar, está relacionado con la posición de los trabajadores en 
el sistema productivo, el poder estructural, esto es, con la posición de los 
trabajadores en el mercado de trabajo, el poder de negociación en el mer-
cado de trabajo, y en el proceso de trabajo, el poder en el lugar de trabajo. 
En segundo lugar, está relacionado con la afiliación de los trabajadores y 
compromiso activo, el poder asociativo y organizacional de los sindicatos 
(Silver, 2005: 26-27) aunque Gumbrell-McCormick y Hyman lo desglosan 
en dos (2013: 30). En tercer lugar, se asocia con la posición de los sindicatos 
en los acuerdos institucionales que resulta de herencias históricas y de co-
rrelaciones de poder específicas, el poder institucional. En lo que se refiere 
al poder institucional de negociación colectiva de los sindicatos, se basa en 
una serie de normas, entre otras, la de concluir acuerdos colectivos en 
nombre de los asalariados, conjugadas con un sistema de negociaciones en 
ámbitos diferentes al de empresa configurado a partir de compromisos his-
tóricos entre los actores sociales (Bispinck y al. 2010: 39; Gumbrell-McCor-
mick y Hyman, 2013: 31).

En distintas investigaciones, se apunta un debilitamiento de los recur-
sos de los sindicatos. En una parte, se observa que el debilitamiento de 
los de carácter estructural y asociativo consecutivo a modificaciones del 
entorno económico y social y a un retroceso de la afiliación, coincide con 
el socavamiento de los institucionales de la negociación colectiva. Ahora 
bien, el grado de socavamiento varía de unos países a otros aún cuando 
en muchos han tenido lugar alteraciones económicas y sociales y un des-

Recibido: 1-I-2016
Versión final: 25-IV-2016

* Miguel Ángel García Calavia, Departamento de Sociología, Universidad de Valencia, Cam-
pus de Tarongers, Avda. Tarongers, 4 b, 46021 Valencia, Correo electrónico: Miguel.A.Garcia@
uv.es. Mike Rigby, Business Faculty, London South Bank University, 103 Borough Road, Lon-
don SE1 0AA. Correo electrónico: rigbymp@lsbu.ac.uk

Sociología del Trabajo, nueva época, núm. 87, primavera de 2016, pp. 7-24.
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censo significativo del poder asociativo de los sindicatos. De aquí que se 
apele a factores de matriz política, como la legislación, para explicar el 
alcance del socavamiento (Traxler, 2003: 143). Asimismo, se invocan fac-
tores como las estrategias, «habilidades» y experiencias de los actores ma-
nejando la legislación que Ferner y Hyman consideran de índole cultural 
(2002: 29). En este contexto, el examen de los recursos utilizados por los 
sindicatos resulta relevante, así como el de la fundamentación de los de 
carácter institucional.

En España, la regulación legal ha asegurado que los convenios colecti-
vos de ámbito funcional diferente al de empresa se apliquen a empresas y 
trabajadores que quedan dentro de los mismos sin intervención administra-
tiva. También, que no se puedan modificar unilateralmente las condiciones 
laborales acordadas, una vez finalizado su plazo de validez si no se renue-
van los convenios. Ahora bien, desde 1994 han tenido lugar reformas, re-
cientemente, con motivo de la crisis iniciada en 2008 que se han podido 
dejar sentir en las normas que fundan y vehiculan la negociación colectiva 
así como en las formas de (re)acción de los actores sociales.

Por tanto, España es un escenario idóneo para preguntarse no solo 
cómo han evolucionado los recursos de poder sino también para examinar 
en qué se fundamenta la operatividad de los recursos de carácter institucio-
nal. Su respuesta estructura el presente artículo. Previamente, se revisa bi-
bliografía en la que se ha abordado las preguntas efectuadas estableciéndo-
se algunas hipótesis en relación con las mismas. Se usan como fuentes de 
información principales las del Ministerio de Empleo y de Seguridad Social 
aunque también documentales.

Explicando el estado de los recursos de poder  
de los sindicatos en la negociación colectiva  
y la fundamentación de los recursos institucionales

En principio, no se ha prodigado mucho la investigación de los recursos de 
poder de los actores sociales, por tanto, de los sindicatos, en relación con 
la negociación colectiva, y, mayoritariamente, ha tenido como objeto su 
poder asociativo y organizacional. Ahora bien, de las publicaciones exis-
tentes se pueden extraer algunos hallazgos. En primer lugar, se apunta una 
mayor asimetría de fuerzas a favor de los empresarios en la correlación con 
los asalariados que se traduce en modificaciones de distinto carácter en los 
sistemas de negociación colectiva. El factor más importante que se invoca 
para explicar esta mayor asimetría es la persistencia de elevados niveles de 
paro (Bispinck, 2010: 46; Silver, 2003: 25). Este debilitamiento de su poder 
en el mercado laboral hace que los asalariados estén cada vez más expues-
tos a las presiones de los empresarios, en particular, cuando se añaden las 
amenazas de renunciar a invertir, deslocalizar o externalizar. Además del 
paro, la precarización de la mano de obra a través de la contratación ines-
table, del trabajo cedido o del trabajo a tiempo parcial afecta mucho tam-
bién al poder estructural de los trabajadores que se refleja en el desarrollo 
y en los resultados de la negociación colectiva.
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En segundo lugar, se señala una pérdida de poder asociativo de los 
trabajadores cuyo aspecto más sobresaliente es el descenso del número 
de afiliados lo que hace improbable que la cobertura convencional en el 
futuro se apoye en esta base. Una cobertura convencional amplia que 
descanse en el poder asociativo de los sindicatos exige una alta afiliación, 
caso de los países nórdicos (Bispinck, 2010: 52). Una de las razones de 
este descenso se encuentra en los procesos de reestructuración habidos 
desde hace tiempo que han destruido masivamente empleo en los bastio-
nes sindicales de la industria y del sector público. Otra en las dificultades 
que los sindicatos han tenido para organizar a los trabajadores de los sec-
tores en expansión y para atraer a los más jóvenes (Bryson, Ebbinghaus y 
Visser, 2011: 98). Además, se matiza que detrás de los datos generales 
existen disparidades: en algunos sectores, la presencia sindical es fuerte 
mientras que en otros es débil o escasa. Esto se reflejará, también, en la 
capacidad de negociación de los sindicatos en los distintos sectores de la 
economía y en la capacidad de tener éxito en sus reivindicaciones y en su 
alcance: mayor en unos sectores que en otros. De ahí que se sugiera que 
donde el poder asociativo es débil, los sindicatos deben orientar sus estra-
tegias en primer lugar hacia el estado y politizar el conflicto (Bispinck, 
2010: 52).

Y en tercer lugar, se hace referencia a un debilitamiento del poder insti-
tucional de los sindicatos en la negociación colectiva en distintos países 
que se corresponde con cambios legales o equivalentes que reducen signi-
ficativamente el alcance de los acuerdos en el espacio y en el tiempo. Al 
mismo tiempo, se indica que hay países en los que la cobertura del sistema 
de negociación permanece más o menos amplia, por tanto, los recursos 
institucionales; la razón reside en determinados sostenes gubernamentales 
y parlamentarios que mantienen relativamente estable un poder institucio-
nal compensando el debilitamiento del poder asociativo de los sindicatos 
(Frege y Kelly, 2003: 8; Bispinck y otros, 2010: 53-54): por tanto, en la legis-
lación u otros mecanismos semejantes adicionales sosteniendo la acción 
colectiva (Traxler, 2003: 144).

Ahora bien, este hecho no agota la explicación de los fundamentos de 
la operatividad de los recursos institucionales. Además, se encuentra en las 
consideraciones y planes de los sindicatos, pero también, de las patrona-
les, así como, en su pericia y vivencia manejando los dispositivos formales 
establecidos en las instituciones. Solo en los países en los que ha existido 
una sólida cultura institucional, los mecanismos formales resultan más efi-
cientes mientras que en países en los que no se ha desarrollado suficiente-
mente, los recursos son menos eficientes aunque exista una fuerte regula-
ción legal. Así, esta cultura institucional de los actores es la que permite 
utilizar eficientemente los recursos de este carácter y (re)crearlos (Ferner y 
Hyman, 2002: 29).

Por otro lado, el reconocimiento de la permanencia de las instituciones 
en las que los sindicatos han intervenido e incluso, su presencia en nuevas 
instituciones, no debiera encubrir las transformaciones que pueden estar 
en marcha en la determinación de las condiciones laborales o en la correla-
ción de fuerzas (Streeck y Thelen, 2005: 5; Bevort y Jobert, 2008: 12). A este 
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respecto, se apunta una reconversión de sus funciones con una orientación 
neoliberal (Baccaro y Howell: 2011: 523) o que no siempre implica una 
mayor capacidad de influencia en las políticas laborales (Hamann y Martí-
nez Lucio, 2003: 64).

En este contexto, la investigación de los recursos de los sindicatos en 
España a través de la negociación colectiva es importante para conocer su 
influencia. Además, en el caso de los de carácter institucional, también, 
para observar sus transformaciones y ahondar en los fundamentos más de-
terminantes de su eficiencia dirimiendo su relación con la acción política. 
Para ello, se examina su utilización antes y después de las reformas legales 
que han acompañado a la crisis iniciada en 2008.

Un poder estructural débil que se desvanece más  
en tiempos de crisis

Uno de los hechos que caracteriza el funcionamiento del mercado de traba-
jo en España ha sido la persistencia de un elevado nivel de paro desde la 
restauración de la democracia, e incluso, muy elevado entre 2010 y 2014 
con tasas superiores al 20% (Tabla 1). Esto supone que la correlación de 
fuerzas ha estado inclinada considerablemente a favor de los empresarios 
no solo en la relación individual sino asimismo en la colectiva a lo largo del 
tiempo y que incluso se ha agudizado en tiempo de crisis con el incremen-
to del paro.

Otro de los hechos que distingue el funcionamiento del mercado de 
trabajo en España es la contratación temporal que permitió la primera refor-
ma del Estatuto de los Trabajadores en 1984. Desde entonces, bajo distintas 
modalidades, el porcentaje de trabajadores contratados con pocas garantías 
de estabilidad temporal es muy importante: entre 2000 y 2013, oscila entre 
el 33% en los años de expansión y el 25% en los años de recesión (Tabla 1). 
El empleo creado se formaliza contractualmente bajo modalidades tempo-
rales que luego es el primero que se destruye. A estos porcentajes, hay que 
añadir los que corresponden al tiempo parcial bajo modalidades estables 
aunque no voluntario. Este elevado grado de precarización del empleo ha 
afectado gravemente al poder estructural de los trabajadores. Además, estas 
formas de empleo atípicas provocan una fragmentación importante de la 
fuerza de trabajo en la empresa y contribuyen asimismo a socavar el poder 
de negociación de los trabajadores en la misma. En este entorno, los repre-
sentantes de los trabajadores en las empresas y los sindicatos han de afron-
tar los importantes retos que supone la construcción de la solidaridad y de 
un programa común.

Este panorama del funcionamiento del mercado de trabajo se completa 
con el de protección de los desempleados, medido a través del número de 
perceptores de prestaciones, subsidios o rentas mínimas de inserción entre 
los parados que alcanza a algo más del 70% en los mejores años (2006-
2007) pero cae al 50% en 2012 o 2013 (Tabla 1). Si la medición se efectúa 
mediante el número de perceptores de prestaciones relacionadas con el 
tiempo trabajado anteriormente y con el salario recibido, esto es, las pres-
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taciones que proporcionan más ingresos, las prestaciones estrictas, los va-
lores son bastante inferiores: los máximos tienen lugar en los años 2007 y 
2008 y los mínimos en los años 2012 y 2013 (Tabla 1). Así, el porcentaje de 
desempleados que reciben ingresos relacionados con el empleo anterior es 
relativamente bajo. Por otro lado, una cierta garantía de condiciones sala-
riales decentes para una parte de las ofertas de empleo que puedan surgir 
mediante prestaciones dignas, también, es baja puesto que difícilmente las 
primeras se rechazarán si las segundas no se perciben o son raquíticas. En 
estas circunstancias, la capacidad de negociación de los sindicatos se re-
siente más aún si bien han solicitado y conseguido la activación de rentas 
mínimas en distintos años de la reciente crisis.

Tabla 1. Evolución de las tasas de paro, empleo temporal  
y de cobertura del desempleo

Tasa de paro
Tasa de empleo 

temporal 

Tasa de cobertura 
por prestaciones 
por desempleo, 

subsidios y rentas 
mínimas*

Tasa de cobertura 
por prestaciones 
por desempleo**

2000 13,9 32 41,9 17,9

2001 10,5 31,7 58,8 26,8

2002 11,4 31 57,4 27,1

2003 11,5 31,8 53,8 29,6

2004 11 32,5 57 29,9

2005 9,2 33,3 67,7 35,9

2006 8,5 34 72,4 39,2

2007 8,3 31,7 77,5 42,5

2008 11,3 29,3 70 42,5

2009 18,0 25,3 64,6 39,1

2010 20,1 24,9 65,7 31,8

2011 21,6 25,3 56,9 26,5

2012 25,0 23,6 51,0 23,9

2013 26,1 23,1 47,3 21,6

2014 24,4 24,0 45,3 18,9

Fuente: Ministerio de Empleo y Seguridad Social (Anuarios de estadísticas).
Elaboración propia.

* Tasa de cobertura de prestaciones por desempleo y otras ayudas: ratio entre perceptores
de prestaciones por desempleo, subsidios y rentas mínimas, y número de parados.
**  Tasa de cobertura de prestaciones por desempleo: ratio entre perceptores de prestaciones 
por desempleo y número de parados.
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Esta correlación de fuerzas en el mercado de trabajo permite que los 

asalariados estén cada vez más expuestos a las presiones de los empresa-
rios en la actividad laboral en los centros de trabajo. Más aún, cuando los 
asalariados han estado sometidos a procesos de reducción de plantillas: en 
los años de expansión económica (incluso, en los de fuerte), entre un 40 y 
un 44% de las empresas con 6 y más trabajadores que existen un año y per-
manecen al siguiente, los experimentan; y en los de crisis, entre un 55 y un 
60% (Tabla 2). Unas presiones empresariales para conseguir demandas que 
suponen frecuentemente una renuncia parcial de derechos y un empeora-
miento de las condiciones de trabajo.

Tabla 2. Empresas con asalariados inscritas en el Régimen de la Seguridad 
Social y de la Minería por tamaño y según tipo de evolución  

de las plantillas hasta 2009 (y desde 2010 más sistema especial agrario  
y en el régimen especial de Trabajadores del Mar)

Empresas
Empresas 
Pequeñas 

(EP)*

% EP con 
plantilla 
reducida 

respecto al 
año anterior

Empresas 
Medianas y 

Grandes 
(MG)**

% MG con 
plantilla 
reducida 

respecto al 
año anterior

2001 1.152.678 236.042 39,3 24.050 43,0

2002 1.190.467 245.006 40,0 24.931 44,3

2003 1.227.989 252.293 41,3 25.639 45,0

2004 1.272.595 258.882 40,1 26.216 42,8

2005 1.347.758 269.718 38,3 27.407 41,6

2006 1.386.157 287.441 40,8 28.911 40,0

2007 1.405.938 295.136 42,3 30.298 41,6

2008 1.332.090 291.228 55,7 30.917 57,3

2009 1.264.689 262.022 53,9 28.605 60,1

2010 1.323.810 259.563 45,2 28.045 53,3

2011 1.300.992 253.829 48,0 27.676 57.4

2012 1.257.128 241.600 52,0 26.594 64,0

Fuente: Ministerio de Empleo y Seguridad Social (Anuario de estadísticas).

*  Empresas Pequeñas (EP): empresas con plantillas entre 6 y 49 trabajadores
**  Medianas y Grandes empresas (MG): empresas con plantillas de 50 y más trabajadores.

Así pues, el poder estructural de los trabajadores en el sistema económi-
co es débil. Una debilidad que se acentúa en las fases de crisis económica 
en las que se destruye empleo masivamente con el correspondiente au-
mento del número de desempleados y de ajustes de plantillas, y se reduce 
la cobertura por prestaciones por desempleo.
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Un poder asociativo reducido  
si bien la audiencia electoral es grande

El número de afiliados registrados en los sindicatos en España ha crecido 
desde principios de siglo hasta los primeros años de la crisis económica ini-
ciada en 2008. A partir de este año no se dispone de datos globales. La tasa 
de afiliación también ha aumentado paulatinamente hasta situarse en 2007 en 
19,3 (Beneyto, 2008: 70). Una evolución constatada en las Encuestas de Cali-
dad de Vida en el Trabajo (ECVT) efectuadas por el Ministerio de Empleo 
desde 1999 y que desde 2007 hasta 2010 estima los porcentajes de ocupados 
afiliados a algún sindicato: aumenta ligeramente entre 2007 y 2008 en que 
llega a un 17,4% si bien en 2010 desciende hasta 16,4% (el número de afilia-
dos estimados es de 2.894.200). Las tendencias en los valores absolutos de la 
afiliación sindical se confirman asimismo en la principal confederación sindi-
cal en España, CCOO: el máximo se alcanza en 2010 y a partir de entonces se 
reduce todos los años situándose a finales de 2014 en casi un millón lo que 
supone que en cinco años se ha reducido en un 20%; la mayor desafiliación 
ocurre entre los que tienen entre 30 y 44 años. Los efectos de la crisis se tra-
ducen en la afiliación sindical de manera que si el poder derivado de la afilia-
ción ha sido siempre bajo, con la reciente crisis es menor todavía.

Detrás de estas cifras globales, se observa una mayor dispersión por secto-
res según la Encuesta de Calidad de Vida en el Trabajo del año 2010. Así, en la 
administración pública, el porcentaje estimado es de un 33%; en educación, un 
25%; en sanidad un 22,2%; en la industria, un 20,4%; en el otro extremo, hos-
telería, un 8,3%; comercio, un 8,9; y construcción, un 9,5%. En este sentido, los 
sindicatos tienen diferente capacidad de negociación de unos sectores a otros. 
También, por grupos de edad: entre los menores de 29 años, los porcentajes 
son inferiores al 9,2% (Ministerio de Empleo y Seguridad Social, 2010: 85-86).

Además, los resultados obtenidos en las elecciones permiten acreditar la 
representatividad de los sindicatos de modo que son considerados como 
más representativos los que obtienen al menos el 10% de los delegados y de 
los miembros de los comités de empresa en las elecciones sindicales a nivel 
nacional o el 15% a nivel de comunidad autónoma. Los que resultan acredi-
tados pueden negociar convenios de eficacia general (más allá de la empre-
sa) y estar presente en organismos tripartitos. En este sentido, su representa-
tividad se ha ampliado por ley poniéndose de manifiesto la importancia de 
la acción del estado. Así, la influencia de los sindicatos depende no sólo de 
los recursos asociativos sino también del entorno institucional y legal que les 
reconoce distintas facultades y les provee de medios de distinto tipo.

Desde la restauración de la democracia, la participación de los trabaja-
dores es alta. En las empresas en las que se celebran elecciones, la partici-
pación está alrededor del 80% y las tres cuartas partes de los votos son para 
las candidaturas de CCOO y UGT. Esto se traduce en que un porcentaje si-
milar de los representantes de los trabajadores en la negociación de los 
convenios de empresas pertenecen a estos dos sindicatos; en este mismo 
sentido, casi el 90% de los que negocian convenios colectivos de eficacia 
general pertenecen a CCOO y UGT La capacidad de negociar de los dos 
sindicatos, proporcionada por los representantes elegidos, es elevada.
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Tabla 3. Elecciones sindicales

Total CCOO UGT
Otros 

sindicatos
No sindicales

N.o % N.o % N.o %

1999 260.285 98.440 37,8 96.770 37,2 57.006 21,9   8.969 3,1

2003 283.075 110.208 38,9 103.805 36,7 69.062 24,4 * *

2007 312.017 122.079 39,1 114.973 36,8 74.965 24 * *

2011 309.817 117.172 37,8 110.755 35,7 81.890 26,4 * *

2014 278.879 103.130 37 96.481 34,6 54.648 19,6 24.620 8,8

Fuente: Alós y otros (2014).

La afiliación a CCOO y UGT es, pues, débil mientras que su audiencia 
electoral es alta. En tanto que la intervención en el dominio de la negocia-
ción está relacionada con derechos que derivan de la audiencia electoral, 
los dos sindicatos tienen reconocido un importante protagonismo que no 
siempre pueden ejercer dado que el número de afiliados es bajo y, por tan-
to, el de sindicalistas para mantener el amplio sistema de negociación co-
lectiva y asegurar el cumplimiento de los acuerdos. Esto plantea problemas, 
sobre todo, fuera del sector público y de las grandes y medianas empresas 
(Hamann y Martínez Lucio, 2003: 68). Por otro lado, esta intervención se ha 
visto facilitado porque ambos sindicatos han adoptado la «unidad de ac-
ción» como uno de los ejes de sus respectivas estrategias desde 1988.

Un poder institucional fuerte (en la negociación colectiva) 
que se modifica desde hace casi dos décadas

La negociación colectiva constituye uno de los dominios institucionales cen-
trales de las relaciones laborales. En España, está reconocida como derecho 
constitucional. Su práctica está regulada legalmente en el Estatuto de los Tra-
bajadores atendiendo a la recomendación constitucional de que garantice la 
fuerza vinculante de los convenios. Su articulación legal asegura originaria-
mente la aplicación obligatoria de las condiciones pactadas en los convenios 
colectivos a los contratos individuales (el carácter normativo); la extensión 
automática de las clausulas pactadas en todas las empresas y a todos los tra-
bajadores del ámbito funcional del acuerdo (la eficacia general); y la prórroga 
automática del contenido normativo del convenio una vez finalizado su pla-
zo de vigencia si no se renueva (la ultraactividad). Así, se garantiza unas con-
diciones mínimas, también, que no pueden ser modificadas unilateralmente, 
mediante una serie de normas legales que configuran un entorno institucio-
nal y que constituyen recursos que los sindicatos disponen y utilizan.

Desde la aprobación del Estatuto de los Trabajadores en 1980, gobier-
nos de distinta orientación política han llevado a cabo diferentes reformas 
laborales que han afectado a las garantías con las que contaban los acuer-
dos de la negociación colectiva. En 1994 con motivo de la crisis de esos 
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años, se impuso la obligación de que los convenios recogiesen las condi-
ciones en las que las empresas con dificultades económicas podían «descol-
garse» de la aplicación de las condiciones salariales pactadas. Asimismo, se 
abrió la posibilidad de reorganizar en la empresa acuerdos o convenios de 
ámbito superior en materias de ordenación del tiempo de trabajo u organi-
zación del trabajo. Esto ha permitido la erosión de la eficacia general de los 
convenios colectivos de sector en determinadas circunstancias y por tanto, 
ha reducido los recursos basados en la regulación legal.

A partir de la crisis económica de 2008, nuevamente, distintos gobiernos 
han realizado reformas. Especialmente, la de 2012 ha ahondado alguna de 
las tendencias aprobada en aquel año, facilitando la posibilidad de «descol-
garse» de los convenios sectoriales en determinadas materias. Esto posibilita 
continuar socavando el recurso de la eficacia general y el poder sindical de 
carácter institucional. También, han limitado la ultractividad en el tiempo (a 
un periodo inferior a 18 meses), otro de los recursos de la negociación co-
lectiva, si bien una sentencia del Tribunal Supremo de enero de 2015, a ins-
tancias de una demanda de los sindicatos, ha declarado esta medida como 
inconstitucional. La limitación de la ultraactividad ha permitido a la parte no 
interesada en su mantenimiento, las patronales, dilatar en el tiempo su reno-
vación con el fin de rebajar las demandas de la otra parte, los sindicatos.

Al mismo tiempo, los actores sociales han promovido diversas iniciativas 
orientadas, primero, a profundizar líneas o abrir nuevas –la «ampliación temá-
tica» (Rigby, 1999)– o a modificar la articulación de la negociación colectiva y 
después, desde principios de siglo, a encuadrar la negociación colectiva me-
diante pactos sociales de ámbito nacional (sin intervención del estado). En el 
caso de estos últimos, se han firmado acuerdos todos los años desde 2002 a 
2008 que la patronal abandona el marco de la concertación. El eje que los re-
corre es el intercambio de moderación salarial por generación de empleo aun-
que sus recomendaciones afectan a muchas más materias: seguridad y salud 
laboral, igualdad, estabilidad laboral… Con posterioridad, se retomaron los 
acuerdos firmándose el I Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva 
2010, 2011 y 2012 (I AENC) y el II Acuerdo 2012, 2013 y 2014 (II AENC), que 
recogía criterios y recomendaciones específicas en materia de flexibilidad in-
terna en salarios, tiempo de trabajo y funciones. Pocos días después de la firma 
del II Acuerdo, se aprobó el R. D. 3/2012 de medidas urgentes para la reforma 
del mercado laboral, que fue más allá de lo previsto en el pacto y afectó a los 
equilibrios internos del mismo. A pesar de ello, su cumplimiento ha sido exigi-
do y promovido por los sindicatos y las asociaciones empresariales firmantes 
(CES, 2015: 357). De este modo, se evidencia, por un lado, que los recursos de 
matriz legal son susceptibles de reorientación por la intervención del gobierno; 
por otro, que existe la posibilidad de amortiguamiento, en algún grado, de esta 
reorientación por parte de los actores sociales, especialmente, los sindicatos.

La evolución del número de convenios y de trabajadores afectados («cu-
biertos») por los mismos suministra información sobre la dinámica de la 
negociación y sobre su eficacia nominal. La de las cláusulas abiertas/ flexi-
bles introducidas en los convenios de ámbito superior al de empresa, como 
las relativas a la ordenación del tiempo de trabajo, matiza esta eficacia y 
apunta como se estructura la regulación convencional.
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En lo que se refiere al número de convenios, ha aumentado relativamen-

te cuando la economía crece, desde principios de siglo hasta 2008, año de 
inicio de la crisis, y ha disminuido, también, relativamente, cuando se con-
trae, después. En cuanto a los trabajadores afectados por los convenios, la 
cobertura ha sido elevada, sobre todo, por los de ámbito superior al de em-
presa (Tabla 4). La tasa de cobertura (porcentaje de asalariados incluidos en 
los convenios en relación al porcentaje de asalariados estimados por la EPA) 
aumentaría si se descontaran los funcionarios computados por la EPA ya que 
sus condiciones salariales y laborales no se fijan mediante la negociación 
colectiva. Por otro lado, hay que señalar que los cambios metodológicos en 
la EPA a partir de 2002 comportan una reponderación al alza de los asalaria-
dos estimados lo que se refleja a partir de 2003 y contribuye a explicar que 
las tasas de cobertura disminuyen con respecto a años anteriores a pesar de 
que crecen significativamente el número de asalariados cubiertos.

Tabla 4. Evolución del número de convenios, trabajadores afectados,  
tasas de cobertura y distribuciones irregulares de la jornada a lo largo  

del año en los convenios de ámbito superior al de empresa

N.o de 
convenios

Trabajadores 
Afectados

Tasa de 
cobertura 

de los 
convenios 

de empresa

Tasa de 
cobertura de 
los convenios 

ámbito 
superior

Distribuciones 
irregulares de 
la jornada a 
lo largo del 

año

2000 5.252   9.230.400 8,8 66,3 25,0

2001 5.421   9.496.000 8,1 66,1 25,6

2002 5.462   9.696.500 7,8 66,0 25,9

2003 5.522   9.995.000 7,6 63,1 25,9

2004 5.474 10.193.500 6,9 62,3 27,4

2005 5.776 10.755.700 7,5 61,9 27,1

2006 5.887 11.119.300 7,6 61,0 27,6

2007 6.016 11.606.500 7,5 61,8 29,8

2008 5.987 11.968.100 7,3 64,5 30,1

2009 5.689 11.557.800 7,1 66,6 30,4

2010 5.067 10.794.300 6,0 64,3 34,1

2011 4.585 10.662.800 6,2 64,4 37,2

2012 4.376 10.099.000 6,5 64,4 –

2013 4.589 10.265.400 6,6 66,3 –

 2014* 3.794   8.122.600 – – –

Fuente: Ministerio de Empleo y Seguridad Social (Anuarios de estadísticas). 
Elaboración propia.

* Cifras provisionales. Por ello, no se calcula la tasa de cobertura.
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Con respecto a la posibilidad de distribuciones irregulares de la jornada 
a lo largo del año a partir de una regulación convencional abierta del cóm-
puto de hora anuales se ha ampliado: así, desde 2008, alrededor de la ter-
cera parte de los convenios colectivos de ámbito superior al de empresa 
contienen cláusulas de distribución irregular de la jornada a lo largo del 
año; en 2000, solamente la cuarta parte (Tabla 4). Subyaciendo a estos últi-
mos datos, la «empresarización» de la negociación colectiva o mejor, la 
«desectorialización», esto es, el mayor peso del ámbito de la empresa en la 
delimitación del proceso de trabajo en detrimento de otros ámbitos enten-
diendo este proceso no tanto como un desplazamiento de las relaciones 
laborales entre empresarios y trabajadores a un nuevo espacio físico sino 
sobre todo al espacio donde los empresarios tienen más poder. Se trata de 
un hecho significativo en relación con la estructuración de la negociación 
colectiva y que afecta al desarrollo de la eficacia general reconfigurándola 
en perjuicio de los trabajadores. Su origen fue la reforma legal de 1994. A 
partir de este momento, comienza a reconocerse en la regulación conven-
cional la posibilidad de distribuir irregularmente el tiempo de trabajo a lo 
largo del año y de modificar lo establecido en los convenios de ámbito su-
perior en el ámbito de la empresa.

En lo que se refiere a la cobertura, conviene precisar que resulta de di-
fícil medición porque en los convenios sectoriales no siempre se dispone 
de información suficiente y real por parte de las comisiones negociadoras 
sobre el número nominal de trabajadores cubiertos dándose el caso de que 
se repite la cifra de trabajadores en sucesivos convenios. En este sentido, las 
cifras correspondientes a los convenios de empresa son más fidedignas. 
Más aún, hay que puntualizar que la cobertura nominal no quiere decir que 
sea efectiva, esto es, que se apliquen a todos los trabajadores afectados, 
especialmente en ciertas parcelas del tejido productivo español (Pitxer y 
Sánchez, 2008: 108).

Una vez efectuadas tales concisiones, y para poder evaluar los efectos 
de las últimas reformas legales, especialmente, la de 2012, se examina más 
pormenorizadamente las dinámicas convencionales y la cobertura desde 
2010 (en que se crea un nuevo registro centralizado de convenios). Compa-
rando datos metodológicamente homologables, a partir de 2010, se obser-
va, en primer lugar, una reducción de un 15% del número total de conve-
nios hasta 2012; en segundo lugar, que la caída más acusada se produce en 
2011, un 10%, tanto en convenios firmados como revisados; y en tercer lu-
gar, un aumento del número de convenios firmados en 2013, sobre todo, a 
partir del mes de julio aunque no alcanza la cifra de 2010 (Tabla 4).

La reducción se explica por la fuerte resistencia empresarial a renovar y 
revisar convenios firmados en el año 2010 o anteriores. Asimismo, por las 
oportunidades que ofrece la reforma laboral de febrero de 2012 que limita-
ba la ultraactividad a dos años: una parte de las patronales y de los empre-
sarios bloquean la revisión y la renovación de los convenios colectivos para 
presionar y conseguir sus demandas aprovechando que su vigencia, una 
vez vencida, es temporal. Ahora bien, a partir de julio de 2013, los conve-
nios firmados aumentan claramente lo que guarda relación con el Acuerdo 
Interconfederal de mayo de 2013 aprobado como respuesta a la limitación 
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temporal de la ultraactividad; esto es, del aumento de la actividad negocia-
dora promovida por los actores sociales, especialmente, por los sindicatos, 
para amortiguar los efectos de la limitación de la ultraactividad.

En cuanto al número de trabajadores afectados por convenios en el pe-
riodo comprendido entre 2010 y 2013, se observa que hay 9.500 trabajado-
res más cubiertos en los de ámbito de empresa y 538.400 menos en los de 
ámbito superior; y en conjunto, 528.900 menos. Ahora bien, hay que seña-
lar asimismo que durante estos años ha habido asimismo una disminución 
del empleo: según la EPA, el número de asalariados en 2010 era 15.346.800 
y en 2013, 14.069.100; por tanto, hay 1.227.700 asalariados menos. Esta dis-
minución de asalariados hay que tenerla en cuenta a la hora de valorar el 
descenso de los trabajadores cubiertos. Así, el grado nominal de cobertura 
no sólo se ha mantenido sino que ha crecido levemente.

El panorama actual sobre la cobertura de la negociación colectiva se 
completa examinando las inaplicaciones registradas de determinadas cláu-
sulas de los convenios colectivos de ámbito superior al de empresa que 
permite la reforma legal de febrero de 2012, esto es, observando los efectos 
de una de las medidas que reducen la eficacia general, uno de los princi-
pios básicos del poder institucional de los sindicatos. A este respecto, hay 
que recordar que el II AENC, firmado en enero de 2012, había incluido un 
apartado sobre inaplicación negociada en la empresa de determinadas con-
diciones laborales pactadas en los convenios colectivos sectoriales.

Según las fuentes estadísticas del Ministerio, entre marzo y diciembre de 
2012 se registraron 748 inaplicaciones que afectaron a 29.352 trabajadores; 
en 2013, 2512 que afectaron a 159.550 lo que representa un 1,5% de los 
10.265.400 trabajadores cubiertos; y en 2014, 2073 que afectan a 66.203 tra-
bajadores lo que representa un 0,8% de los 8.122.600 trabajadores cubiertos 
(cifra provisional). Por tanto, ha habido un 59% menos de trabajadores afec-
tados por inaplicaciones en 2014 que en el año anterior. Los primeros años 
de 2015 siguen apuntando un descenso lo que probablemente guarda rela-
ción con la reanimación económica y con la moderación de los incrementos 
salariales pactados en los convenios colectivos de ámbito superior al de em-
presa. En lo que se refiere al tipo de cláusulas inaplicadas en 2013 y en 2014, 
se observa un predominio absoluto de las que tienen que ver con la cuantía 
salarial. Por tanto, aunque la medida comporta la apertura de una vía de 
agua en el principio de eficacia general, sin embargo, el uso ha sido limitado 
y el efecto escaso.

La dinámica negociadora ha sido, pues, importante a lo largo del tiem-
po; la cobertura, también, proporcionada, sobre todo, por los convenios de 
ámbito superior al de empresa. El origen y fundamento de su eficacia es de 
carácter legal si bien los sindicatos y las patronales han desarrollado recur-
sos propios.

En los años de crisis, los gobiernos han modificado la regulación de la 
aplicación de los convenios y de su futuro, una vez finalizada su vigencia. 
Esto supone recortar recursos potenciales que el dominio institucional de la 
negociación proporciona a los sindicatos y con ello, ampliar los de las pa-
tronales y empresarios. Sin embargo, las inaplicaciones empresariales que 
afectan a la eficacia general han sido escasas. Mayor uso estratégico se ha 
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efectuado de la caducidad de la ultraactividad, declarada inconstitucional a 
principios de 2015, y mayor repercusión inicial ha tenido en la firma de 
convenios. De todas maneras, la reacción sindical apostando por el diálogo 
social pone de manifiesto la disposición de unas actitudes y experiencias 
con las que intentan mitigar los posibles efectos de los cambios institucio-
nales y los de las resistencias empresariales a negociar.

Más presencia e influencia tienen determinadas cláusulas abiertas en los 
convenios colectivos que permitió la reforma laboral de hace más de veinte 
años, como pone de manifiesto las del tiempo de trabajo. Su uso actual 
traduce la orientación que toma la negociación colectiva de manera que la 
cobertura nominal de la regulación convencional, de ámbito superior al de 
empresa, puede ser muy amplia pero se abre la posibilidad de que algunos 
aspectos se concreten en la empresa. Esto es, se pueden mantener determi-
nados recursos institucionales pero se permite soslayar sus funciones en 
relación con la regulación de algunos aspectos laborales. Aún así, los recur-
sos institucionales siguen siendo importantes en tanto que garantizan no-
minalmente la aplicación de las condiciones laborales pactadas a la mayor 
parte de los asalariados y su mantenimiento en el tiempo. En el próximo 
apartado, se examina la evolución de algunas de las más significativas y su 
correlación con los recursos.

La regulación convencional de los salarios y de la jornada 
media anual y la operatividad de los recursos

La evolución de los salarios proporciona información sobre resultados de la 
negociación colectiva; también, la del tiempo de trabajo. En relación con los 
salarios pactados en los convenios colectivos se observa que, una vez se apli-
can las clausulas de revisión salarial, evolucionan bastante paralelamente a la 
inflación (Tabla 5). En buena medida porque el crecimiento anual de los sa-
larios se pacta conforme a la inflación prevista por los actores sociales. Desde 
2000 hasta 2014, los salarios han crecido moderadamente: en nueve años, 
por encima de la inflación; en otros cinco, por debajo. Así, los aumentos sa-
lariales reales pactados han traído consigo una mejora de la capacidad adqui-
sitiva 8 años hasta 2013; un empeoramiento, 5; y ni una cosa ni otra, 1. La 
mejora tiene lugar mayoritariamente hasta 2008 en cuya segunda mitad se 
declara la crisis. El empeoramiento prioritariamente durante la crisis. Unos 
salarios pactados que están significativamente por encima del Salario Mínimo 
Interprofesional (SMI), incluso, en los subsectores de bajos salarios (Banyuls 
et al., 2011: 385) lo que de alguna manera confirma la importancia de la regu-
lación convencional aunque el SMI se encuentre en niveles muy bajos.

Además, se observa que la evolución de los salarios pactados guarda una 
cierta relación con la del empleo de modo que su incremento es mayor cuan-
do se genera una cantidad elevada de empleos, desde 2000 a 2007, y sobre 
todo, lo contrario, es menor, e incluso negativo, cuando se destruyen em-
pleos, un fenómeno que ha tenido lugar ya en otras décadas. Por tanto, el 
incremento moderado de los salarios ha sido compatible con la creación de 
empleo; de manera bastante generalizada, con pocas garantías de estabilidad.
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Tabla 5. Evolución de los salarios pactados/revisados en la negociación 
colectiva, la inflación, los aumentos salariales pactados, el empleo  

y la jornada anual

Salarios Pactados/
Revisados

IPC
Aumentos 

salariales reales 
pactados*

Empleo 
Asalariado

Jornada 
anual

2000 3,7 4,0 -0,3 7,1 1761,3

2001 3,7 2,7 1,0 4,1 1758,7

2002 3,8 4,0 -0,2 2,8 1756,3

2003 3,7 2,6 1,1 3,5 1752,9

2004 3,6 3,2 0,4 4,2 1752,5

2005 4 3,7 0,3 5,3 1751,8

2006 3,6 2,7 0,9 4,6 1750,2

2007 4,2 4,2 0 3,4 1748,3

2008 3,6 1,4 2,2 -0,5 1749,0 

2009 2,2 0,8 1,4 -6,0 1751,0

2010 2,2 3,0 -0,8 -2,1 1751,2

2011 2,3 2,4 -0,1 -1,6 1737,0

2012 1,2 2,9 -1,7 -5,7 1738,4

2013 0,5 0,3 0,2 -3,5 1740,2

2014 0,6 -1,0 1,6 1,5 1755,6

Fuente: Ministerio de Empleo y Seguridad Social (Anuarios). Elaboración propia.

* Aumentos salariales reales pactados (Diferencia salarios pactados/revisados respecto al IPC).

Con respecto a la jornada media anual pactada en los convenios, la ten-
dencia ha sido la reducción paulatina desde 2000 aunque en los primeros 
años de la crisis (ente 2008 y 2010) cambia de orientación para volver a des-
cender después. Si se comparan los datos de los años completos de registro, 
se percibe que entre 2000 y 2013, la jornada media pactada se ha reducido en 
21,1 horas. Más recientemente, la de 2014, año en el que los registros de con-
venios son provisionales todavía, el número de horas es de 1740,2.

Se constata, pues, una cierta operatividad de la actividad negociadora. 
Los sindicatos han conseguido incrementos que han mejorado muy ligera-
mente la capacidad adquisitiva de los salarios, sobre todo, en los años de 
bonanza. También, un descenso leve del número de horas anuales. Si se 
correlacionan los datos relativos a los incrementos salariales pactados/revi-
sados (Tabla 5) y las tasas de paro (Tabla 1), en tanto que indicadores del 
poder estructural, se observa que los mayores han sido hasta 2008 cuando 
las tasas de paro son inferiores al 13,9% y los menores cuando son superio-
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res al 13,9%. Si en lugar de los incrementos salariales pactados, se correla-
cionan los aumentos salariales, se observa el mismo fenómeno. Por tanto, 
aunque los recursos estructurales han sido adversos a los sindicatos, y en 
época de crisis, muy adversos, no han sido tan determinantes.

En lo que se refiere a la correspondencia de incrementos salariales y 
tasas de afiliación, en tanto que indicadores del poder asociativo, no se 
puede observar durante los años de crisis ya que no se dispone de informa-
ción de las tasas más que hasta 2007 y de tres años. Aún así, las tasas en los 
años 2000, 2005 y 2007 eran de un 17, 17,5 y 19,3% (Beneyto, 2008: 70), 
bajas, y los incrementos salariales de 3,7, 4 y 4,2 y los aumentos salariales 
reales -0,3, 0,3 y 0. Resulta difícil derivar algún tipo de conclusión que rela-
cionen unas y otros. Ahora bien, si que se puede inferir un importante pro-
tagonismo de los dos grandes sindicatos españoles en estos resultados si se 
tiene en cuenta la audiencia electoral (Tabla 2) aunque no sea un indicador 
estricto de poder asociativo.

Por último, la correlación de los incrementos salariales pactados con la 
ultraactividad, uno de los principales recursos que proporciona la negocia-
ción colectiva, pone de manifiesto que todos los años han sido positivos, 
incluso, los que ha estado limitada temporalmente. Una evidencia de su 
importancia. Ahora bien, los incrementos salariales pactados han estado 
encuadrados por los pactos sociales que se han firmado casi todos los años 
del periodo analizado y en los que se han establecido criterios y recomen-
daciones concretas que han resultado insuficientes para contener la deva-
luación salarial durante la crisis. Desde la perspectiva de la política sindical, 
este hecho ha sido criticado como uno de los claroscuros de la negociación 
colectiva ya que si por un lado refleja un cierto éxito, por otro, ha posibili-
tado la viabilidad económica de proyectos empresariales basados en la mo-
deración salarial y en la segmentación del mercado laboral, esto es, en la 
existencia de un amplio segmento de trabajadores en condiciones precarias 
(Pitxer y Sánchez, 2008: 118). Han sido, pues, los recursos de carácter insti-
tucional los que han permitido esos resultados y los que han garantizado la 
continuidad de las condiciones laborales conseguidas hasta la crisis aunque 
han experimentado un cierto deterioro con posterioridad.

A modo de conclusión:  
los todavía muy importantes recursos institucionales

En el artículo, se ha efectuado una aproximación a los recursos de poder de 
los sindicatos en España. Una aproximación efectuada a partir de la obser-
vación de la utilización que han hecho de los mismos en la negociación 
colectiva desde principios de siglo. Por tanto, antes y durante la crisis inicia-
da en 2008 de modo que se ha podido observar sus efectos y los de las 
medidas políticas que le han acompañado; también, las (re)acciones de los 
actores sociales, básicamente, de los sindicatos.

En el entorno descrito, los recursos institucionales han constituido no 
sólo los recursos prioritarios utilizados por los sindicatos en España en su 
estrategia y práctica negociadora sino también los más determinantes en la 
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regulación de las condiciones laborales, así como de su garantía intemporal 
y sobre todo, de su cobertura. Esta centralidad resulta lógica teniendo en 
cuenta los niveles de paro y precariedad contractual, esto es, los recursos 
estructurales, y los de afiliación, esto es, los asociativos. Ahora bien, una 
puntualización se impone a lo afirmado respecto a los recursos estructura-
les: su debilidad no encuentra una traducción de igual grado en los salarios 
pactados/revisados en la negociación colectiva ya que lo que se observa es 
que cuando el paro es superior al 14%, los años de crisis, los salarios crecen 
hasta un poco por debajo del IPC; y cuando el paro es inferior, crecen lige-
ramente por encima del IPC (Tabla 5); por tanto, resultan menos determi-
nantes de lo que afirman algunos autores (Bispinck; y Silver).

La operatividad de los recursos institucionales encuentra una importan-
te fundamentación en la legislación que es la que permite automáticamente 
la eficacia general (sin intervención administrativa) y la prórroga del conve-
nio si no se renueva, por tanto, el mantenimiento y continuidad de las con-
diciones laborales. Por ello, también son susceptibles de modificación por 
parte del estado lo que ha sucedido desde 1994. Las modificaciones han 
supuesto transferencias de materias a la negociación colectiva (lo que a su 
vez ha posibilitado la negociación de cláusulas de apertura en la regulación 
convencional), introducción de cláusulas de descuelgue en ciertas materias 
o limitaciones de la ultraactividad. Estas modificaciones favorecen a los em-
presarios en detrimento de los sindicatos.

La utilización que han hecho los empresarios y sus asociaciones de las 
nuevas normas ha sido desigual. En el caso de las cláusulas de descuelgue 
que socava la eficacia general, ha sido muy reducida. En el caso de la limita-
ción de la ultraactividad que reduce temporalmente la vigencia del convenio 
vencido, ha sido importante inicialmente para conseguir sus demandas en la 
renovación de los convenios colectivos bloqueándola en numerosos secto-
res y empresas. Los sindicatos han respondido apelando al diálogo social y 
poniendo en marcha estrategias para amortiguar los potenciales efectos de 
la nueva norma mediante la negociación de pactos que encuadren la regu-
lación convencional lo que refuerza su base autónoma.

Se evidencia, pues, que la operatividad de los recursos institucionales tie-
ne una clara dependencia de la matriz legislativa/legal pero también de la 
cultura negociadora de los sindicatos que los (re)crea y que tiene una impor-
tancia creciente. Evidencia de dicha cultura han sido su voluntad y capacidad 
de mantener el diálogo social y llegar a acuerdos estatales sobre salarios y 
otros temas de interés laboral y social. De ahí que a la hora de explicar los 
fundamentos de la eficiencia de los recursos institucionales, se considere que 
la perspectiva de Ferner y Hyman, más centrada en aspectos culturales, es 
complementaria de la de Traxler, más centrada en aspectos estructurales. Asi-
mismo, se pone de manifiesto que la potencialidad de los recursos es reorien-
table, ya que los sindicatos tienen actualmente menos capacidad de influir 
políticamente en tanto que no han conseguido detener las reformas laborales 
que los han restringido. Con ello, hay que aceptar la capacidad explicativa de 
la hipótesis de Baccaro y Howell de que las instituciones se están reconvir-
tiendo. Por último, se comprueba que la permanencia institucional no asegu-
ra el poder político, tal como afirman Hamann y Martínez Lucio.
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A pesar de una cierta remodelación y declinación, los recursos institu-
cionales siguen siendo importantes en España para los sindicatos. Ahora 
bien, su reforzamiento constituye uno de los retos a los que se enfrentan 
porque si bien los mantienen utilizándolos de manera eficaz en tiempo de 
crisis corren el riesgo de que continúen menguando. Por otro lado, hay que 
precisar que el mantenimiento de una institución tradicional (la negocia-
ción colectiva subsectorial) no debe encubrir la importancia de los cambios 
en marcha en la determinación de las condiciones de trabajo, como lo 
constata la introducción de cláusulas abiertas que permitió la reforma de 
1994: entre otras razones, porque este tipo de ajustes puede estar reflejando 
el debilitamiento de instituciones sólidas (como las de la negociación colec-
tiva subsectorial). Es lo que señalan Streeck y Thelen. El examen del alcan-
ce y consecuencias de este tipo de ajustes es una de las tareas en la agenda 
de investigación futura.
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LA AFILIACIÓN SINDICAL EN LA CRISIS

Estructura, evolución y trayectorias

Introducción

La gestión política de la crisis económica, iniciada hace ocho años, ha teni-
do efectos devastadores sobre el mercado de trabajo y las relaciones labo-
rales impactando, asimismo, sobre las instituciones y procesos de gober-
nanza y representación de intereses sociales (Comisión Europea, 2015; 
Benner, 2013; Molina, 2014).

Tras los primeros cuatro años de crisis financiera (la gran recesión), la 
etapa más reciente ha estado caracterizada por una estrategia concertada 
entre los poderes político y económico para imponer una transformación 
radical del modelo de relaciones laborales (la gran agresión), que ha roto 
los frágiles equilibrios alcanzados durante décadas de diálogo social y agra-
vado profundamente la asimetría entre capital y trabajo, debilitando a tra-
vés de la desregulación laboral los tres dispositivos colectivos que históri-
camente han actuado en defensa y protección de los trabajadores: 
protección legal, intervención sindical y cobertura negocial, lo que ha pro-
vocado una gran regresión en términos de vulnerabilidad laboral y desi-
gualdad social (Lehndorff, 2015).

Aun siendo importantes y, en ocasiones, de efectos dramáticos, estos 
cambios coyunturales provocados por la crisis operan sobre tendencias es-
tructurales de más largo recorrido que desde los años ochenta del siglo 
pasado han modificado radicalmente tanto el escenario, como los actores y 
las instituciones de las relaciones laborales a nivel global y, más concreta-
mente, en la Unión Europea (Ferner y Hyman, 2002; Baccaro, 2008).

En el caso español, la normalización democrática iniciada tardíamente a 
finales de los años setenta, justo cuando el modelo europeo (economía 
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keynesiana, producción fordista, relaciones laborales corporatistas y Esta-
do de Bienestar) comenzaba a presentar síntomas de agotamiento tras los 
años dorados de crecimiento económico y cohesión social, constituye una 
dificultad añadida. (Hobsbawm, 1995). Dicha anomalía fundacional condi-
cionará tanto la regulación normativa e institucional de la representación 
de intereses como el desarrollo organizativo y estratégico de su principales 
actores, especialmente de los sindicatos, que sólo a partir de los años no-
venta iniciarían un proceso de convergencia con las pautas afiliativas y de 
intervención europeas (Beneyto, 2008).

El objetivo del presente artículo es analizar el impacto de dicho proceso 
de cambios, especialmente del último periodo de crisis, sobre el sindicalis-
mo español en el contexto europeo, utilizando como indicadores de refe-
rencia los relativos a la estructura y evolución de sus principales recursos 
asociativos (presencia afiliativa y audiencia electoral), en permanente y 
compleja interacción con los de tipo estructural (posición en el mercado de 
trabajo) e institucional (participación en la negociación colectiva y el diálo-
go social) (Gumbrell-McCormic y Hyman, 2013).

A tal efecto, procederemos de entrada a la revisión de la literatura espe-
cializada sobre los factores determinantes de la afiliación sindical, así como 
de la evidencia empírica derivada de diferentes encuestas y estudios com-
parados de ámbito europeo para centrarnos, finalmente, en la presentación 
de los resultados más relevantes de nuestra propia investigación sobre el 
caso español.

1.  �La afiliación sindical en Europa:
enfoques teóricos e investigaciones empíricas

De entre las organizaciones vehiculizadoras de la democracia representati-
va (partidos políticos, asociaciones civiles, organizaciones empresariales) 
es en los sindicatos donde la afiliación juega un papel más importante, en 
términos de poder, recursos, participación y legitimidad, siendo la única 
variable institucional que se asocia siempre con menos desigualdad social 
(Leonardi, 2013; Pontusson, 2013).

La densidad sindical (tasa relativa de afiliación) opera como indicador 
privilegiado de la capacidad de intervención del movimiento obrero de un 
país. Sin embargo, al estar dicha tasa fuertemente condicionada por las ca-
racterísticas estructurales y modelo de relaciones laborales, dificulta las 
comparaciones y obliga a incorporar al análisis otras variables (audiencia 
electoral, cobertura de la negociación colectiva, participación institucional) 
(Ebbinghaus y Visser, 1999; Sullivan, 2010)

La explotación de la principal base de datos1 sobre la materia permite 
identificar, en una primera aproximación, dos grandes fases en la evolución 
de la afiliación sindical en Europa: de crecimiento generalizado entre 1950 

1  Data Base on Institutional Characteristics of Trade Unions, Wage Setting, State Intervention 
and Social Pacts (ICTWSS), gestionada por el Instituto de Estudios Avanzados de la Universi-
dad de Amsterdam (www.uva-aias.net/208).
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y 1980 y de sostenida, aunque desigual, disminución durante las tres déca-
das siguientes, con especial impacto de la crisis a partir de 2008, hasta si-
tuarse actualmente en torno al 23% de la población asalariada de la Unión 
Europea (Ebbinghaus y Visser, 2000; Schmitt y Mitukiewicz, 2011; Schna-
bel, 2013; Comisión Europea, 2015).

Dicho cambio de tendencia generó la apertura de un importante debate 
académico y sindical sobre sus causas y efectos, impulsando la realización 
de numerosos estudios e investigaciones de ámbito tanto nacional como 
comparado. La literatura resultante es amplia y diversa, pudiendo identifi-
carse, en síntesis, tres grandes enfoques o perspectivas orientadas a anali-
zar los factores que condicionan la adscripción sindical, las estrategias para 
su revitalización y las trayectorias afiliativas realmente existentes.

La primera de dichas líneas de investigación se centra en estudiar los 
determinantes de la afiliación, distinguiendo entre los de nivel macro (fac-
tores coyunturales, estructurales e institucionales) y los de nivel micro (so-
ciodemográficos y culturales).

Respecto de los factores macro, los estudios realizados han intentado 
evaluar la influencia sobre la afiliación sindical de la evolución del ciclo 
económico, los cambios en la estructura ocupacional desde el paradigma 
industrial al terciario, la distribución del empleo según el tamaño de los 
centros de trabajo y la titularidad pública o privada de los mismos y, a nivel 
institucional los cambios en la estructura, cobertura y contenidos de la 
negociación colectiva, la vigencia del sistema Ghent de participación sin-
dical en la provisión de prestaciones sociales (Bain y Elsheikh, 1976; Bain, 
1983; Clegg, 1986; Hartley y Stephenson, 1992; Western, 1997; Ryley, 1997; 
Ebbinghaus y Visser, 2000; Scruggs, 2002; Chechi y Visser, 2005; Bryson et 
al., 2011).

Desde la perspectiva micro, las investigaciones se han orientado a ana-
lizar el peso de las variables sociodemográficas (sexo, edad, nivel de estu-
dios, origen) y laborales (sector de actividad, tipo de contrato, antigüedad 
en la empresa, nivel salarial) en la propensión a la afiliación sindical e, in-
cluso, las de carácter cultural relacionadas con la orientación ideológica y 
los valores individuales o cooperativos de las personas (Rilye, 1997; Hague 
et al, 1998; Visser, 2002; Schnabel y Wagner, 2007; Fazekas, 2011; Eb-
binghaus et al., 2011).

En cuanto a las motivaciones e incentivos para la afiliación, la literatura 
especializada distingue entre las de tipo instrumental (búsqueda de protec-
ción y/o servicios), identitario (proximidad a los valores y propuestas de la 
organización) y de sociabilidad (relaciones personales y de grupo) (Free-
man y Medoff, 1984; Klandermans, 1986; Cregan, 2005; Blanchflower, 2007; 
Checchi et al., 2010; Toubol y Jensen, 2014).

En conjunto, las investigaciones sobre los determinantes de la afiliación 
sindical, de carácter tanto cuantitativo como cualitativo, han generado una 
considerable producción empírica y validado algunas de sus principales 
hipótesis. Especialmente significativos resultan los análisis multivariables 
realizados por diferentes equipos de investigación sobre datos de la En-
cuesta Social Europea que tomando como variable dependiente la tasa neta 
de afiliación sindical sobre población asalariada (excluyendo parados, jubi-
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lados, pensionistas, autónomos, etc.) estudian su correlación con las princi-
pales variables dependientes (sociodemográficas, estructurales e institucio-
nales) de las que se dispone información (Sano y Williamson, 2008; Scheuer, 
2011; Schmitt y Mitukiewicz, 2011; Turner y D’Art, 2012; Schnabel, 2013).

Tales investigaciones presentan un alto grado de coincidencia en sus 
resultados lo que nos permite, a efectos expositivos, clasificar las variables 
estudiadas en tres grandes grupos, según su mayor o menor influencia so-
bre los procesos afiliativos:

a)  �impacto fuerte: ciclo económico (la afiliación sindical tiene un com-
portamiento pro-cíclico, aumentando con el crecimiento del empleo
y los salarios y disminuyendo en su fase recesiva, si bien en ambos
casos con un cierto décalage temporal), el tamaño de la empresa y la
antigüedad en la misma, la existencia de estructuras sindicales en el
centro de trabajo (delegados, comités de empresa, secciones sindica-
les) y las instituciones del sistema Ghent (vigente sólo en Bélgica y
países escandinavos).

b)  �impacto medio: sector de actividad (mayor propensión afiliativa en
la industria y los servicios públicos y más baja en los privados), si-
tuación contractual (la tasa de afiliación aumenta entre los fijos y
disminuye entre los temporales), edad y nivel de estudios (relación
curvilínea).

c)  �impacto débil: en términos de afiliación sindical la brecha de género
presenta una distribución desigual, si bien con tendencia a reducirse
llegando, incluso, a invertirse en algunos países (Dinamarca, Finlan-
dia, Suecia, Reino Unido, entre los más importantes), siendo también
poco significativa la nacionalidad de origen de los trabajadores. Por
su parte, el modelo de negociación colectiva genera un impacto de-
sigual sobre la afiliación, en función de si su estructura (centraliza-
ción-descentralización) y tipo de cobertura (universal-sindicalizada)
activan en mayor o menor grado los mecanismos de free-riding.

Un análisis multivariable realizado sobre datos de la Encuesta Social Eu-
ropea concluyó que cuando coinciden las circunstancias más favorables 
(trabajadores mayores de 30 años, con contrato permanente en empresas 
medianas y grandes de la industria o los servicios públicos, y presencia 
sindical en el centro de trabajo) la tasa media de afiliación (23%) aumenta 
hasta alcanzar el 61%, mientras que en el polo opuesto (trabajadores jóve-
nes, con contratos precarios en el sector de los servicios privados y mi-
croempresas sin presencia de estructuras sindicales) esta disminuye radi-
calmente hasta situarse en torno al 3 por cien (Van Gyes, 2006).

Tales son, en síntesis, las pautas afiliativas que se han ido configurando en 
las tres últimas décadas y que afectan de forma transversal a todos los países 
europeos, si bien el desigual grado de desarrollo de los factores determinan-
tes analizados, así como las estrategias de renovación implementadas por las 
respectivas organizaciones sindicales, explican las diferencias existentes, in-
ter e intra los principales sistemas de relaciones laborales, tanto en sus tasas 
de sindicalización actual como en la evolución reciente de las mismas.
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Desde una perspectiva diacrónica, el análisis de la evolución de la afilia-
ción sindical en Europa a partir de 1960, atendiendo tanto a sus valores 
absolutos como relativos, aporta evidencia empírica suficiente para impug-
nar los recurrentes tópicos de matriz neoliberal sobre la crisis estructural y 
el inevitable ocaso del sindicalismo provocado por la globalización, el cam-
bio tecnológico y su (supuesta) concentración defensiva en los viejos re-
ductos del jurásico industrial (Troy, 2004; Schnabel, 2013).

Los datos disponibles demuestran, por el contrario, el mantenimiento 
de importantes niveles de sindicalización así como sus dificultades para la 
agregación y representación integral de una clase trabajadora creciente-
mente segmentada, lo que habría provocado a partir de la década de los 
ochenta una reducción media de las tasas de afiliación que no parece, sin 
embargo, ni homogénea en función de las diferentes variables ocupaciona-
les estudiadas ni generalizable al conjunto de países de la Unión Europea.

Dicha diversidad se ha mantenido incluso en los últimos años durante 
los que el impacto generalizado de la crisis no ha alterado significativamen-
te el ranking de afiliación entre los diferentes países y modelos de relacio-
nes laborales (Bryson et al., 2011; Schmitt y Mitukiewicz, 2011).

Según los datos registrados por ICTWSS, entre 2000 y 2007 la afiliación 
sindical en la UE disminuyó en un 2,2%, hasta situar su tasa media en el 23,4 
por cien sobre el total de la población asalariada, si bien no se trató de una 
tendencia generalizada pues se registraron aumentos absolutos en 8 países 
(Bélgica, España, Finlandia, Francia, Grecia, Irlanda, Italia y Portugal) y caí-
das inferiores a la media en otros dos (Reino Unido y Suecia).

Durante la fase recesiva del ciclo la caída en términos absolutos fue ma-
yor (-5,2% de media), si bien la reducción de la población asalariada amor-
tiguó su impacto sobre la tasa relativa (22,3% en 2014). Con todo, no fue 
tampoco una disminución homogénea, sino que se produjeron incremen-
tos de la afiliación en Bélgica, Italia y, en menor medida, Francia, así como 
variaciones muy desiguales en los demás países, siendo especialmente im-
portantes las de los más afectados por la crisis, con caídas que oscilan entre 
el 15% de España y el 32% de Grecia.

Por su parte, los estudios comparados han permitido constatar que la 
densidad afiliativa de cada país o área (escandinava, centroeuropea, anglo-
sajona, mediterránea y oriental) está muy determinada por las característi-
cas del sistema de relaciones laborales en que operan los sindicatos, exis-
tiendo pautas comunes y diferenciadas en cada uno de ellos (Ebbinghaus y 
Visser, 1999; Traxler, 2001; Bernaciak et al., 2015; Comisión Europea, 2015).

Así vemos como los países escandinavos, caracterizados por un sistema 
consolidado de Estado de Bienestar de tradición socialdemócrata, concer-
tación social corporatista, centralización de la negociación colectiva y par-
ticipación institucional de los sindicatos (sistema Ghent), presentan tasas 
de afiliación muy altas (67,7% de media en 2014 y relativamente estables.

Por su parte, el modelo germánico de relaciones laborales (nivel me-
dio-alto de institucionalización de la participación sindical, negociación 
colectiva sectorial de amplia cobertura y diálogo social tripartito) registra 
actualmente una tasa media de afiliación del 21,3% (salvo en Bélgica, don-
de tuvo su origen el Sistema Ghent, que alcanza el 55,1%), que compensa 
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con un sistema de representación dual (sindicatos y comités de empresa) 
muy desarrollado.

En el área anglosajona, de tradición liberal y escasa regulación legal de 
las relaciones laborales, la estructura sindical y de negociación colectiva 
está muy fragmentada y reducida prácticamente a los centros de trabajo, lo 
que configura un sindicalismo de fuerte base afiliativa (25,9% de media), 
aunque con dificultades de proyección supraempresarial.

El sistema mediterráneo de relaciones laborales presenta un pluralismo 
sindical mayor y menores niveles de afiliación (19,2% de media, oscilando 
entre el 7,7% de Francia y el 37,3% de Italia), así como estructuras de repre-
sentación dual, negociación colectiva universal y participación institucional 
(objeto reciente de reformas restrictivas), lo que constituye, paradójicamen-
te, tanto la fortaleza del modelo (amplia representatividad y cobertura) 
como su debilidad (efecto free rider que desincentiva la afiliación y la par-
ticipación), resultando por ello más sensible al impacto de la crisis econó-
mica y los cambios políticos.

Finalmente, los países del área oriental se caracterizan por la débil regu-
lación normativa e institucional de sus relaciones laborales, baja cobertura 
de la negociación colectiva y una estructura sindical muy débil y fragmen-
tada (12,8% de media), en la que se concentra más de la mitad de la caída 
de la afiliación total de la UE entre 2000 y 2014.

Identificados los diferentes factores determinantes de la evolución afi-
liativa y poder de intervención sindical, cuantificado incluso su desigual 
impacto en los principales modelos organizativos y de relaciones laborales, 
los debates e investigaciones se han orientado en los últimos años al diseño 
e implementación de las correspondientes estrategias de revitalización, de 
efectos desiguales según los casos pero que estarían poniendo de manifies-
to la capacidad de resistencia y renovación de los sindicatos en tiempos 
especialmente difíciles (Bernaciak et al, 2015).

El paradigma de la revitalización sindical aparece, inicialmente, como 
una corriente académica (Labour Revitalization Studies) en el ámbito an-
glosajón pero de progresiva adaptación a otras modelos sindicales y defini-
da como conjunto de estrategias orientadas a intervenir sobre las diferentes 
fuentes de poder sindical (estructural, asociativo, organizativo, institucio-
nal, estratégico y narrativo) para identificar las causas de la crisis de repre-
sentación del sindicalismo actual y tratar de revertir sus efectos (pérdida de 
afiliación e influencia) mediante el despliegue, en cada caso, de las corres-
pondientes estrategias de negociación, reclutamiento, restructuración orga-
nizativa, participación institucional, alianzas y comunicación (Baccaro et 
al., 2003; Frege y Kelly, 2003; Phelan, 2007).

Partiendo de dicho enfoque multidimensional los sindicatos europeos 
han ido adaptando tales estrategias a sus respectivos modelos organizativos 
y entornos sociales, tratando de identificar, de entre los determinantes del 
poder sindical, los factores soft sobre los que resulta factible intervenir (pre-
sencia en los centros de trabajo, creación de estructuras de representación, 
cobertura y contenido de la negociación colectiva, prestación de servicios, 
participación institucional, alianzas estratégicas, presión social, regulación 
legal), con objeto de compensar el impacto de los factores hard de tipo 
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estructural (ciclo económico, tamaño de la empresa, sector de actividad, 
cambio tecnológico, variables demográficas) poco susceptibles de modifi-
cación por su intervención directa (Scheuer, 2011; Schnabel, 2013).

En el curso de nuestra investigación hemos analizado con más detalle la 
definida como estrategia asociativa (organizing), desarrollada inicialmente 
por los sindicatos anglosajones y que incluye modelos de reclutamiento 
general y de colectivos específicos sub-representados en la afiliación, como 
jóvenes, precarios y de trabajadores con nuevos perfiles y trayectorias labo-
rales (TUC, 2008; Vandaele, 2009; Pollert y Tailby, 2010; Pedersini, 2010; 
Gumbrell-McCormic, 2011).

Aunque se trata de experiencias muy vinculadas al modelo sindical an-
glosajón (estructura asociativa por oficios y empresas, coordinación por 
activistas y organizadores locales), su demostrada eficacia en estabilizar los 
niveles de afiliación en el Reino Unido, tras más de tres décadas de crisis, 
ha suscitado un creciente interés, tanto en ámbitos académicos como sindi-
cales, por adaptar su estrategia y buenas prácticas a otros contextos, me-
diante el desarrollo de campañas de reclutamiento y fidelización, reforma 
de las estructuras organizativas de matriz fordista (federaciones sectoriales, 
secciones sindicales de empresa) y su adaptación a entornos horizontales y 
trayectorias laborales nómadas (Lani, 2013; Leonardi, 2013; Bernaciak et 
al., 2015).

2. Recursos asociativos del sindicalismo español

Identificados los factores determinantes y pautas de desarrollo del sindica-
lismo europeo, nuestro objetivo se centra ahora en analizar su vigencia en 
el caso español, atendiendo a su evolución histórica, composición estructu-
ral y trayectoria orgánica.

Las hipótesis que a tal efecto planteamos se refieren, en primer lugar, al 
proceso seguido por el sindicalismo español, desde su tardía y difícil confi-
guración histórica, caracterizado por su expansión cuantitativa y adapta-
ción cualitativa, que consideramos diferente en el primer caso y conver-
gente en el segundo respecto de la dinámica sindical europea.

Se trata de confirmar si, como predica un recurrente tópico mediático 
(en ocasiones, incluso con aval académico2) el sindicalismo español se ca-

2  Una muestra de esta línea argumental es la planteada por algunos analistas de FEDEA para 
quienes los sindicatos cuentan con una «escasa implantación, que provenía del franquismo, se 
perpetuó en la regulación de finales de los años setenta y nunca se ha reformado, al otorgar 
representatividad a los sindicatos desde arriba, en vez de requerir que la obtuvieran desde 
abajo», por lo que representarían sólo a los insiders: «…asalariados con contrato indefinido, de 
un nivel educativo medio-bajo, de avanzada edad, con mayor antigüedad y que trabajan en 
empresas de gran tamaño (y, en consecuencia)…el votante mayoritario, al que protegen los 
sindicatos para asegurarse su reelección, es aquel que obtiene mayores ventajas de la dualidad 
de nuestro mercado de trabajo» (concluyendo, finalmente, que «…los sindicatos son las insti-
tuciones que están actuando como principal grupo de presión para bloquear la reforma labo-
ral», siendo, por tanto, responsables de dicha dualidad y, además, «…de la destrucción de 
muchos empleos» (Bentolila., 2010; Dolado et al, 2010:59).
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racteriza por una afiliación y representatividad mínimas y limitadas a los 
sectores (industria fordista) y colectivos (varones, poco cualificados y en 
actividades manuales) más tradicionales, sin apenas presencia en áreas 
emergentes de la estructura empresarial y ocupacional o si, por el contrario, 
ha seguido un importante proceso de crecimiento, adaptación a los cam-
bios del entorno, diversificación de perfiles y trayectorias, amplia cobertura 
de su intervención institucional en la negociación colectiva y en la gestión 
de las relaciones laborales.

Analizaremos a tal efecto los recursos asociativos (presencia/audien-
cia) del sindicalismo español en base a los datos disponibles sobre la evo-
lución y composición de su afiliación y representación electoral, proce-
dentes tanto de fuentes sindicales e institucionales como de encuestas y 
registros electorales.

En segundo lugar, damos cuenta de la investigación realizada sobre la 
dinámica de la afiliación sindical en España (altas, bajas, permanencia) que 
consideramos directamente relacionada con las situaciones de empleo y 
que nos ha permitido identificar diferentes trayectorias afiliativas, cuantifi-
car su composición y describir sus perfiles, aportando evidencia empírica 
relevante para el diseño e implementación de estrategias de revitalización.

En este caso la información procede de la explotación de la base de 
datos del principal sindicato español, que nos ha permitido analizar sus 
flujos (altas/bajas) y trayectorias afiliativas, así como de una encuesta reali-
zada a una muestra representativa de ex miembros de dicha organización.

2.1. � Afiliación y representatividad: entre la expansión cuantitativa  
y la adaptación cualitativa

La regulación legal del sindicalismo español se inició a finales de los años 
setenta del pasado siglo (leyes 19/1977 de Asociación sindical y 8/1980 del 
Estatuto de los Trabajadores), justo cuando se invertía la tendencia expan-
siva del sindicalismo europeo como resultado de la crisis económica y del 
conjunto de mutaciones sociales derivadas de la misma que, en nuestro 
caso, se complicaba con las incertidumbres de la transición política.

La resultante de este proceso fue un modelo de doble canal, asociativo 
(afiliación directa) y electivo (representación delegada), cuyo impacto so-
bre el desarrollo del sindicalismo y las relaciones laborales en nuestro país 
ha sido objeto de un debate recurrente (tanto en el ámbito sindical como en 
el jurídico y académico) en torno a su desigual grado de funcionalidad (Be-
neyto, 2011).

Se trata de un sistema con voluntad inclusiva que si, por una parte, pa-
rece desincentivar la afiliación directa al universalizar la cobertura de la in-
tervención sindical, por otra contribuye a ampliar su área de influencia por 
la vía indirecta de la representación electoral, al tiempo que le aporta una 
incuestionable legitimidad democrática.

En una primera fase, que se prolongaría hasta finales de la década de los 
ochenta, la estrategia de los sindicatos se centró en el diseño e implemen-
tación de la lógica de influencia, potenciando su dimensión representativa, 
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con objeto de legitimar su intervención y garantizar su capacidad de inter-
locución con empresarios (dentro y fuera de los centros de trabajo) e insti-
tuciones públicas.

A tal efecto, el modelo dual se desarrollaría fundamentalmente en torno 
al eje electoral, tanto en términos de regulación normativa como de estrate-
gia sindical. En el primer caso, la representación electiva se convertiría en 
la clave del sistema pues, además de asumir la defensa e interlocución de 
los trabajadores en la empresa (delegados/comités), determina la represen-
tatividad sindical agregada (arts. 6 y 7 de la LOLS) y, en consecuencia, la 
titularidad del derecho de negociación colectiva de eficacia general (arts. 
87-89 del ET) y de representación institucional.

Durante dicho periodo, la afiliación sindical (Gráfico 1) respondía ma-
yoritariamente a incentivos ideológico-identitarios y a estrategias defensi-
vas, manteniéndose en cotas muy bajas (en torno al millón de inscritos, 
para el conjunto de sindicatos), siguiendo incluso una trayectoria ligera-
mente descendente respecto de los primeros registros, al tiempo que suce-
sivas convocatorias de elecciones sindicales ampliaban su área de influen-
cia e intervención, lo que permitió a los analistas definir el modelo español 
como un «sindicalismo de votantes» con «más audiencia que presencia», y 
los situaba en una zona intermedia entre el movimiento informal y la orga-
nización formal, lo que restaba eficacia a sus planes de reclutamiento y de 
fidelización afiliativa (Rojo, 1990; Martínez Lucio, 2002).

A mediados de la década de los ochenta se inicia un cambio en los me-
canismos de adscripción sindical, desde el modelo basado en una aproxi-
mación ideológico-identitaria, al que se articula en torno a una lógica de la 
afiliación más instrumental y pragmática y el desarrollo genérico de in-
centivos de sociabilidad y de carácter material, derivada de la capacidad 
creciente en la defensa de los intereses colectivos (nuevo modelo de con-
certación social, ampliación de la cobertura y de la agenda de la negocia-
ción colectiva, acción sindical en la empresa y movilización social).

Mientras la afiliación sindical caía en la mayoría de los países comunitarios 
en España duplicó sus efectivos entre 1988 y 2000 hasta superar los dos millo-
nes de adscritos, al tiempo que se desarrollaba un proceso de cambio y adap-
tación de su morfología, desde la homogeneidad fordista (varones, de baja 
cualificación, con trabajos manuales en la industria y bajos salarios) a perfiles 
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más heterogéneos, representativos de la nueva estructura ocupacional y simi-
lares a los del moderno sindicalismo europeo (Bernaciak et al., 2015).

Desde entonces los indicadores de afiliación presentan un comporta-
miento claramente procíclico (Tabla 1), con ritmos de crecimiento en la fase 
expansiva superiores a los de la población asalariada de referencia (+41,3 y 
+39,1 por cien, respectivamente entre 2000 y 2007) y de caída en la de re-
cesión (-18,0 y -15,3 por cien desde 2007 a 2014), si bien la inversión de la 
tendencia sindical demora un par de años en consolidarse.

Tabla 1. Evolución de la población asalariada y la afiliación sindical  
en España, 2000-2014

Población asalariada Afiliación sindical

Núm. (miles)
Variación 

en%
Núm. (miles)

Variación 
en%

Tasa neta

2000 12.285,7 – 2.037 – 16,6

2001 12.786,7 +4,1 2.110 +3,6 16,4

2002 13.141,7 +2,8 2.187 +3,6 16,1

2003 14.127,4 +7,5 2.260 +3,3 15,9

2004 14.720,8 +4,2 2.278 +0,8 15,4

2005 15.502,0 +5,3 2.338 +2,6 14,6

2006 16.208,1 +4,5 2.622 +12,1 14,3

2007 17.095,0 +5,4 2.879 +9,8 15,5

2008 16.681,0 -2,4 2.953 +2,6 17,2

2009 15.680,7 -5,9 2.844 -3,7 17,6

2010 15.346,8 -2,1 2.777 -2,6 17,3

2011 15.105,5 -1,6 2.678 -3,6 16,9

2012 14.573,4 -3,5 2.583 -4,3 17,1

2013 14.069,1 -3,5 2.472 -4,3 16,9

2014 14.483,1 +2,9 2.360 -4,5 16,3

Fuente: INE-EPA e ICTWSS.

Con carácter general, la afiliación directa y la legitimidad social crecen 
cuando los sindicatos son percibidos como instrumentos de mejora de las 
condiciones laborales y sociales de los trabajadores, tanto a nivel micro 
(centro de trabajo, servicios jurídicos) como macro (negociación colectiva, 
concertación, presión institucional y social) y, a sensu contrario, disminuye 
cuando estos se debilitan y/o pierden eficacia y visibilidad, como ha ocurri-
do en los últimos años, como resultado de la crisis, la reforma laboral e in-
cluso de insuficiencias y errores propios.
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En cuanto a la estructura de la afiliación (Tabla 2), el seguimiento de los 
registros afiliativos y los datos aportados por la Encuesta de Calidad de 
Vida en el Trabajo (ECVT), realizada anualmente por el ministerio corres-
pondiente entre 1999 y 2010, que hemos analizado ampliamente en ante-
riores informes, ponen de manifiesto una profunda transformación de su 
composición interna conforme a variables sociodemográficas, ocupaciona-
les y contractuales (Beneyto, 1989 y 2012; Alós, 2014):

Tabla 2. Estructura de la afiliación sindical en España, 2010

Tasa Tasa Tasa

TOTAL 18,9 OCUPACION TOTAL 18,9

SEXO Técnicos 21,2 ANTIGÜEDAD

Hombres 20,6 Administrativos 21,9 Menos 5 años 11,8

Mujeres 16,8 T. cualificados 17,1 6-10 16,5

GRUPOS DE EDAD No cualificados 18,4 11-15 22,4

De 16 a 34 años 13,2 ACTIVIDAD Más de 15 33,1

35-54 22,5 Agricultura   8,1 CONTRATO

De 55 a 64 18,1 Indus-Construc. 17,5 Indefinido 21,2

NACIONALIDAD Servicios 25,8 Temporal 11,7

Española 20,3 SECTOR JORNADA

Extranjera   7,2 Privado 15,0 Completa 19,5

NIVEL ESTUDIOS Público 31,2 Parcial 14,9

Sin estudios 19,4 T. EMPRESA REP. SINDICAL

Primarios 16,9 -10 trabajadores   7,3 Sí 30,0

Secundarios 18,4 10-49 12,3 No   9,6

Universitarios 20,6 50-250 17,9 No sabe   6,9

TOTAL 18,9 + 250 30,2 TOTAL 18,9

Fuente: ECVT’2010.

– � Por sexo: con datos de la ECVT correspondiente a 2010, la tasa de afilia-
ción de los varones (20,6%) es más elevada que la de las mujeres 
(16,8%), si bien el ritmo de incorporación y permanencia de estas es 
mayor, pasando de representar el 19,8% de la afiliación total en 1980 al 
41,5% actual, porcentaje similar a la media europea (43,8%), si bien aún 
inferior a su participación en la población activa de nuestro país (47,9%).

– � Por edad las mayores tasas de afiliación sindical se alcanzan en el 
segmento central (22,5%), siendo menor en los extremos: mientras 
los jóvenes menores de 35 años representan el 27,5% del empleo to-
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tal, sólo son el 19,2% de la afiliación, aumentando la afiliación con la 
edad y el nivel de estudios.

– � Por nacionalidad, la tasa de afiliación de los inmigrantes es tres veces
menor que la de los autóctonos, siendo un colectivo infrarrepresenta-
do entre la afiliación respecto de su peso en la población activa (3,9 y 
10,8 por cien, respectivamente).

–  �En la composición por ramas de actividad es donde se ha producido
la mayor transformación, pues si en 1980 se registraba una fuerte con-
centración en los sectores tradicionales de la industria y la construc-
ción (66,7% de la afiliación y 34,8% de la población asalariada total), 
treinta años después se había equilibrado dicha relación (23,9 y 24,2 
por cien, respectivamente), procediendo de los servicios públicos el 
38,1 de los afiliados y de los servicios privados el 36,3 por cien.

–  �En cuanto a las variables contractuales los datos de la ECVT indican
que las tasas de afiliación se reducen a la mitad entre los trabajadores 
con contrato temporal y de jornada parcial, lo que junto a sus dificul-
tades para organizar a los parados constituye el principal reto de los 
sindicatos.

–  �Cabe constatar, finalmente, que los niveles de sindicalización aumen-
tan con el tamaño de la empresa y la existencia en la misma de es-
tructuras de representación (delegados, comités, secciones sindica-
les), siendo estas dos últimas variables las que presentan mayores 
índice de correlación con la afiliación sindical (Calleja, 2016).

La evolución y distribución de la afiliación sindical derivarían, pues, de 
factores de demanda (estructura empresarial y del empleo, modelos de ges-
tión de la mano de obra), justamente lo contrario de lo defendido por los 
ideólogos de FEDEA que culpan de la segmentación del mercado de traba-
jo a factores de oferta, es decir, a los propios trabajadores centrales, a los 
sindicatos y al modelo de negociación colectiva que los defenderían insoli-
dariamente, marginando a los parados y trabajadores periféricos.

Son, pues, las estrategias de gestión empresarial y desregulación legal 
de la contratación las que han fomentado la segmentación del mercado de 
trabajo, generando una precariedad que obstaculiza la afiliación y la acción 
colectiva y no los sindicatos ni el modelo vigente hasta ahora de concerta-
ción social y negociación colectiva que, muy al contrario, han desarrollado 
procesos de gestión integrada y cobertura universal, articulando solidaria-
mente sus recursos de poder desde el centro para ampliar hasta la periferia 
la cobertura de derechos y garantías colectivas (Regini, 2003; Beneyto, 
2008b; Prieto et al., 2009; Alós et al., 2012).

En definitiva, las pautas de afiliación sindical descritas coinciden global-
mente con las que hemos constatado en el sindicalismo europeo, si bien 
adquieren en el caso español mayor impacto, habida cuenta de las peculia-
ridades de nuestra estructura ocupacional (mayores tasas de paro y preca-
riedad, alta concentración del empleo en microempresas), al tiempo que la 
crisis ha puesto de manifiesto otras más coyunturales y específicas del caso 
español como la fragmentación de trayectorias afiliativas y los niveles cre-
cientes de inestabilidad y rotación de las mismas.
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Asimismo, el modelo dual de representación vigente en nuestro país 
introduce mecanismos de expansión de la cobertura sindical desde unas 
tasas de afiliación y presencia relativamente bajas (entre el 16 y el 19 por 
cien de la población asalariada) hasta una representatividad y audiencia 
electoral media (57%) y una influencia sobre la negociación alta, superio-
res en los dos últimos casos a la media comunitaria, según acredita la última 
Encuesta Europea de Empresas (Eurofound, 2015).

El seguimiento y análisis realizado de los datos electorales pone de ma-
nifiesto que la estructura y evolución de la representación sindical sigue 
pautas similares a las ya descritas para la afiliación (Gráfico 2), destacando 
que durante la fase expansiva del ciclo (1995-2007) la cobertura de la repre-
sentación sindical aumentó en un 52,5%, hasta situarse en los 312.017 dele-
gados electos, reduciéndose desde entonces en un 16,6% hasta los 260.345 
elegidos, entre 2011 y 2015, en un total de 70.000 empresas, con 6.800.000 
trabajadores y un índice medio de participación electoral del 67,9% de las 
plantillas (Alós et al., 2015).

Y es esta representatividad acumulada en las elecciones realizadas en 
los centros de trabajo la que legitima el poder institucional de los sindicatos 
y su intervención en la negociación colectiva, tanto de empresa como sec-
torial, con niveles de cobertura ampliamente mayoritarios, pese a las limita-
ciones impuestas por la reforma laboral de 2012.

2.2.  Trayectorias afiliativas

Si la identificación, análisis y seguimiento de los factores determinantes de 
la afiliación sindical, así como las estrategias organizativas para su recluta-
miento, han generado una amplia serie de estudios, investigaciones y pu-
blicaciones, las demás fases del ciclo afiliativo (permanencia, participación, 
trayectorias, bajas) han merecido, comparativamente, menos atención de 
los expertos e incluso de las propias organizaciones sindicales.

Fueron, de nuevo, los sindicatos anglosajones, cuya única referencia 
de representatividad es la afiliación directa, los primeros en afrontar la 
cuestión de las razones para la permanencia en el sindicato o el cese de la 
misma, promoviendo investigaciones propias y estudios comparados (Ga-
llie et al., 1996; Waddington y Whitston, 1997; Guest y Conway, 2004, Lé-
vesque et al., 2005; Waddington, 2006 y 2014).
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Dichas encuestas y estudios de caso se plantean como objetivo evaluar 

el peso que en cada fase del ciclo afiliativo tienen los correspondientes in-
centivos (instrumentales, identitarios, de sociabilidad), factores contextua-
les (ciclo económico y ocupacional: paro, jubilación, cambio de empresa), 
organizativos (existencia o no de representación sindical en la empresa, 
grado de satisfacción con la acción sindical y la prestación de servicios) y 
personales (cambio de residencia, problemas familiares, etc.).

Entre los resultados de tales investigaciones cabe resaltar el análisis de 
la alta rotación afiliativa y la pluralidad de trayectorias sindicales, muy 
vinculadas a las diferentes y cambiantes situaciones de empleo, así como la 
identificación de la existencia en el centro de trabajo de estructuras de re-
presentación y actividades de sindicalismo de proximidad como factores 
clave de fidelización.

Con objeto de profundizar en dicha problemática, y por encargo de la 
Fundación 1.o de Mayo, hemos realizado sendos estudios basados, el prime-
ro en una encuesta para identificar los motivos de baja sindical y el segundo, 
aún inédito, en una explotación de sus registros afiliativos (cuya matriz de 
datos contiene 14 millones de casos) para analizar la composición y trayecto-
rias de sus miembros durante el periodo 2001-2013, y de entre cuyos hallaz-
gos más significativos destacamos los siguientes (Alós et al., 2011 y 2013):

–  �La aportación de CCOO al conjunto de la afiliación sindical española
se mantiene constante durante todo el periodo en torno al 39%, lo
que coincide asimismo con su cuota de representación electoral.

–  �Entre 2001 y 2015 fueron 2.119.075 los trabajadores que se incorpora-
ron en algún momento a dicha organización, lo que demuestra la ca-
pacidad de atracción del sindicato y contradice otro tópico frecuente.

–  �Sin embargo, el componente instrumental de una parte de la afilia-
ción, vinculada en muchos casos con el acceso a los servicios jurídi-
cos, y la precariedad creciente de las trayectorias laborales, se tradujo
en niveles muy desiguales de permanencia: el 20,4% causaba baja
antes de un año, el 44,9% antes de los tres y sólo una cuarta parte
permanece en la organización más de una década, con lo que la vida
afiliativa media es de 4 años.

–  �Si durante la fase expansiva del ciclo económico el saldo afiliativo
(altas/bajas) fue positivo (+368.960), la relación se invirtió a partir de
2008 y durante toda la fase recesiva de la crisis (-260.353,), hasta si-
tuarse en niveles de 2004, aunque se habría estabilizado recientemen-
te (Gráfico 3), apuntando, incluso, hacia una nueva inversión de la
tendencia y progresiva recuperación.

Las razones aducidas por quienes causaban baja afiliativa se agrupan, 
según nuestra encuesta, en dos grandes bloques: de carácter laboral (51,3% 
y de tipo sindical (48,7%). En el primer caso destacan las bajas asociadas a 
la pérdida del empleo (33,7% del total) y por jubilación (13,1%); mientras 
que las del segundo son por razones instrumentales tanto positivas (17,7% 
declaran que ya no necesitan los servicios del sindicato) como negativas 
(12,6% se da de baja por desacuerdo con los servicios recabados) y, por 
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último, un 18,4% aduce discrepancias de carácter sindical. Cabe destacar, 
asimismo, que durante el periodo de referencia la tasa de re-afiliación ha 
sido del 9,7% sobre el total de las bajas registradas.

Finalmente, el análisis de clusters realizado sobre el conjunto de regis-
tros afiliativos nos ha permitido identificar tres trayectorias de magnitud y 
perfil muy diferentes: estables (41,6%), precarias (38,5%) y truncadas 
(19,9%). Mientras que la primera constituye el núcleo central de la afiliación 
y por su alto grado de fidelidad garantiza su continuidad, la segunda es 
mucho más instrumental y su rotación entre altas y bajas refleja la precarie-
dad del mercado de trabajo y, finalmente, la tercera incluye tanto la discon-
tinuidad afiliativa por razones de jubilación como de desempleo sobreveni-
do durante la crisis, siendo la más susceptible de retención con estrategias 
de fidelización.

Así pues, a la profunda transformación de la estructura y composición 
sociodemográfica y ocupacional de la afiliación sindical le corresponde 
una significativa evolución de sus trayectorias que, como reflejo del merca-
do de trabajo, resultan cada vez más segmentadas, instrumentales e inesta-
bles y cuya gestión integral constituye el mayor reto a que se enfrenta el 
sindicalismo actual.

3. Algunas conclusiones (provisionales)

Los recursos asociativos de los sindicatos (afiliación y representación) se 
han demostrado indicadores especialmente sensibles para evaluar tanto los 
cambios en el entorno del mercado de trabajo (recursos estructurales) 
como sobre las relaciones laborales (recursos institucionales), por lo que el 
estudio de su estructura, evolución y trayectorias resulta siempre pertinen-
te, especialmente en periodos de crisis.

Tras el repaso a la literatura especializada sobre la afiliación sindical en 
Europa, hemos identificado diferentes variables (estructurales, coyuntura-
les, institucionales, sociodemográficas) según su impacto sobre la misma y 
evolución reciente, constatando que si bien se ha producido un debilita-
miento generalizado se mantiene la diversidad entre los principales siste-
mas de relaciones laborales.
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En el caso español, la evidencia empírica disponible permite poner en 

cuestión los tópicos sobre el declive inexorable del sindicalismo que, como 
hemos comprobado, ha seguido una importante expansión cuantitativa du-
rante la fase alcista del ciclo económico y de resistencia (no exenta de límites 
e incluso contradicciones) en la de recesión, así como su capacidad de adap-
tación a los cambios en la estructura ocupacional, desarrollando pautas de 
afiliación homologables con las que operan en el sindicalismo europeo.

Con más de dos millones y medio de afiliados, cinco millones de votan-
tes y regulando a través de los convenios las relaciones laborales de entre 
diez y doce millones de trabajadores (pese a las restricciones derivadas de la 
crisis económica y la reforma legislativa), los sindicatos constituyen el mayor 
movimiento social de nuestro país, lo que resulta especialmente contradic-
torio con su escasa visibilidad mediática y conflictiva percepción social.

Se trata, asimismo de importantes prescriptores sociales y factores de 
igualdad por cuanto, en función de su representatividad, intervienen tanto 
sobre la primera distribución de la renta (salarios, condiciones de trabajo, 
regulación del mercado laboral) a través de la negociación colectiva, como 
sobre los mecanismos propios de la segunda re-distribución (política fiscal, 
prestaciones sociales, Estado de Bienestar) mediante su participación insti-
tucional y presión social.

Finalmente, las encuestas y estudios que hemos realizado sobre el com-
portamiento y trayectorias afiliativas de los miembros de CCOO muestran 
algunas conclusiones concretas de interés. El problema de los sindicatos 
españoles, en primer lugar no es que no se hayan puesto al día en términos 
ocupacionales, puesto que ahora integran más mujeres, asalariados con 
mayor nivel de estudios, de ocupaciones no manuales y técnicas y de los 
sectores de servicios; aunque permanecen algunas cuestiones pendientes 
como es la afiliación de precarios y, en general, de trabajadores con contra-
tos no estándar, así como la afiliación de jóvenes y, en este sentido, la crisis 
actual conlleva un progresivo y preocupante envejecimiento. Tampoco el 
principal problema es que los asalariados no se afilien, mientras que sí lo es 
que permanezcan poco tiempo. Ello puede ser debido tanto a la compo-
nente instrumental de dicha afiliación (uso de servicios jurídicos), como 
también a la elevada precariedad y los intensos periodos de elevada deso-
cupación. El efecto de la crisis en la disminución de la afiliación abonaría la 
segunda explicación; cuestión que queda comprobada en una encuesta 
sobre la desafiliación, en la que el motivo de baja centrado en las desave-
nencias con el sindicato sólo agrupa al 18,5% de las repuestas, mientras la 
pérdida de empleo y la jubilación son aducidos por el 46,8%. No obstante, 
la primera explicación (la instrumental) también encuentra base empírica 
en el 30,3% que responden estar en desacuerdo o no considerar necesarios 
los servicios del sindicato.

En definitiva, pese al reiterado discurso neoliberal basado en presentar la 
negociación colectiva y los sindicatos como problemas y no soluciones, pese 
al impacto de la crisis en su capacidad afiliativa y movilizadora, los sindicatos, 
también los españoles, no han entrado en una fase de declive inevitable sino 
que resisten, se adaptan a las nuevas realidades e impulsan estrategias de 
renovación de sus recursos asociativos y de intervención social.
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El seguimiento y evaluación de dichas estrategias forma parte de nues-
tra agenda de investigación, mediante la realización de estudios cualitativos 
sobre las causas (endógenas/exógenas) y efectos (afiliación, representa-
ción, negociación) de los problemas de fidelización y desafección sindical, 
conscientes de que, como establece el clásico teorema sociológico, lo que 
las personas perciben como real es real en sus consecuencias; lo que, desde 
una perspectiva proactiva, plantea la necesidad de construir un nuevo rela-
to que rompa el muro de silencio (cuando no el desdén pretendidamente 
postmoderno), que cerca e ignora al mundo del trabajo y a sus actores in-
dividuales y colectivos, difunda los valores de la solidaridad y justicia social 
y refuerce la legitimidad social del sindicalismo.

Referencias bibliográficas

Alós, R. (2014), Afiliación y representación del sindicalismo en España y 
en la Unión Europea, Informe núm. 96, Madrid, Fundación 1.o de Mayo.

Alós, R., Beneyto, P., Jódar, P. y Vidal, S. (2011), La dinámica de la afilia-
ción sindical. El caso de Comisiones Obreras, Madrid, Fundación 1.o de 
Mayo.

—, (2013), «La dinámica sindical y las trayectorias de sus miembros», en 
Política y Sociedad, vol. 50(3), pp. 1065-1096.

Alós, R., Beneyto, P., Jódar, P., Molina, O. y Vidal, S (2015), La representa-
ción sindical en España, Madrid, Fundación 1.o de Mayo.

Baccaro, L. (2008), Labour, Globalization and Inequality: Are Trade 
Unions Still Redistributive?, Ginebra, OIT, Instituto Interncional de Estu-
dios Laborales, DP/192/2008.

Baccaro, L., Hamann, K. y Turner, L. (2003), «The politics of labour move-
ment revitalization: The need for a revitalized perspective», en European 
Journal of Industrial Relations, vol. 9, pp. 119-133.

Bain, G. (1983), Industrial Relations in Britain, Oxford, Basil Blackwell.
Bain, G. y Elsheikh, F. (1976), Union Growth and the Business Cycle: An 

Econometric Analysis, Oxford, Blackwell.
Beneyto, P. (1989), «Crisi i renovació del sindicalisme. L’afiliació a CCOO i 

UGT», en Revista de Treball, núm. 9, pp. 147-162.
—, (2008), «El sindicalismo español en perspectiva europea: de la anomalía 

a la convergencia», en Cuadernos de Relaciones Laborales, núm. 26(1), 
pp. 57-88.

—, (2008b), «Presenza, audience e influenza sindacale. Il caso spagnolo», en 
Quaderni Rassegna Sindacale, núm. 33(1), pp. 87-111.

—, (2011), «Fortalezas y debilidades del sistema español de representación 
sindical», en Gaceta Sindical. Reflexión y debate, núm. 16, pp. 195-223.

—, (2012), Reivindicación del sindicalismo, Madrid, Bomarzo.
Benner, M. (ed.) (2013), Before and beyond the global economic crisis, 

Cheltenham, Edward Elgar.
Bentolila, S. (2010), Sindicatos para el siglo xxi, Madrid, FEDEA.
Bernaciak, M, Gumbell-McCormic, R. y Hyman, R. (2015), El sindicalismo 

europeo: ¿de la crisis a la renovación?, Madrid, Fundación 1.o de Mayo.



42

a
r

t
íc

u
lo

s
S

T
87

Blanchflower, D. (2007), «International patterns or union membership», en 
British Journal of Industrial Relations, vol. 45(1), pp. 1-28.

Bryson, A., Ebbinghaus, B. y Visser, J. (2011), «Causes, consequences and 
cures of union decline», en European Journal of Industrial Relations, 
vol. 17(2), pp. 97-105.

Calleja, J. P. (2016), Estrategias de revitalización de los sindicatos españo-
les, Tesis Doctoral, Universidad de Valencia.

Checchi, D. y Visser, J. (2005), «Pattern persistence in European trade union 
density: A longitudinal analysis 1950-1996», en Europen Sociological Re-
view, 21, pp. 1-21.

Checchi, D., Visser, J. y van der Werfhorst, H. (2010), «Inequality and Union 
membership: The influence or relative earnings and inequality attitu-
des», en British Journal of Industrial Relations, vol. 48(1), pp. 84-108.

Clegg, H. (1986), El sindicalismo en un sistema de negociación colectiva, 
Madrid, Ministerio de Trabajo.

Comisión Europea (2015), Industrial Relations in Europe 2014.
Cregan, C. (2005), «Can organizing work? An inductive analysis of indivi-

dual attitudes toward union membership», Industrial and Labour Rela-
tions Review, 58(2), pp. 282-304.

Dolado. J, Felgueroso, F. y Jansen. M. (2010), «¿Quiénes son los insiders en 
España?», en Propuetas de reactivación laboral, Madrid, FEDEA.

Ebbinghaus, B., Göbel, C. y Koos, S. (2011), «Social capital and workplace 
contexts matter: Comparing union membership in Europe», en Euro-
pean Journal of Industrial Relations, vol. 17(22), pp. 107-124.

Ebbinghaus, B. y Visser, J. (1999), «When Institutions Matte. Union Growth 
and Decline in Western Europe, 1950-1995», en European Sociological 
Review, vol. 15(2), pp. 135-158.

—, (2000), Trade Unions in Western Europe since 1945, Londres, MacMillan.
Eurofound (2015), Third European Company Survey. Direct and indirect 

employee participation, Luxemburgo, Eurofound.
Fazekas, Z. (2011), «Institutional effects on the presence of trade unions at 

the workplace: Moderation in a multilevel setting», en European Journal 
of Industrial Relations, vol. 17(2), pp. 153-169.

Ferner, A. y Hyman, R. (2002), La transformación de las relaciones labora-
les en Europa, Madrid, Ministerio de Trabajo.

Frege, C. y Kelly, J. (2003), «Union revitalization strategies in comparative 
perspective», en European Journal of Industrial Relations, vol. 9(1), pp. 
7-24.

Freeman, R. y Medoff, J. (1984), What Do Union Do?, Nueva York, Basic 
Books.

Gallie, D., Penn, R. y Rose, M. (1996), Trade unionism in recession, Oxford, 
Oxford University Press.

Guest, D. y Conway, N. (2004), «Exploring the paradox of unionised worker 
dissatisfaction», en Industrial Relations Journal, vol. 35(2), pp. 102-120.

Gumbrell-McCormic, R. (2011), «European trade unions and ‘atypical’ wor-
kers», en Industrial Relations Journal, vol. 42(3), pp. 203-310.

Gumbrell-McCormic, R. y Hyman, R. (2013), Trade Unions in Western Euro-
pe, Oxford University Press.



43

a
r

t
íc

u
lo

s
S

T
87

Hague, R., Harrop, M. y Breslin, S. (1998), Comparative Governement and 
Politics, Londres, MacMillan Press.

Hartley, J. y Stephenson, G. (1992), Employment Relations, Oxford, Black
well.

Hobsbawm, E. (1995), Historia del siglo XX, Barcelona, Crítica.
Klandermans, B. (1986), «Psychology and trade union participation: Joining, 

acting, quitting», en Journal of Occupational Psychology, vol. 59, pp. 
189-204.

Lani, I. (2013), Organizzamioci! I giovani e il sindacato del mille lavori, 
Roma, Editori Internazionli Riuniti.

Lehndorff, S. (2015), «Acting in different worlds. Challenges to transnatio-
nal trade union cooperation in the Eurozone crisis», en Transfer, vol. 
21(2), pp. 157-170.

Leonardi, S. (2013), «Rappresentanza, organnizzazione e democrazia. Mo-
delli e politiche sindacali a confronto», en Democrazia e dirittto, 3-4, pp. 
1-21.

Levesque, C., Murray, G. y Le Queux, S. (2005), «Union disaffection and so-
cial identity», en Work and occupations, vol. 32(4), pp. 400-422.

Martínez-Lucio, M. (2002), «España: regular el empleo y la fragmentación 
social», en A. Ferner y R. Hyman, op. cit, pp.547-585.

Molina, O. (2014), «Sindicalismo y crisis económica: amenazas, retos y 
oportunidades», en Kultur, vol. I (2), pp. 171-194.

Pedersini, R. (2010), Trade union strategies to recruit new groups of wor-
kers, Dublín, Eurofound.

Phelan, C. (2007), Trade Union Revitalisation. Trends and prospects in 34 
countries, Oxford, Peter Lang.

Pollert, A. y Tailby, S. (2011), «Non-unionised Young workers and organi-
sing the unorganised», en Economic and Industrial Democracy, vol. 32, 
pp. 499-522.

Pontusson, J. (2013), «Unionization, Inequality and Redistribution», en Bri-
tish Journal of Industrial Relations, vol. 51(4), pp. 797-825.

Prieto, C., Arnal, M. y Caprile, M. (2009), La calidad del empleo en España: 
una aproximación teórica y empírica, Madrid, Ministerio de Trabajo.

Regini, M. (2003), «I mutamenti nella regolazione del lavoro e il resistibile 
declino dei sindacati europei», en Stato e Mercato, núm. 67, pp. 83-108.

Riley, N. (1997), «Determinants of Union Membership: A Review», en La-
bour, vol. 11(2), pp. 265-301.

Rojo, E. (1990), «Las tareas pendientes», en Política y Sociedad, núm. 5, pp. 
31-44.

Sano, J. y Williamson, J. (2008), «Factors affecting Union decline in the 18 
OECD countries and their implications for Labor Movement Reform», en 
International Journal of Comparative Sociology, vol. 49(6), pp. 479-500.

Scheuer, S. (2011), «Union membership variation in Europe: A ten-country 
comparative analysis», en European Journal of Industrial Relations, vol. 
17(1), pp. 57-73.

Schmitt, J. y Mitukiewicz, A. (2011), Politic matter. Changes in unioniza-
tion rates in rich countries, 160-2010, Washington, Center for Econo-
mic and Policy Research.



44

a
r

t
íc

u
lo

s
S

T
87

Schnabel, C. (2013), «Union membership and density: Some (not so), styli-
zed facts and challenges», en European Journal of Industrial Relations, 
vol. 19(3), pp. 255-272.

Schnabel, C. y Wagner, J. (2007), «Union Density and determinants of union 
membership in 18 EU countries: evidence from micro data, 2002/03», en 
Industrial Relations Journal, vol. 38(1), pp. 5-32.

Scruggs, L. (2002), «The Ghent system and Union Membership in Europe, 
1970-1996», en Political Research Quarterly, vol. 55(2), pp. 275-297.

Sullivan, R. (2010), «Labour market or labour movement? The union density 
bias as barrier to labour renewal», en Work, employment and society, 
vol. 24(1), pp. 145-156.

Toubol, J. y Jensen, C. (2014), «Why do people join trade unions? The im-
pact of workplace union density on union recruitment», en Transfer, vol. 
20(1), pp. 135-154.

Traxler, F. (2011), National Labour Relations in Internationalized Markets, 
Oxford, Oxford University Press.

Troy, L. (2004), The Twilight of the Old Unionism, Nueva York, M. W. Sharpe.
TUC (2008), Organizing at work: Building stronger unions in the workpla-

ce, Londres, Trade Union Congres.
Turner, T. y D’Art, D. (2012), «Public perceptions of trade unions in coun-

tries of the European Union: A causal analysis», en Labor Studies Jour-
nal, vol. 37(1), pp. 33-55.

Van Gyes, G. (2006), «The social partners as membership organisations: an 
overview of forms and trends in the Member States», en Industrial Rela-
tions in Europe 2006, Luxemburgo, Comisión Europea, pp. 19-40.

Vandaele, K. (2009), Recruitment, organizing and representing young 
workers, Brussels, ETUI.

Visser, J. (2002), «Why Fewer Workers Join Unions in Europe: A Social Cus-
tom Explanation of Membership Trends», en British Journal of Indus-
trial Relations, vol, 40(3), pp. 403-430.

Waddington, J. (2006), «Why do members leave? The importance of reten-
tion to Trade Union growth», en Labor Studies Journal, 31, pp. 15-38.

—, (2014), Trade union membership retention and workplace representa-
tion in Europe. Questions on the renewal of trade union organization, 
Brussels, ETUI, WP 2014.10.

Waddington, J. y Whitston, C. (1997), «Why do people join unions in a pe-
riod of membership decline?», en British Journal of Industrial Relations, 
vol. 35(4), pp. 515-546.

Western, B. (1997), Between Class and Market: Postwar unionization in 
the capitalism democracies, Princeton University Press.

Agradecimientos

A la Fundación 1.o de Mayo por el impulso y soporte de la investigación 
social y a la Confederación Sindical de CCOO por facilitar el acceso a sus 
bases de datos, en un inusual ejercicio de transparencia.



45

artículos S T 87

DAVID LUQUE BALBONA, SERGIO GONZÁLEZ BEGEGA*

Crisis económica y coaliciones  
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Viejos y nuevos repertorios de protesta

1.  Introducción

La aplicación de programas de austeridad en los países de la periferia de 
la Eurozona a partir del año 2010 se ha traducido en un deterioro de los 
derechos socio-laborales y de los estándares de bienestar. Dichos progra-
mas han sido auspiciados por las instituciones europeas, que han condi-
cionado la aceptación de las solicitudes de asistencia financiera emitidas 
por los gobiernos de estos países a la introducción de medidas de correc-
ción del déficit, dentro de un escenario de intensa contracción económi-
ca. En España, como en otros países de la periferia del Euro, la austeridad 
ha tenido un impacto socio-laboral intenso, provocando la apertura de 
procesos de reforma del mercado de trabajo y de las estructuras de nego-
ciación colectiva, de tensionamiento de las capacidades de cobertura del 
sistema de protección social y de descontinuación de las dinámicas de 
diálogo social (Pochet y Degryse, 2012; Guillén, González Begega y Lu-
que Balbona, 2016).

La resistencia de las organizaciones sindicales a las políticas de austeri-
dad se ha enfrentado a múltiples contradicciones. En primer lugar, los sin-
dicatos han observado como la gestión de la crisis ha acelerado el debilita-
miento de sus recursos de poder. La transferencia de soberanía del plano 
nacional al europeo ha socavado las bases institucionales del poder sindi-
cal, asentadas sobre la negociación colectiva y el diálogo social. Los sindi-
catos han sido expulsados del intercambio neo-corporatista, restringiéndo-
se su participación en una eventual negociación de la austeridad (Bohle, 
2011; Urban, 2012; Culppeper y Regan, 2014; Molina, 2014; González Bege-
ga y Luque Balbona, 2014; 2015).
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En segundo lugar, los sindicatos tampoco han podido revertir la austeri-

dad a través del recurso a la protesta. El ciclo de movilizaciones desplegado 
entre 2010 y 2014 ha combinado fórmulas de protesta económicas y políti-
cas extraídas del repertorio tradicional de los sindicatos con nuevas solu-
ciones de expresión del descontento, elaboradas en alianza con diversos 
grupos emergentes de la sociedad civil. Estas coaliciones anti-austeridad 
han supuesto un reto y una oportunidad de revitalización para los sindica-
tos, más allá de su carácter casi exclusivamente nacional y de su bajo grado 
de efectividad (Köhler, González Begega y Luque Balbona, 2013; Campos 
Lima y Martín Artiles, 2014; Peterson, Wahlström y Wennerhag, 2014; Hy-
man, 2015; Dribbusch, 2015).

El artículo tiene como objetivo explorar la transformación del repertorio 
sindical de protesta en España a lo largo del periodo 2010-2014, contextua-
lizándolo en el marco de las movilizaciones anti-austeridad europeas. Para 
ello, la sección 1 examina las tendencias de debilitamiento de los recursos 
de poder de los sindicatos en la globalización y en la Europeización, con 
especial atención a la protesta como forma de expresión de su poder es-
tructural. Asimismo, se identifican los rasgos comunes de las fórmulas de 
resistencia a la aplicación de los programas de austeridad en distintos paí-
ses europeos. La sección 2 examina el caso español, destacando las contra-
dicciones inherentes a la exploración simultánea de viejos y nuevos reper-
torios de protesta y a las dificultades de conformación de una coalición 
anti-austeridad estable, capaz de integrar las distintas formas de expresión 
del conflicto laboral y civil. El artículo se cierra con un apartado de discu-
sión que examina los rasgos de identidad del ciclo de protestas anti-auste-
ridad en España y Europa y revisa las limitaciones de la acción colectiva a 
escala nacional.

2.  �La protesta como recurso de poder sindical.
Transformaciones en la crisis y respuestas a los cambios
de gobernanza socio-económica en Europa

2.1. � Recursos de poder sindical. Globalización, Europeización y 
erosión de anclajes nacionales

La literatura sobre recursos de poder sindical ha demarcado tradicional-
mente la capacidad de representación del interés de los trabajadores por 
los sindicatos dentro de los contornos institucionales del Estado-nación, 
tanto en lo referente a la participación de estas organizaciones en los pro-
cesos de determinación de las condiciones de trabajo y la toma de decisio-
nes públicas como en el despliegue de estrategias de movilización y ac-
ción colectiva.

Los sindicatos han explorado diferentes combinaciones de recursos de 
poder para desempeñar su función de representación del interés de los 
trabajadores de manera efectiva, bajo distintos escenarios políticos, econó-
mico-productivos y de correspondencia de fuerzas con el resto de actores 
de las relaciones laborales.
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Estos escenarios, han mantenido un carácter específicamente nacional 
desde su conformación en la era industrial-fordista. Las fuentes del poder 
sindical – asociativo, institucional y estructural – se han construido nacio-
nalmente, a partir de una miríada de trayectorias socio-históricas sobre la 
cual se asienta la actual diversidad de sistemas de relaciones laborales (Tra-
xler, 2003; Silver, 2005; Gumbrell-McCormick y Hyman, 2013).

En primer lugar, el poder asociativo de los sindicatos, que responde a la 
capacidad de estas organizaciones para administrar el compromiso estable 
de un conjunto de la fuerza laboral, ha tenido un carácter exclusivamente 
nacional. La afiliación de trabajadores ha respondido a una lógica nacional, 
más allá de la retórica internacionalista del movimiento obrero. La incorpo-
ración de los sindicatos nacionales a organizaciones paraguas internaciona-
les, de las cuales los trabajadores son miembros únicamente de manera in-
termediada e indirecta, ha tenido un escaso efecto sobre el poder asociativo 
y de base organizacional de los sindicatos, dado lo limitado de la transfe-
rencia de mandato y recursos al plano supranacional (Larsson, 2012; Hy-
man, 2005; Gumbrell-McCormick y Hyman, 2015).

En segundo lugar, el poder institucional de los sindicatos que, bajo dife-
rentes configuraciones, reconoce la legitimidad sociopolítica de estas orga-
nizaciones para representar el interés de los trabajadores en los ámbitos de 
la negociación colectiva y del diálogo social, también se ha reproducido 
históricamente a través de estructuras de alcance nacional. La participación 
de los sindicatos en la determinación de las condiciones de trabajo a escala 
de empresa y supra-empresarial, así como en los procesos de determinación 
pública de las políticas de rentas, empleo y bienestar, es el resultado de un 
conjunto de acuerdos alcanzados en el marco de las instituciones del Esta-
do-nación. La apertura de fórmulas supranacionales de negociación colecti-
va y diálogo social, vinculadas a los procesos de concentración corporativa 
y al desarrollo de estructuras políticas de control de los mercados a escala 
regional, constituye aún una experiencia fragmentada y débil. A pesar de su 
carácter de punta de lanza de los esfuerzos de adaptación de las relaciones 
laborales a la globalización y a la Europeización, ni la negociación de acuer-
dos marco internacionales en empresas transnacionales ni la participación 
sindical en las estructuras de diálogo social europeo son aún procesos lo 
suficientemente maduros como para valorar un eventual desplazamiento 
del poder institucional de los sindicatos del plano nacional al supranacional.

Por último, el poder estructural de los sindicatos también se encuentra 
anclado nacionalmente. Este tercer recurso de poder responde a la capaci-
dad de las organizaciones sindicales para gestionar el descontento del traba-
jo y, a través de la acción colectiva, movilizar a la fuerza laboral hacia la 
protesta económica y política. El poder estructural de los sindicatos descan-
sa sobre la posición de los trabajadores dentro del sistema productivo y del 
proceso de trabajo, a partir de la cual se establece una correlación de fuerzas 
determinada con los otros actores de las relaciones laborales. Aunque este 
recurso de poder se asienta sobre el espacio de trabajo definido como lugar, 
es decir, sobre la fábrica concebida como espacio de socialización y locus 
del trabajo, la proyección de la capacidad sindical para administrar la protes-
ta y, a través de esta, alterar dicha correlación de fuerzas, rebasa el ámbito 
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de lo laboral y de lo local. La orientación de las estrategias sindicales en 
torno al conflicto y la construcción de arreglos regulatorios para el encauza-
miento institucional de la protesta son el resultado de procesos políticos de 
dimensión nacional (Gumbrell-McCormick y Hyman, 2013; Bailey, 2015).

El poder estructural de los sindicatos se ha visto debilitado en las últimas 
décadas por factores como el desempleo, la precarización de las formas 
laborales, la desindustrialización o la descomposición del lugar físico de 
trabajo, a raíz de la introducción de nuevas fórmulas de organización pro-
ductiva. Todos estos factores han contribuido a erosionar este recurso de 
poder y a incrementar la asimetría de fuerzas entre actores del sistema y del 
proceso productivo. Ahora bien, al igual que ocurre con el recurso de po-
der institucional, el poder estructural de los sindicatos se ha visto también 
amenazado por la desterritorialización (González Begega, 2011; Zeitlin y 
Vanhercke, 2015).

La globalización y la Europeización han introducido elementos de re-
escalado sobre los procesos de toma de decisiones, tanto corporativos como 
públicos. Por una parte, las empresas transnacionales han adquirido la des-
treza para desactivar la protesta económica, a través de su capacidad para 
administrar coercitivamente sus decisiones de inversión. La comparación 
sistemática de rendimientos productivos entre locus de trabajo situados en 
distintos países y sujetos a diferentes marcos institucionales de regulación, 
proporciona a las empresas transnacionales una ventaja de negociación per-
manente sobre las formas organizativas del trabajo, al tiempo que desvirtúa 
la efectividad de algunos de los repertorios de protesta tradicionales de los 
sindicatos, como la huelga económica. De ahí que, desde la década de los 
noventa, las organizaciones sindicales hayan vuelto sus miradas al Estado-
nación y tratado de politizar el conflicto en un intento de corregir la pérdida 
de poder estructural en el ámbito de la empresa (Luque Balbona, 2012; 2013; 
Hamann, Johnston y Kelly, 2013; Culppeper y Regan, 2014).

Pero, por otra parte, esta estrategia de politización del conflicto ha mos-
trado también sus limitaciones. La globalización no solamente ha afectado 
a la toma de decisiones en el ámbito corporativo, sino también a los proce-
sos de determinación de las políticas públicas. La integración de los merca-
dos internacionales se ha visto acompañada por la extensión y el fortaleci-
miento de diversas fórmulas de gobernanza supranacional, con capacidad 
para someter a vigilancia los procesos de toma de decisiones políticas a 
escala nacional. La Unión Europea (UE), como la más desarrollada de estas 
fórmulas institucionales de gobernanza supranacional, ha recibido de sus 
socios nacionales una importante transferencia de soberanía que condicio-
na ex ante cualquier intercambio político entre actores que se produzca 
dentro de la arena nacional, incluidos los de las relaciones laborales. El 
re-escalado supranacional de la toma de decisiones públicas introduce ele-
mentos adicionales de presión sobre la estrategia sindical de politización 
del conflicto, que también corre el riesgo de ser desactivada por ineficiente, 
al plantearse a una escala exclusivamente nacional (Bohle, 2011; Zeitlin y 
Vanhercke, 2015).

La literatura sobre recursos de poder sindical ha examinado las distintas 
soluciones y mecanismos de compensación a través de los cuales los sindi-
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catos han tratado de ajustar los déficits de poder en un ámbito con ganan-
cias en otro. De hecho, las organizaciones sindicales ofrecen una geometría 
específica de combinación de recursos de poder – asociativo, institucional 
y estructural – que ha mutado a lo largo del tiempo y que presenta variacio-
nes significativas entre sistemas nacionales de relaciones laborales.

Más allá de estas diferencias, no obstante, la transformación de los re-
cursos de poder sindical se vincula con la erosión de los anclajes nacionales 
sobre los que se construyeron y en los que descansaron durante décadas. 
El debilitamiento de los recursos de poder sindical ha sido vinculado, desde 
comienzos de los ochenta, a los cambios productivos y tecnológicos deri-
vados del fin del fordismo – desindustrialización -, a las transformaciones 
sectoriales de las economías post-industriales – terciarización -, a las altera-
ciones en la composición de la fuerza de trabajo – feminización -, a la re-
ducción de los niveles de coordinación económica de los marcos regulato-
rios – neoliberalismo -, o a las dificultades de movilización y liderazgo de la 
protesta en un escenario crecientemente competitivo de grupos de interés 
organizado dentro de la sociedad civil – fragmentación de identidades so-
cio-laborales (Calavia, 2001; Beneyto, 2015).

Sin embargo, esta sistematización de factores de debilitamiento sindical 
resulta incompleta si no se introduce el principal elemento de dinamización 
y tensionamiento de los recursos de poder de los sindicatos: el impacto del 
proceso de integración transnacional de mercados. La globalización y la 
Europeización fuerzan la reorientación de los sindicatos hacia nuevos inter-
locutores no nacionales, como las direcciones de las empresas transnacio-
nales o las instituciones técnicas de gobernanza supranacional. En este 
contexto de actores políticos desnacionalizados y desterritorializados, los 
sindicatos sufren la presión de desarraigar sus recursos de poder de sus 
anclajes nacionales, pero se muestran incapaces de acometer la transferen-
cia de estructuras, estrategias y recursos al plano supranacional (González 
Begega, 2011; Beneyto, 2015; Hyman, 2005; 2015; Dribbusch, 2015).

Tabla 1. Recursos de poder sindical. Factores de debilitamiento

Recurso Fuentes Factores de debilitamiento

Asociativo Densidad de afiliación, 
fortaleza organizacional.

Desindustrialización, 
terciarización, feminización, 
precarización, fragmentación 
identitaria.

Institucional Reconocimiento y 
legitimación socio-política.

Descoordinación económica y 
productiva (neo-liberalismo), 
cambio regulatorio, globalización, 
desterritorialización.

Estructural Posición en sistema 
productivo y proceso de 
trabajo y gestión del 
descontento laboral.

Desindustrialización, 
precarización, descomposición del 
locus de trabajo, fragmentación 
identitaria, globalización, 
desterritorialización.

Fuente: elaboración propia.



50

a
r

t
íc

u
lo

s
S

T
87
La literatura sobre estrategias de revitalización sindical ha identificado 

esta contradicción. Los sindicatos observan cómo la globalización y la Eu-
ropeización erosionan sus bases de poder nacionales pero encuentran mu-
chas dificultades para explorar fuentes alternativas de poder, incluyendo el 
re-escalado supranacional de las mismas. Las estrategias de revitalización 
del poder asociativo, institucional y estructural de los sindicatos continúan, 
de esta forma, atrapadas en los espacios local y nacional (Frege y Kelly, 
2003; Urban, 2012; Dribbusch, 2015).

Desde 2010, la aplicación de programas de austeridad no negociados 
en los países de la periferia del Euro ha exacerbado esta contradicción, 
acentuado los problemas de debilitamiento de los recursos de poder sindi-
cal. Como veremos en las dos siguientes secciones, la gestión política de la 
crisis ha implicado una mayor transferencia de soberanía al plano euro-
peo, sin que los sindicatos hayan podido encontrar fórmulas de adapta-
ción institucional a la nueva estructura supranacional de toma de decisio-
nes. Por otro lado, la crisis también ha deteriorado las bases del poder 
estructural de los sindicatos. La reacción sindical a la gestión política de la 
crisis por parte de las instituciones europeas se ha producido a través de 
formas de protesta de carácter nacional, que han sido incapaces de contra-
rrestar efectivamente las políticas de austeridad debido a su fragmentación 
(Hyman, 2015).

2.2. � Crisis y gobernanza socioeconómica.  
El ciclo de protestas anti-austeridad en Europa

La gestión política de la crisis de deuda soberana en Europa ha introducido 
transformaciones de alcance en el sistema de gobernanza socioeconómica 
comunitaria. La puesta en marcha de las políticas de austeridad se ha visto 
apuntalada por la intensificación de las competencias de vigilancia macro-
económica de las instituciones de la UE – ECOFIN, Comisión Europea y 
BCE – sobre los Estados Miembros, a través, primero, de los Memorandos 
de Entendimiento suscritos por los países rescatados, y desde Enero de 
2011, del ciclo de coordinación de la política económica y fiscal conocido 
como Semestre Europeo (Zeitlin y Vanhercke, 2015).

El control de las políticas nacionales por parte de Europa ha consolida-
do un escenario de austeridad imperativa y estrechamente vigilada que ha 
afectado particularmente a los países rescatados económica o ‘política-
mente’ – Irlanda, Grecia, Portugal, España, Chipre e Italia. La condiciona-
lidad de la ayuda financiera europea ha provocado una reordenación de 
las prioridades políticas, de las estrategias y de los recursos de poder de los 
actores nacionales, incluyendo, de forma especial, a los sindicatos (Hy-
man, 2015).

Un primer efecto de la transformación de los mecanismos europeos de 
gobernanza socioeconómica es el desplazamiento de los sindicatos de la 
conformación de políticas públicas, al menos en los países rescatados. La 
traducción de dicho desplazamiento en una desactivación parcial o com-
pleta de los procesos de diálogo social ha dependido de la resiliencia de las 
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estructuras neo-corporatistas nacionales. En cualquier caso, la capacidad 
de los sindicatos para alterar el sentido regresivo de la austeridad a través 
del diálogo social ha sido irrelevante, e incluso, en algunos aspectos, los 
propios sindicatos se han convertido en co-decisores involuntarios de estas 
políticas. El neo-corporatismo de (la) crisis, con su agenda de devaluación 
salarial, flexibilización de las condiciones de trabajo y reestructuración del 
empleo, ha completado la transformación competitiva de las lógicas de diá-
logo social en Europa, iniciado en la década de los noventa (Bohle, 2011; 
Urban, 2012; Culppeper y Regan, 2014; Molina, 2014; González Begega y 
Luque Balbona, 2014; 2015).

El segundo aspecto de esta reordenación de equilibrios de poder en-
tre gobiernos y sindicatos, ha sido la dificultad de coordinar las iniciati-
vas de protesta anti-austeridad. La oposición a las políticas de austeridad 
por parte las organizaciones sindicales ha tomado formas diversas en 
Europa, pero casi en su totalidad acotadas al plano nacional y expresa-
das a través de estrategias, repertorios y coaliciones también nacionales. 
A través de ellas, los sindicatos han explorado instrumentos de moviliza-
ción que se sitúan en los márgenes de los espacios institucionalizados de 
canalización del descontento (Köhler, González Begega y Luque Balbo-
na, 2013; Béroud, 2014; Campos Lima y Martín Artiles, 2014; Köhler y 
Calleja, 2014; Antón, 2015; Domènech, 2015; Peterson et al., 2015; Hy-
man, 2015).

La recomposición de las formas de protesta en los países europeos a lo 
largo del periodo 2010-2014 se ha dispuesto a lo largo de un conjunto de 
rasgos comunes, que incluyen:

1)  �La discontinuidad en el recurso sindical a la movilización como estra-
tegia de presión sobre los gobiernos responsables de la aplicación
de las políticas de austeridad, como resultado del intercalado de pro-
cesos puntuales de diálogo social, en algunos países.

2)  �La combinación de viejas y de nuevas fórmulas de acción colectiva,
que abarca desde la huelga por motivaciones económicas y/o políti-
cas hasta las manifestaciones y otras acciones de ocupación simbóli-
ca de espacios tanto laborales como (sobre todo) públicos;

3)  �La exploración de coaliciones anti-austeridad, de carácter inestable,
con los diversos grupos civiles de movilización política, social y la-
boral que han emergido en el contexto de la crisis, y;

4)  �La dimensión nacional y el carácter descoordinado de las protestas,
ante la incapacidad de las organizaciones sindicales de establecer
estrategias de colaboración supranacional, más allá de actos de so-
lidaridad simbólicos. Las organizaciones sindicales europeas han
sido espectadoras de una serie de iniciativas de protesta fragmenta-
das, siendo quizá la única excepción a esta pauta la huelga general
de 14 de Noviembre de 2012, convocada por los sindicatos mayori-
tarios españoles y portugueses, apoyada con movilizaciones de dis-
tinto alcance en Italia, Francia, Grecia, Chipre, Malta y Bélgica y
respaldada por la Confederación Europea de Sindicatos (CES) (Drib
busch, 2015).
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Las políticas de austeridad han sido recibidas por conflictos laborales, 

manifestaciones, ocupación de espacios públicos y disturbios en Europa. 
La socialización de las pérdidas del sistema financiero, la degradación de 
derechos socio-laborales vinculada al cumplimiento de los objetivos de 
consolidación fiscal o la extensión de los riesgos de desempleo, empo-
brecimiento y exclusión a amplios colectivos sociales, entre otros facto-
res, han abierto un ciclo de protesta en Europa que se vincula a la crisis 
económica y a la gestión política de la misma por parte de los gobiernos 
europeos.

En este sentido, la utilización del concepto de ciclo de protesta para 
referirse al conjunto heterogéneo de movilizaciones europeas del periodo 
2010-2014 constituye una cuestión a debate. Las protestas europeas han 
compartido características tanto en lo referente a los cuatro aspectos men-
cionados como a sus mecanismos de propagación, incluyendo «[la] rápida 
difusión de la acción colectiva de los sectores más movilizados a los menos 
movilizados; un ritmo de innovación acelerado en las formas de confron-
tación; marcos nuevos o transformados para la acción colectiva; una com-
binación de participación organizada y no organizada, y unas secuencias 
de interacción intensificada entre disidentes y autoridades (…)» (Tarrow, 
1997: 264).

La continuidad y conexión entre las distintas fórmulas de resistencia la-
boral y civil a la austeridad han sido diferentes según el país, siendo difícil 
establecer vínculos, por ejemplo, entre el perfil de activista de las revueltas 
urbanas del Reino Unido en Agosto de 2011 y el del más sostenido ciclo de 
protesta del Sur de Europa (Hyman, 2015; Peterson, Wahlström y Wenner-
hag, 2015).

No obstante, más allá de estas diferencias, un argumento adicional 
para la referirse a la miríada de movilizaciones europeas del periodo 
2010-2014 como un ciclo de protesta singular es la intensificación del des-
contento en los países europeos a partir de 2010, que se encuentra en 
íntima relación con la respuesta política a la crisis financiera y los cambios 
en la percepción de libertad, bienestar y seguridad laboral de los ciudada-
nos (ILO, 2013).

El Gráfico 1 muestra la evolución a lo largo del periodo 2010-2013 del 
Índice de Descontento Social para los países de la Eurozona, además del 
Reino Unido. En la mayor parte de países es detectable un incremento de 
la insatisfacción ciudadana desde 2010, a excepción de Alemania, Bélgi-
ca, las Repúblicas Bálticas y Malta. En 2013, lideraban la tabla los países 
objeto de intervención económica o política por parte de la UE –Grecia, 
Italia, Chipre, Portugal y España–. Irlanda se situaba por detrás, en la me-
dia europea.

Grecia, Portugal, España, además de Italia, han protagonizado una reac-
tivación de la conflictividad económica, que se ha concentrado alrededor 
del sector público. Además de la protesta de los trabajadores de subsecto-
res tradicionalmente movilizados, como la sanidad o la educación, la reac-
ción frente al ajuste en la Administración ha incorporado a otros empleados 
públicos, incluidos los servicios de seguridad. La excepción a esta pauta ha 
sido Irlanda (Vaughan-Whitehead, 2013; ETUI, 2014).
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Gráfico 1. Índice OIT de descontento social (Eurozona + Reino Unido) 
(2010-2013)

Nota: La Organización Internacional del Trabajo (OIT) elabora este indicador sintético de 
descontento social a partir de las siguientes variables y sus correspondientes 
ponderaciones: (1) porcentaje de encuestados que informaron sobre la falta de confianza 
en su gobierno nacional (0,35); (2) porcentaje de los encuestados que informó sobre el 
deterioro de su nivel de vida (0,2); (3) porcentaje de encuestados que declararon 
insatisfacción con la libertad en su país (0,2); (4) porcentaje de encuestados que 
informaron sobre el deterioro de su economía nacional (0,2) y; (5) porcentaje de 
encuestados con acceso a internet (0.05).

Fuente: Adaptado de Ghellab, Regan y Doyle (2015: 84).De igual forma, la protesta laboral 
ha sido más intensa en los países más estrechamente sometidos a la vigilancia de las 
instituciones europeas y más intensamente afectados por la aplicación de las políticas de 
austeridad.

En cuanto a la conflictividad política, expresada a través de la convoca-
toria de huelgas generales, el periodo 2010-2014 ha observado un incre-
mento del recurso a esta forma de protesta por parte de los sindicatos. La 
politización de la huelga en los países de la periferia de la Eurozona ha 
respondido, por un lado, a la desactivación de los dispositivos neo-corpo-
ratistas, y a la necesidad de los sindicatos de visibilizarse en la reacción 
frente a las políticas de austeridad frente a las organizaciones emergentes 
de la sociedad civil (Köhler, González Begega y Luque Balbona, 2013; Ghe-
llab, Regan y Doyle, 2015).

En cualquier caso, y con las cautelas necesarias debido a la poca calidad 
de los datos1, la reactivación de la conflictividad laboral en el marco de la 
crisis no se ha trasladado a las estadísticas sobre actividad huelguística ni ha 
revertido la tendencia generalizada hacia la caída en desuso de la huelga 
–sobre todo económica– como instrumento de presión sindical, tal como 
puede observarse en el Gráfico 2.

1  Los datos internacionales sobre huelgas ofrecen múltiples deficiencias. Son difíciles de com-
parar y, además, frecuentemente incompletos. Adicionalmente, varios países europeos –entre 
ellos Grecia, Italia o Portugal– han discontinuado sus estadísticas sobre huelgas en los últimos 
años (ETUI, 2014).

90
80
70
60
50
40
30
20
10

M
al

ta
Lu

xe
m

bu
rg

o
Al

em
an

ia
Bé

lg
ic

a
Li

tu
an

ia
Au

st
ria

Es
to

ni
a

Fi
nl

an
di

a
Pa

íse
s 

Ba
jo

s
Le

to
ni

a
Irl

an
da

Fr
an

ci
a

Es
lo

va
qu

ia
Es

pa
ña

Po
rtu

ga
l

Ch
ip

re
Es

lo
ve

ni
a

Ita
lia

G
re

ci
a

0

2012 20132010



54

a
r

t
íc

u
lo

s
S

T
87

Gráfico 2. Actividad huelguística en Europa (media ponderada de jornadas 
no trabajadas por 1.000 asalariados) (2000-2013)

Nota: Datos no disponibles para Bulgaria, Croacia, República Checa, Francia (2013), Grecia, 
Hungría (2011 ay 2013), Italia (2009-13), Luxemburgo (2008-13), Portugal (2008-09), Romania 
(2009-13) y Eslovenia (2008-13).

Fuente: ETUI (2014).

3.  �El ciclo de protestas anti-austeridad en España
(2010-2014). Estrategias sindicales, repertorios
y coaliciones

La reacción sindical a la aplicación de las políticas de austeridad en España 
ofrece aspectos de identidad con lo descrito en el apartado anterior para el 
ciclo de protestas europeo. Las fórmulas sindicales de resistencia al progra-
ma de rigidez fiscal y devaluación socio-laboral puesto en marcha a partir 
de la primavera de 2010 se han visto afectadas por las contradicciones inhe-
rentes a la discontinuidad de las movilizaciones, a la exploración simultá-
nea de viejos y nuevos repertorios de acción colectiva, a las dificultades de 
conformación de una coalición anti-austeridad estable con las organizacio-
nes emergentes de la sociedad civil y al carácter esencialmente nacional de 
la protesta (González Begega y Luque, 2014; 2015; Köhler y Calleja, 2014; 
Antón Morón, 2015).

La acción colectiva de las organizaciones sindicales ha tenido un carác-
ter reactivo y político, incidiendo con ello en la tradicional orientación de 
las estrategias de movilización sindical de los países del Sur de Europa. La 
protesta de los sindicatos ha tenido como principal destinatario a los go-
biernos de José Luis Rodríguez Zapatero, hasta noviembre de 2011, y de 
Mariano Rajoy, después, siendo su politización, al menos parcialmente, un 
resultado de la desactivación del entramado neo-corporatista de toma de 
decisiones públicas.

El calendario de la protesta sindical en España entre 2010 y 2014 se ajus-
ta a la intensificación del programa de austeridad aplicado por los gobiernos 
de la crisis y a la institucionalización de los mecanismos de control sobre el 
mismo por parte de las instituciones europeas, tal como recoge la Tabla 2.
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Tabla 2. El ciclo de protestas anti-austeridad en España (2010-2014). 
Periodización

Fase
Austeridad y vigilancia 

europea
Protesta laboral y civil

Despegue 
(Primavera 2010)

Primer paquete de medidas 
de austeridad. Mayo 2010.

Huelga General Sector 
Público, 8 de Junio 2010.
Huelga General, 29 de 
Septiembre de 2010.

Intensificación 
(Primavera/
Verano 2011)

Carta Presidente BCE al 
Gobierno Zapatero. Agosto 
2011.
Modificación artículo 135 
Constitución Española. 
Septiembre 2011.

Surgimiento del 15-M.

Meseta 
(2012/2013)

Memorando de 
Entendimiento sobre 
condiciones de Política 
Sectorial Financiera (MdE). 
Julio 2012.

Huelga General, 29 de 
Marzo de 2012.
Huelga General, 14 de 
Noviembre de 2012.
Mareas Sector Público. 
Huelgas Sectoriales. 2013.

Desaceleración 
(Primavera 2014)

Expiración MdE. Post-
supervisión (MEDE y 
Semestre Europeo). Enero 
2014.

Marchas de la Dignidad. 
Marzo 2014.

Fuente: elaboración propia.

La desaceleración del ciclo de protestas en España, a partir de la prima-
vera de 2014, es el resultado de un conjunto de factores económicos, polí-
ticos y socio-laborales, entre los que cabe incluir: (1) la expiración del MdE 
con la Comisión Europea y el relajamiento de las exigencias de austeridad 
tras el cambio de orientación de la política monetaria del BCE, desde julio 
de 2012; (2) la consumación del programa de reformas del mercado laboral, 
la estructura de la negociación colectiva y el sistema de pensiones (3) la 
inminencia del ciclo electoral de 2015, que ha significado la institucionali-
zación política de un amplio espectro de organizaciones de protesta civil 
(inter alia, Antón Morón, 2015; Domènech, 2015).

Las fórmulas de protesta exploradas por las organizaciones sindicales 
han descansado sobre una combinación de expresiones extraídas del re-
pertorio clásico del conflicto del trabajo – como la huelga económica y 
política – y de otras formas de acción colectiva, como la ocupación de es-
pacios públicos. Alrededor del sector público, además, han emergido for-
mas mixtas de movilización laboral-civil a partir de la colaboración entre 
trabajadores de la Administración y usuarios, como las denominadas Ma-
reas. Por último, la crisis también ha observado el rebrote de formas simbó-
licas de protesta como las marchas sectoriales el encierro de trabajadores 
en las instalaciones productivas o el bandolerismo social – aunque esta úl-
tima de manera más restringida.
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3.1. � Las protestas anti-austeridad a través del repertorio clásico  
de conflicto del trabajo. Huelgas económicas y políticas

La evidencia empírica sobre huelgas disponible para España no avala la 
hipótesis de que el ciclo de protestas laborales del periodo 2010-2014 haya 
supuesto un repunte de la actividad huelguística2. A pesar del impacto de 
las políticas de austeridad sobre el tejido productivo y el empleo, el des-
contento sindical no se ha expresado a través de la huelga económica, 
entendiendo como tal aquella manifestación del conflicto del trabajo cir-
cunscrita al ámbito del mercado y que, en su lógica de acción, no apela a 
la resolución del mismo a través de agencias de mediación de carácter 
político-institucional.

Tal como muestra la Tabla 3, las huelgas de carácter económico se en-
cuentran en un nivel muy bajo dentro de la serie histórica (Luque Balbona, 
2012; 2013). A pesar del ligero repunte en el número de huelgas convoca-
das, el periodo 2010-2014 registra un descenso en el número de huelguistas 
y de jornadas no trabajadas con respecto a los datos de la serie estadística 
desde 1986.

Tabla 3. Huelgas, participantes y jornadas no trabajadas (1986-2014) 
(promedios anuales)

Periodo Huelgas Participantes Jornadas no trabajadas

1986-1989 1.163 1.503.937 4.458.305

1990-1999    984 1.001.289 2.173.933

2000-2009    753    777.514 1.750.283

2010-2014    882    310.338    833.143

Nota: No incluye los datos de participación en las huelgas generales de ámbito nacional.

Fuente: Estadística de Huelgas y Cierres Patronales (MTSS).

Por otro lado, el contexto de austeridad ha supuesto un reforzamien-
to de la tendencia pre-existente hacia la politización del conflicto laboral, 
detectable desde comienzos de los noventa. En España, como en la ma-
yor parte de países europeos, la huelga económica ha cedido protagonis-
mo a la huelga política a lo largo de las últimas décadas. El repunte de la 
huelga por motivaciones políticas es una característica común a las so-
ciedades en proceso de post-industrialización, a través de la cual los sin-
dicatos desplazan el conflicto por la distribución de rentas del ámbito del 
mercado al ámbito político, tratando así de compensar el debilitamiento 
de sus recursos de poder estructurales. La politización de la huelga re-
presenta así un intento de ajuste funcional del repertorio clásico de con-

2  Para el caso español, dicha evidencia es de mejor calidad y continuidad que en otros países 
europeos.
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flicto del trabajo al nuevo entorno de la globalización y de la Europeiza-
ción, a través del cual los sindicatos reorientan el conflicto laboral hacia 
las autoridades, tratando de forzar una intervención política de carácter 
compensatorio que puede producirse tanto en el plano micro –o de em-
presa– como público, a través del diálogo social (Kelly, Hamann y Johns-
ton, 2013).

El desplazamiento de la huelga al ámbito político durante el periodo 
2010-2014 queda plasmado en la convocatoria, por parte de los sindicatos 
mayoritarios UGT y CCOO, de tres huelgas generales de ámbito nacional. 
La Tabla 4 recoge los datos de convocatoria y seguimiento de dichas huel-
gas3. Las huelgas generales de la austeridad han expresado la resistencia 
de los sindicatos a las medidas de consolidación fiscal y de reforma no 
negociada del mercado de trabajo y de la negociación colectiva pero tam-
bién han constituido un instrumento de presión sindical para la reactiva-
ción de la dinámica neo-corporativista discontinuada por los gobiernos de 
la crisis, a partir de primavera de 2010. El recurso a la huelga política para 
solicitar la reactivación de los pactos sociales muestra la dependencia de 
los sindicatos respecto a sus debilitados recursos de poder institucionales 
y las dificultades para diseñar una estrategia de contestación a las políticas 
de austeridad al margen de estos (González Begega y Luque Balbona, 
2014; 2015).

Tabla 4. Convocatoria y seguimiento de las huelgas generales  
de ámbito nacional

Fecha Convocatoria
Participantes 

(miles)
Asalariados 

(miles)
Seguimiento 

(%)

29/09/2010 Reforma Laboral 2010 2.148,5 15.346,8 14,0

29/03/2012 Reforma Laboral 2012 3.357,3 14.347,2 23,4

14/11/2012 Medidas consolidación 
fiscal

3.070,3 14.347,2 21,0

Fuente: elaboración propia. Barómetros del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) 
2847, 2941 y 2972.

La tercera de las huelgas generales del periodo ofrece, no obstante, dos 
elementos distintivos. El primero es que la convocatoria del 14-N conectó 
la huelga política como elemento propio del repertorio más clásico del con-
flicto de trabajo con nuevas fórmulas de expresión de la protesta, a través 
de la organización de manifestaciones ciudadanas a la finalización de la 
jornada laboral en las capitales de provincia españolas. El llamamiento a la 
participación ciudadana en dichas manifestaciones no fue efectuado en so-
litario por los sindicatos sino por una amplia coalición de organizaciones 

3  Junto a ellas, los sindicatos ELA, LAB, CIG, CGT y CNT, entre otros, convocaron una huelga 
general contra el acuerdo de reforma de las pensiones alcanzado por el gobierno y los sindi-
catos mayoritarios, el 27 de Enero de 2011, de seguimiento y cobertura desigual en el territorio 
nacional.
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de la sociedad civil denominada Cumbre Social, forjada por estos en las 
semanas previas a la huelga4.

El segundo elemento diferencial de la huelga general del 14-N es su ca-
rácter transnacional. Aunque la convocatoria de paro nacional de 24 horas 
se restringió a España y Portugal, la huelga fue apoyada con movilizaciones 
de distinto alcance en Italia, Francia, Grecia, Chipre, Malta y Bélgica, coordi-
nadas por la CES. En este sentido, y a pesar de las críticas a su alcance y 
efectividad, la huelga general del 14-N supuso un intento de reformular la 
acción colectiva más allá del marco nacional al que tradicionalmente se ha 
circunscrito este tipo de expresión del conflicto laboral (Dribbusch, 2015).

En cuanto a la motivación de las huelgas, la Tabla 5 recoge los datos 
sobre huelgas convocadas en el periodo 2007-2014. Dentro de una tenden-
cia de cierta estabilidad, el incremento más significativo en el número de 
huelgas convocadas a partir de 2009 se debe a conflictos no derivados de la 
negociación colectiva, sino conectados a estrategias defensivas de los tra-
bajadores en contextos de grave lesión de sus intereses, tales como regula-
ciones de empleo o impago de salarios. En ocasiones, estas huelgas econó-
micas se ha combinado con ocupaciones simbólicas de los centros de 
trabajo (Köhler y Calleja, 2014). Por otra parte, la convocatoria de huelgas 
derivadas de la negociación colectiva ha experimentado un retroceso en el 
bienio 2011-2012, registrándose una recuperación a partir de 2013.

Tabla 5. Evolución del número de huelgas según motivación (2007-2014)

Motivación 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014

ESTRICTAMENTE 
LABORAL

717 786   956 954 761 825 952 682

Derivada de 
negociación colectiva

242 253   239 196 167 141 204 217

No derivada de 
negociación colectiva

475 533   717 758 594 684 748 465

Regulación empleo 
(no reconversión)

  27   71   176 119   69 127 164 –

Impago de Salarios   33   85   189 264 222 252 222 –

Otras causas no 
derivadas neg. col.

355 377   352 375 303 305 362 –

NO ESTRICTAMENTE 
LABORAL

  34   24     45   30   16   53   42   95

TOTAL 751 810 1.001 984 777 878 994 777

Nota: Los datos publicados por el MTSS para 2014 no ofrecen los mismos criterios de 
desglose que en anualidades anteriores.

Fuente: Estadística de Huelgas y Cierres Patronales (MTSS).

4  La declaración de la Cumbre Social con respecto a la convocatoria de la huelga general del 
14-N explicita el carácter «no solo laboral» del conflicto: http://www.ccoo.es/cms/g/public/o/7/
o34412.pdf 
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Por último, el Gráfico 3 recoge la evolución del número de huelgas se-
gún el ámbito institucional de convocatoria, para el mismo periodo. La pro-
porción entre el número de huelgas convocadas en los sectores privado y 
público se ha mantenido estable. No obstante, las principales diferencias de 
expresión de la actividad huelguística entre ambos sectores no son cuantita-
tivas sino fundamentalmente cualitativas, tal como se aborda en el siguiente 
apartado sobre conflicto laboral en el sector público a partir de 2010.

Gráfico 3. Evolución del número de huelgas según ámbito institucional 
(2007-2014)

Fuente: Estadística de Huelgas y Cierres Patronales (MTSS).

3.2. � Coaliciones anti-austeridad y nuevos repertorios de protesta. 
Mareas, 15-M y otras formas simbólicas de expresión  
del conflicto laboral

La resistencia sindical a las políticas de austeridad ha desbordado las fórmu-
las del repertorio clásico de conflicto del trabajo. El ciclo de protesta 2010-
2014 ha supuesto un periodo de innovación intensa y acelerada de la ac-
ción colectiva para los sindicatos. La exploración de nuevos repertorios –y 
el redescubrimiento de otros–, así como la conformación de alianzas con 
actores no laborales, constituyen dos de los rasgos centrales del ciclo de 
protesta a partir de 2012, coincidiendo con la intensificación de las políticas 
de austeridad, el reforzamiento del control europeo, el cambio de gobierno 
y la incorporación, como elemento transversal de las movilizaciones, del 
descontento civil organizado alrededor de los Indignados y el 15-M.

La mutación del repertorio del conflicto del trabajo en el contexto de la 
austeridad se ha producido en torno a tres ámbitos, cada uno de ellos con 
procesos específicos aunque interconectados entre sí: (1) la movilización 
laboral dentro del sector público, a través de las Mareas de diferentes colo-
res – blanca, verde, negra y naranja; (2) la introducción de fórmulas inno-
vadoras de refuerzo de la protesta laboral extraídas del repertorio de acción 
colectiva de los movimientos de resistencia civil, como las manifestaciones 
o la ocupación de espacios públicos; y (3) el redescubrimiento de formas
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simbólicas de protesta laboral, por lo general fragmentarias, de dimensión 
local y sentido radical y/o arcaizante.

Las Mareas constituyen el principal vehículo de expresión de la protesta 
laboral dentro del sector público. Al igual que en otros países europeos, la 
introducción de medidas de ajuste del gasto en los servicios públicos ha 
tenido un impacto directo sobre el volumen de empleo y las condiciones de 
trabajo en la Administración. La conflictividad económica en el sector pú-
blico español, no obstante, ofrece algunas particularidades destacables.

En primer lugar, las Mareas representan una experiencia innovadora de 
movilización frente a la austeridad, que aglutinan en una misma fórmula 
unitaria de protesta a sindicatos de clase, a sindicatos profesionales y a 
usuarios de los servicios públicos. La conflictividad del sector público no ha 
tenido un carácter exclusivamente laboral, sino que, al incorporar el interés 
de los usuarios, ha tomado la forma de una estrategia de resistencia civil 
ante la pérdida de calidad de los servicios públicos y la degradación de los 
derechos sociales.

En segundo lugar, la intersección de intereses de distintos colectivos en 
la movilización ha tenido como resultado la dinamización del repertorio de 
protesta. Junto a las fórmulas tradicionales de acción colectiva asociadas al 
paro laboral, trabajadores públicos y usuarios han explorado formas alter-
nativas de expresión del descontento, entre las cuales cabe incluir manifes-
taciones, concentraciones o la colonización sistemática del espacio mixto 
de trabajo y prestación de servicios públicos con pasquines, carteles y otras 
formas de testimonio visual de la protesta, como lazos e indumentaria.

El antecedente de las Mareas se sitúa en la huelga general del sector 
público de 8 de Junio de 2010, convocada en respuesta al anuncio del pri-
mer paquete de medidas de contención del gasto efectuada en sede parla-
mentaria el 12 de Mayo por el presidente Rodríguez Zapatero y que marca 
la apertura del ciclo de protesta en España5. No obstante, el descontento de 
los trabajadores públicos se desborda a partir del otoño de 2011, con el 
cambio de gobierno y la intensificación del ajuste de gasto, que conduce, 
entre otras medidas, a la supresión de la paga extraordinaria de Navidad 
para los empleados públicos6. El incremento de la conflictividad en el sec-
tor público a lo largo de 2012 y 2013 se traduce en la convocatoria de múl-
tiples huelgas sectoriales a nivel nacional y autonómico. La cristalización de 
las Mareas como fórmulas de resistencia anti-austeridad se produce a través 
de la progresiva identificación de objetivos de protesta común y de la pro-
gresiva conformación de coaliciones, primero a escala sub-sectorial y des-
pués transversal a diferentes sub-sectores.

A lo largo del año 2012, las Mareas Blanca –de la sanidad–, Verde –de la 
educación–, Naranja –de los servicios sociales– y Negra –del resto de la 
Administración–, plantean sus respectivos conflictos de forma fragmentada 

5  Real Decreto-Ley 8/2010, de 20 de Mayo, por el que se adoptan medidas extraordinarias 
para la reducción del déficit público. BOE núm. 126, 24 de mayo de 2010.
6  Real Decreto-Ley 20/2011, de 30 de diciembre, de medidas urgentes en materia presupues-
taria, tributaria y financiera para la corrección del déficit público. BOE núm. 315, 31 de diciem-
bre de 2011.
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y obtienen resultados desiguales, que abarcan desde el éxito de la sanidad 
madrileña hasta el fracaso de las movilizaciones en la educación. A pesar de 
la existencia de intentos de coordinación de la protesta en 2012, como la 
Plataforma Sindical y de Asociaciones Profesionales de Empleadas y Em-
pleados Públicos, la movilización de las Mareas no experimenta una inte-
gración efectiva hasta diciembre de 2013, con una multitudinaria manifesta-
ción en Madrid, a la que se da continuidad, cuatro meses después, con las 
Marchas de la Dignidad de marzo de 2014.

En cualquier caso, y más allá de su adormecimiento después de la pri-
mavera de 2014, las Mareas han constituye un instrumento de movilización 
específico de la crisis y altamente novedoso, que ha desbordado las pautas 
tradicionales de organización del conflicto laboral dentro del sector público 
(Köhler y Calleja, 2014).

Un segundo factor de dinamización del repertorio de acción colectiva 
de los sindicatos, ya fuera ámbito del sector público e, incluso del conflicto 
estrictamente laboral, ha sido la aparición de nuevos actores socio-políticos 
que han expresado el descontento de amplios sectores de la sociedad espa-
ñola. La irrupción los Indignados, la secuencia de ocupación de plazas en 
la primavera de 2011 por parte del movimiento 15-M o el activismo poste-
rior de otros grupos de protesta civil como la Plataforma de Afectados por 
las Hipotecas (PAH) han supuesto al tiempo una oportunidad y un reto para 
los sindicatos, que han visto cuestionada su capacidad de liderazgo de las 
protestas anti-austeridad.

Las organizaciones sindicales se han visto percutidas por los nuevos 
movimientos sociales surgidos en el contexto de la crisis que, más allá de su 
propia fragmentación interna y ausencia de pensamiento a largo plazo, han 
alimentado un enfoque alternativo de organización de la protesta. La adap-
tación de los sindicatos al nuevo mapa de actores socio-políticos de la aus-
teridad ha sido compleja. Los sindicatos se vieron sorprendidos –y en bue-
na medida, también sobrepasados– por el fenómeno de las plazas españolas 
de Mayo de 2011, más aún tras recibir el rechazo de los manifestantes con-
centrados en ellas (Béroud, 2014; Domènech Sampere, 2015).

La estrategia posterior de los sindicatos se ha orientado a tejer solucio-
nes unitarias que no introdujesen riesgos sobre su posición de liderazgo de 
la protesta. El modelo de convocatoria de la segunda de las huelgas gene-
rales de 2012, reforzada por el llamamiento de la denominada Cumbre So-
cial a la celebración de manifestaciones a la finalización de la jornada labo-
ral, supuso, de hecho, un intento de conciliar las formas tradicionales de 
expresión del descontento laboral con las de precarios, desempleados y 
excluidos, cuyo espacio de conflicto no ha sido históricamente el lugar de 
trabajo sino la calle. La conformación de una coalición anti-austeridad con 
los nuevos actores de la protesta ha arrojado resultados contradictorios. Los 
recelos organizativos y el enfrentamiento dialéctico han dificultado la expe-
rimentación de una alianza más estrecha entre los distintos ethos de des-
contento laboral y civil. La existencia de coincidencias estratégicas e ideo-
lógicas se ha visto afectada negativamente por el rechazo de los sindicatos 
a adoptar las formas de conflicto disruptivo planteadas por los sectores más 
radicalizados de los nuevos movimientos sociales y por la percepción, por 



62

a
r

t
íc

u
lo

s
S

T
87

parte de estos, de los sindicatos como integrantes del mismo entramado 
institucional contra el que se ha dirigido la protesta (Guzmán de Padrón, 
Beltrán Roca y Díaz-Parra, 2014; Antón Morón, 2015; Köhler y Calleja Jimé-
nez, 2015).

En cualquier caso, el principal resultado de la intersección de sindica-
tos y nuevos movimientos sociales dentro del ciclo de protesta 2010-2014 
ha sido la incorporación de las manifestaciones al repertorio de acción 
colectiva sindical. Tal como muestra el Gráfico 4, los sindicatos se han 
convertido en los principales promotores de manifestaciones a partir de 
2011. Los grupos de trabajadores y comités de empresa se han situado en 
tercera posición.

Gráfico 4. Evolución del número de manifestaciones según convocante 
(2007-2014)

Fuente: Anuario Estadístico del Ministerio del Interior (varios años).

El tercer elemento de dinamización del repertorio de acción colectiva de 
los sindicatos en el contexto de la austeridad se relaciona con la re-explora-
ción de formas simbólicas –en algunos casos arcaizantes– de protesta. El 
impacto de la crisis económica sobre el tejido productivo español se ha tra-
ducido en numerosos anuncios de cese de actividad empresarial con conse-
cuencias inmediatas sobre el empleo. La reacción de trabajadores, comités 
de empresa y secciones sindicales a conflictos como los planteados por los 
expedientes de extinción de empleo presentados por empresas como Coca-
Cola, Panrico, Pescanova, Tenneco, Roca, Canal 9, FCC –citando algunos 
ejemplos–, ha supuesto la recuperación de formas simbólicas de expresión 
del conflicto laboral como los encierros de empleados o la ocupación de 
centros de trabajo. El carácter radical y no institucionalizado de estas formas 
de protesta enlaza con un repertorio progresivamente abandonado por los 
sindicatos en últimas décadas como son las huelgas de resistencia.

El mismo sentido simbólico es detectable, por ejemplo, en otros conflic-
tos laborales de dimensión sectorial, como la huelga de los mineros astur-
leoneses de 2012. La radicalidad de la protesta y la organización de una 
marcha de mineros a Madrid aseguraron la repercusión social y mediática 
del conflicto, pero no el éxito de las reivindicaciones. No obstante, la huel-
ga minera se convirtió en un elemento de referencia para otras expresiones 
de protesta de otros sectores, tanto civiles como laborales (Vega, 2013).
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Por último, y en una misma dimensión simbólica, aunque con una orien-
tación arcaizante más marcada, deben situarse las formas de agitación y ban-
dolerismo social protagonizadas por el Sindicato Andaluz de Trabajadores 
(SAT), cuyo diseño y ejecución responde al repertorio histórico del movi-
miento jornalero (Roca Martínez y Díaz Parra, 2013).

4. Conclusiones

La distensión del ciclo de protesta en España a partir de la primavera de 
2014 permite observar el periodo de movilizaciones de la austeridad con 
cierta perspectiva. A pesar de que las condiciones contextuales que condu-
jeron a las organizaciones sindicales a explorar su repertorio de acción co-
lectiva entre 2010 y 2014 no se han visto alteradas de forma significativa, la 
relajación de las exigencias de consolidación fiscal, el cierre del primer tur-
no de ajustes y reformas y sobre todo, la institucionalización parlamentaria 
del descontento civil a lo largo del año electoral de 2015, han abierto la 
puerta a un nuevo escenario de menor estrés social y laboral, en el que las 
tensiones se han trasladado al plano político.

El periodo 2010-2014 ha conducido a los sindicatos un intenso proceso 
de reflexión en torno a las prácticas de la acción colectiva. La austeridad ha 
acelerado las tendencias pre-existentes de desgaste de los recursos de po-
der sindical –asociativo, institucional y estructural–, afectando directamente 
a sus anclajes nacionales. En España, como en el resto de países de la peri-
feria de la Eurozona sujetos a intervención por parte de las instituciones 
europeas, la crisis ha introducido un gran dinamismo sobre los equilibrios 
de poder entre los actores de las relaciones laborales, del cual los sindicatos 
han resultado perjudicados.

La nueva gobernanza coercitiva europea ha tenido un efecto disolvente 
sobre los procesos neo-corporatistas de formulación de políticas públicas a 
escala nacional. La expulsión de los sindicatos del intercambio neo-corpo-
ratista ha restringido su participación en una eventual negociación de la 
austeridad, al menos desde el plano político de interlocución con los go-
biernos de la crisis. La reforma de las estructuras del mercado de trabajo y 
de la negociación colectiva han socavado las bases institucionales del po-
der sindical. Ante esta pérdida de poder, los sindicatos han reaccionado 
reorientando sus estrategias de influencia política hacia la protesta y proce-
diendo a la reformulación de su repertorio de acción colectiva.

La resistencia de las organizaciones sindicales españolas a las políticas 
de austeridad ofrece paralelismos pero también especificidades con res-
pecto a las fórmulas laborales de resistencia a la aplicación de los progra-
mas de rigidez fiscal y devaluación socio-laboral en otros países europeos. 
Los sindicatos activaron, en la primera fase del ciclo de protesta, elementos 
estratégicos de acción colectiva extraídos de su repertorio de protesta tradi-
cional, como la huelga económica y/o política restringida al espacio labo-
ral. Sin embargo, a partir de 2011 y, sobre todo, a lo largo de 2012 y 2013, 
el encuentro de los sindicatos con las organizaciones emergentes de protes-
ta civil condujo a una dinamización intensa del repertorio de conflicto labo-
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ral, a partir de la incorporación de un amplio rango de formas simbólicas de 
expresión del descontento, como las manifestaciones o la ocupación de 
espacios públicos y centros de trabajo, entre otras.

La articulación de una coalición anti-austeridad estable en España entre 
sindicatos y otros grupos de protesta civil se ha enfrentado, no obstante, a 
múltiples contradicciones, que únicamente han sido salvadas de manera 
exitosa dentro de la movilización del sector público, a través de las Mareas. 
La competencia y desconfianza entre nuevas y viejas organizaciones, la dis-
crepancia entre formas de conflicto o el cuestionamiento de la capacidad 
de liderazgo sindical de la resistencia a la austeridad han dificultado las 
iniciativas de coordinación de la protesta. En cualquier caso, y pese a su 
fragilidad, estas coaliciones anti-austeridad también han supuesto una 
oportunidad de revitalización social para los sindicatos –más allá de que 
esta haya podido ser aprovechada.

Por último, el ciclo de protestas anti-austeridad en España ha arrojado 
la primera experiencia de organización transnacional del conflicto laboral 
llevado a cabo en Europa en las últimas décadas. Los sindicatos españoles 
tuvieron un papel promotor en la jornada europea de movilizaciones fren-
te a la austeridad de 14 de Noviembre de 2012, que se tradujo en una huel-
ga general en España y Portugal. A pesar de su extensión y efecto limitado, 
esta convocatoria constituyó una tentativa de exploración de las posibili-
dades de traslado de los recursos de poder sindical sobre protesta y con-
flicto al plano supranacional, dentro del marco de la globalización y de la 
Europeización.
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INCERTIDUMBRE, INDECISIÓN  

Y NEOLIBERALISMO EMERGENTE

El papel dual y complejo del Estado español  

en las relaciones laborales y de empleo1

Introducción

Cuando debatimos sobre el Estado suele ser habitual que la discusión tien-
da a centrarse en las cuestiones relativas a la regulación laboral, esto es, en 
lo que se refiere al papel desempeñado por la ley. Desde una perspectiva 
sociológica, o político-sociológica, es también frecuente que se comple-
mente dicho enfoque prestando una atención especial a las formas de re-
presentación del ámbito estatal en el «diálogo social», y en las funciones 
desplegadas por entidades y organismos estatales, como por ejemplo los 
inspectores de trabajo. En muchas ocasiones, se tiende a ver al Estado como 
un factor más dentro de las relaciones sociales e institucionales, menospre-
ciando así la complejidad del papel que desempeña. Por otro lado, los inte-
reses del Estado, y las formas en las que este se alinea con determinados 
actores sociales, pueden adquirir un carácter mucho más complejo e inclu-
so contradictorio de lo que se piensa a priori, especialmente en lo que se 
refiere al equilibrio para con los imperativos económicos y sociales, así 
como a cuestiones como la eficiencia y la legitimidad (Offe, 1984). Como ya 
sabemos, el Estado no representa solamente el brazo político de las elites 
económicas y sociales dominantes (aunque puede desde luego serlo), sino 
un espacio complejo e incluso contradictorio, un conjunto de instituciones 
que deben nivelar las dinámicas representativas, intervencionistas e institu-
cionales (Jessop, 1982, 2008). Por tanto, el Estado podría definirse como «un 
conjunto relativamente unificado de instituciones, organizaciones, fuerzas 
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sociales y actividades socialmente incrustadas, socialmente reguladas y se-
lectivas estratégicamente, que se organizan en torno a la toma de decisio-
nes (o que al menos se involucra en ella) que son vinculantes colectiva-
mente para una comunidad política» (Jessop, 2008: 46). Así, sin abandonar 
a Jessop, la actividad desarrollada por el Estado podría dividirse en: modos 
de representación política; articulación interna del aparato estatal en forma 
de modos de intervención y su materialización; proyectos políticos articu-
lados por las diferentes fuerzas sociales en la forma de proyectos y discur-
sos estatales preponderantes; y proyectos hegemónicos más amplios que 
vinculan al Estado con lo económico y lo social y lo legitiman (Ibíd.: 42: 
Hyman, 2008). Es más, el Estado interviene no sólo en los espacios sociales, 
sino también en los ideológicos en los que se desarrollan asuntos específi-
cos, puesta en escena de sensibilidades e incluso debates nacionales, con-
figurando así la naturaleza específica e impacto de las políticas estatales 
(Locke y Thelen, 1995: para una ampliación del tema en cuestión, ver Mac-
Kenzie y Martínez Lucio, 2014).

Este enfoque es importante para este artículo, dado que en el contexto 
español el Estado ha implementado durante los últimos años una serie de 
proyectos y estrategias enfrentadas –por no hablar de los discursos– que 
han generado un establecimiento un tanto contradictorio de agendas, em-
barcándose en conflictos crecientes. Por ello, necesitamos comprender la 
manera en que el Estado ha respondido a los diferentes desafíos y proble-
mas mediante los diversos y complejos mecanismos institucionales. Para 
entender esto, necesitamos preguntarnos por el papel del Estado en rela-
ción con el trabajo y el empleo dentro de un contexto histórico, de manera 
que podamos apreciar cómo surgen estos problemas específicos; ello nos 
permitirá valorar la respuesta (o la falta de ella) del Estado a dichos proble-
mas en el pasado y, en caso de que haya existido tal respuesta, la forma de 
la misma y los medios utilizados; finalmente, se podrá profundizar en el 
conocimiento del tipo de respuesta a través de diferentes proyectos, dispo-
sitivos, y el tipo de discursos y sensibilidades que han contribuido a enmar-
car los debates (sin olvidar a los que se han obviado). Esta indagación nos 
permitirá apreciar la difícil tarea de establecer, de manera clara, un discurso 
unilineal y monocausal que nos ofrezca la posibilidad de definir al Estado 
español como un Estado «progresista» y social, o simplemente como uno 
«reaccionario» y neoliberal. En muchos sentidos, el Estado está respondien-
do al desarrollo de una economía de mercado y a la globalización por un 
lado, mientras que por el otro se halla poniendo en práctica agendas socia-
les y modelos políticos de derechos laborales: la tensión entre ambas ten-
dencias, especialmente aguda en el contexto español desde la década de 
los 70, es una característica particularmente acusada del mismo.

Este artículo, por tanto, se centra en la cuestión del Estado en relación 
con el trabajo, y se divide en tres partes. La primera resume las característi-
cas del contexto español, describiendo los acontecimientos generales del 
proceso de transición a la democracia y la conformación de las nuevas ins-
tituciones del Estado durante el periodo democrático, enfatizando las con-
tradicciones a las que este último se ha ido enfrentando en su consolida-
ción. El desafío que supuso el establecimiento de un sistema de derechos y 
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regulaciones tras el régimen franquista, así como la creación de estrategias 
de regulación organizadas durante el declive del keynesianismo en el resto 
de Europa (Lash and Urry, 1985) supuso que las iniciativas estratégicas se 
convirtieran en esenciales a la hora de garantizar –o de intentar garantizar– 
el alcance efectivo de dichas regulaciones. Tras este debate, la segunda 
sección del artículo se centra en cómo las formas de intervención del «diá-
logo social» (un término ligeramente ambivalente tanto en España como en 
el resto de Europa) y las políticas del mercado laboral han sido utilizadas 
para sostener lo que, para algunos, ha resultado ser un sistema realmente 
exitoso en determinados ámbitos (crecimiento económico en ciertas épo-
cas), pero también generador de una fragmentación notable del mercado 
laboral. El artículo concluye analizando dichos dilemas y el modo en que 
los actuales acontecimientos los han acentuado.  

La construcción de lo público  
en el ámbito del trabajo y el empleo

En un estudio comparativo sobre el impacto de la austeridad en las econo-
mías del sur de Europa desde 2008, Koukiadaki et al (2016) han señalado 
que los comentaristas y políticos habitualmente adscritos a la derecha y a 
la elite de la Comisión Europea, que han criticado la falta de flexibilidad 
laboral en Grecia, Portugal y España, también han ignorado el hecho de 
que dichos sistemas son producto de regímenes opresores, en cuyo con-
texto no se podían haber anticipado los niveles eventuales de confianza y 
trabajo conjunto que han caracterizado las relaciones laborales y los asun-
tos relacionados con el trabajo, de manera generalizada, en los países me-
diterráneos después de dichas fases de autoritarismo. El hecho de que, en 
concreto, el sistema español viviera un ascenso económico relativo en tér-
minos nominales y disfrutara de una cobertura de cierto alcance formal en 
los que respecta a la negociación colectiva es algo que, en el año 1981, 
hubiera sido difícil de prever. De esta manera, cualquier análisis debe te-
ner en cuenta las perspectivas y predicciones que conforman nuestras su-
posiciones y puntos de vista.

El caso del Estado español es uno en el que el alcance formal y el papel 
desempeñado por las organizaciones estatales han sido considerables en lo 
que se refiere a la industria y la política. La naturaleza paternalista del Esta-
do ha desarrollado, en cierto sentido, la perspectiva cuasi fordista y de re-
gulación autoritaria, aun cuando fuera en favor de los intereses del empre-
sario y a costa de una lógica pluralista. Sin embargo, en semejante contexto, 
el carácter altamente minucioso de la organización de los asuntos relacio-
nados con el trabajo –vienen a la mente las ordenanzas laborales, así como 
el sistema estatal de representación de los trabajadores a través de los sin-
dicatos verticales– viene a explicar la razón por la cual el espacio de los 
derechos de los trabajadores se componía de elementos organizativos que, 
a su vez, habían sido configurados a partir del legado procedente del régi-
men franquista y del periodo post-régimen. La particularidad de estos ante-
cedentes se convertiría, más adelante, en el epicentro del compromiso en 
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relación a los recursos estatales para el trabajo organizado y cuestiones 
como las clasificaciones laborales. Como consecuencia de esta situación, se 
generó una tensión entre el cometido formal del Estado con autoridad so-
bre las relaciones laborales (antes y después de 1975) y las realidades más 
periféricas de dicho ámbito, que tenían que ser resueltas desde la esfera 
política (Molina, 2005 y 2006). Si a esto le unimos el contexto histórico, nos 
encontramos con una situación en la que el Estado se veía implicado, de 
una manera un tanto curiosa, en la resolución de asuntos de ámbito laboral 
(Molina 2014). De hecho, el papel de lo político es importante, en tanto en 
cuanto resolvió las limitaciones del Estado español en momentos específi-
cos, así como a la hora de aprobar o ratificar determinados acuerdos (Mar-
tínez Lucio, 1998); aunque, a diferencia de lo expresado en el trabajo capi-
tal de Molina (ver por ejemplo 2014), debería enfatizarse la naturaleza 
mucho más contradictoria de los proyectos estatales y la indecisión o ambi-
valencia de las trayectorias estatales como el factor más destacado. Por otro 
lado, el carácter sistemático y estratégico del Estado parecía limitarse al 
corto plazo y a un enfoque deferencial a la hora de financiar las prácticas 
económicas e informales de los empresarios (Banyuls y Recio, 2009). Asi-
mismo, las políticas del mercado laboral y de inclusión laboral se caracteri-
zaron, durante un largo periodo de tiempo, por su relativa desigualdad, 
asentándose sobre una concepción del trabajo y del rol de la mujer alta-
mente condicionada por el sesgo de género y jerárquicamente paternalista.

A pesar de ello, aproximadamente durante la primera década tras la 
muerte de Franco, el desarrollo de un sistema de derechos formales, indivi-
duales y colectivos supuso un espaldarazo para la representación sindical y 
la garantía de lo que por entonces parecía ser un respaldo constitucional 
robusto para los trabajadores en lo que se refiere a la construcción de un 
discurso colectivo, una representación mayoritaria y el poder para los sin-
dicatos a través de sistemas como los comités de empresa y la negociación 
colectiva (ver Baylos Grau 1999 para una reflexión sobre ese periodo ini-
cial). El desarrollo de las elecciones para los comités de empresa, de las 
secciones sindicales y el concepto de los representantes para la negocia-
ción colectiva contribuyó a generar un sistema que, en términos de repre-
sentantes y de influencia en la propia negociación colectiva, constituía uno 
de los más potentes, a pesar de que el número de afiliados era uno de los 
más bajos de Europa (Hamann, 2011).

En lo que se refiere a otras esferas estatales más allá del área de derecho, 
el desarrollo y modernización del sector público ha sido muy significativo 
en terrenos como por ejemplo la educación, estableciendo sistemas de re-
laciones laborales de naturaleza más estructurada (dejando a un lado el 
tema de la austeridad, habida cuenta del momento) en materia de estabili-
dad laboral, e incluso en la articulación de una voz colectiva con el estatus 
de funcionario como modelo de relación individual de empleo. Dicho esta-
tus ha experimentado un importante avance en lo que se refiere a la inclu-
sión laboral de la mujer y a la propagación de lo que podría denominarse 
como «buenas relaciones y condiciones de empleo». Este avance constituye 
un rasgo sintomático del papel del Estado en el ámbito del trabajo y el em-
pleo, aunque el viraje hacia una mayor flexibilidad y control de salarios 
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desde 2008 sugieren un menor margen de maniobra, así como una capaci-
dad desigual de influencia en estos temas por parte de los sindicatos. El 
desarrollo y el creciente alcance del cuerpo de inspectores de trabajo esta-
tales, así como su orientación integrada y profesional han promovido la 
creación de estructuras innovadoras y la renovación de dichas atribuciones 
por parte del Estado (Sesé et al, 2002; Benavides et al 2009: Meardi et al, 
2013). La utilización de sistemas de información más elaborados, unido al 
trabajo conjunto con los diversos actores sociales, se convirtieron en rasgos 
distintivos de algunos aspectos del cuerpo de inspectores de trabajo, aun-
que la dotación de recursos siempre haya constituido el mayor escollo en 
este tema bajo el punto de vista de los sindicatos, especialmente cuando se 
comparan las cifras del Estado español con las del resto de países europeos 
(Morillas et al, 2013). Sin embargo, en algunas comunidades autónomas la 
relación establecida entre las organizaciones estatales y los agentes sociales 
ha sido más efectiva.

Sin embargo, la aparición del conjunto de derechos individuales y co-
lectivos a partir de la década de los 70 en adelante tuvo lugar en un contex-
to de reestructuración industrial intenso, y de cambios en el mercado de 
trabajo. El objetivo de las políticas sistemáticas y minuciosas de eliminar los 
subsidios públicos y reestructurar las industrias clave constituyó uno de los 
rasgos fundamentales de las políticas industriales del gobierno socialista 
durante la década de los 80. Para algunos, esto suponía un viraje hacia la 
economía de mercado, en lo que a industria y desarrollo se refiere (Smith, 
1998). La cantidad de despidos que se produjeron fue alta, aunque esta si-
tuación vino acompañada de un repertorio de programas de compensación 
y de servicios de ayudas que amplió el espacio de maniobra para que los 
sindicatos, los empresarios y los directores pudieran mitigar algunos de los 
aspectos negativos de dichos cambios. Los costes generados por los despi-
dos fueron relativamente mayores en España que en el resto de Europa, y 
se produjeron en sectores industriales específicos a través de los pagos ex-
cepcionales del acero, y las ayudas concedidas a comunidades específicas 
junto con iniciativas de reciclaje formativo. Esta estrategia de reestructura-
ción, altamente paternalista y específica, que se enfrentó en el camino a 
diversas movilizaciones y huelgas organizadas por los sindicatos, encontró 
su puerta de salida a través de complejas negociaciones a nivel micro entre 
los actores principales sobre las condiciones y los subsidios para la rees-
tructuración. Para algunos, esto ha significado que el papel desempeñado 
por los sindicatos se ha centrado, en gran medida, en facilitar el cambio, 
como ya ocurriera con el sector de las telecomunicaciones, aun cuando 
esto significara el fomento de una cultura de relaciones laborales centrada 
en el capital y en los aspectos cuantitativos del cambio por encima de los 
cualitativos (Rodríguez Ruiz, 2015). También contribuyó a generar la opi-
nión de que el éxito de las relaciones laborales era consecuencia de evitar 
el conflicto y facilitar los recortes, si bien es cierto que con compensaciones 
significativas para los sectores de la industria y la economía más organiza-
dos o afiliados a sindicatos. A este respecto, la naturaleza del diálogo «so-
cial» dio un giro notable durante la década de los 80 en torno a las agendas 
particulares, generando así un lenguaje específico alrededor de la reestruc-
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turación. Los sindicatos más importantes defendieron la ampliación de di-
cha agenda, pero la realidad de las diferentes circunstancias les obligó a 
transigir y a aceptar un diálogo basado en la negociación de la reestructu-
ración y los recortes. Los ministerios clave relacionados con el empleo y la 
industria –en colaboración con los gobiernos autónomos– se centraron en 
la llamada reconversión. Una buena parte del debate actual sobre este pe-
riodo se ha centrado en los costes de la reestructuración y en los subsidios 
a trabajadores reestructurados de alto rango pero, como ya intentaron seña-
lar los sindicatos y los economistas progresistas, la naturaleza limitada del 
Estado de Bienestar en términos de subsidios al desempleo y de prestacio-
nes sociales no alcanzó a cubrir todas las necesidades, si bien se produjeron 
mejoras frente a la situación anterior2. En paralelo a estas estrategias, se 
pusieron en marcha los servicios estatales de conciliación y mediación, que 
abrieron un espacio y dotaron de formato a la negociaciones individuales 
entre trabajadores y empresas en un momento de cambio, pese a que el 
resultado de las mismas (mayores indemnizaciones de despido) en ocasio-
nes significaban una mayor rapidez y la eliminación de los mecanismos 
colectivos de regulación (Martínez Lucio y Blyton, 1995). Por tanto, los me-
canismos individuales de regulación sirvieron para evitar o «puentear» los 
convenios colectivos, creando de esta manera dos universos paralelos con 
realidades reguladas y desreguladas.

Otra de las características del Estado, que además contribuyó a limitar el 
impacto del conjunto de derechos laborales colectivos e individuales (estos 
últimos de reciente creación), fue la escasa financiación y el limitado alcance 
del sistema judicial en asuntos relacionados con el trabajo y el empleo. La 
naturaleza lenta y compleja del sistema judicial significaba que los casos 
concernientes a asuntos de salud, seguridad o salarios, y no sólo despidos, 
consumían por la vía formal un tiempo excesivo, abriendo el camino a las 
soluciones informales, individuales y fuera de la regulación. En la práctica, 
esta situación probablemente generaba una forma de voluntarismo, así 
como una cultura altamente desregulada, aun cuando el sistema, en teoría, 
gozaba de una mayor regulación. Esto fue posible gracias a un nuevo discur-
so político que tuvo la oportunidad de consolidarse gracias al ensalzamiento 
de la estrategia anglosajona en lo referente a la regulación y a la gestión or-
ganizacional3. La crisis de austeridad posterior a 2008 ha sido utilizada por 
varios gobiernos para reformar determinados aspectos de la negociación 
colectiva. Un ejemplos podría ser la mayor libertad de actuación para los 
empresarios en algunos casos (ver Rocha, 2014; Fernández et al., 2016).

Por otro lado, desde la década de los 80 el Estado ha promovido de ma-
nera constante y gradual, y durante un largo periodo, los contratos tanto 
temporales como a través de agencias de empleo. Para algunos, esto ha ge-
nerado una política estatal dual, que ha conducido a uno de los más altos 

2  Todo esto estaba ocurriendo en un momento en el que los sindicatos se vieron obligados a 
consolidar su legitimidad, y cuando el número de afiliados había descendido en comparación 
con los máximos alcanzados tras la muerte de Franco (Jordana, 1996).
3  Para un debate sobre el impacto del discurso neoliberal anglosajón y sus métodos de ges-
tión, ver Ferner y Quintanilla, 1998 y Ferner et al., 2001.
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niveles de flexibilidad laboral en Europa4, así como a un contexto social y 
económico más fragmentado en términos de trabajo y empleo (Sola et al 
2013; Fernández Rodríguez, 2014). Para otros, esto es el resultado de una 
situación en la España ha sido testigo de la aparición de un mercado de tra-
bajo a medio camino entre lo formal y lo informal (Dubin y Hopkin, 2014). 
Por lo tanto, el Estado ha creado, deliberadamente, espacios alternativos a 
los espacios colectivos de diálogo y regulación bajo su supervisión, gene-
rando así un dualismo regulado por diferentes organizaciones tanto públicas 
como privadas. Para Prosser (2015), España forma parte de un conjunto de 
países en el que dichos cambios tienen más que ver con el proceso de libe-
ralización de los mercados de trabajo que con tendencias dualistas. En lo 
que se refiere al género, las medidas de igualdad en vigor no han sido capa-
ces de contener el dualismo que la economía española sufre en materia de 
la inclusión laboral de la mujer (López Díaz y Santos de Cerro, 2013; Lux y 
Wöhl, 2015). Miguélez y Recio (2010) han señalado cómo las políticas espa-
ñolas de inclusión de la mujer en el mundo laboral han carecido sistemática-
mente del complemento de políticas de conciliación y de acuerdos de flexi-
bilidad en el horario laboral. En cuanto al gasto social, el país todavía se 
encuentra por debajo de la media europea, y la inmigración no sólo no ha 
servido para cubrir los déficits específicos, sino que más bien ha incidido, a 
su pesar, en el empeoramiento de los niveles de calidad laboral y la reduc-
ción de los salarios en sectores como los cuidados (ibíd.).

Resulta irónico que este creciente dualismo –unido al carácter social-
mente cambiante del mercado laboral en términos de edad, género y etnia, 
en la medida en que los trabajos de peor calidad son ocupados por jóvenes, 
mujeres o inmigrantes– haya significado que el Estado ha sido el que ha 
tenido que responder a este tipo de transformaciones a través de la crea-
ción de servicios informativos o de apoyo para trabajadores marginados. 
Algunos de estos servicios son la formación (ver siguientes secciones de 
este artículo) o la dotación de recursos para los servicios informativos diri-
gidos a inmigrantes, a través de organizaciones sociales o sindicatos, entre 
otros. Uno podría argumentar que los sindicatos han estado vinculados a 
diversos organismos estatales y estructuras representativas aun cuando no 
se puede decir que España cuente con un sistema corporativista fuerte de 
relaciones laborales. Y, sin embargo, como veremos más adelante, este de-
bate existe. El vínculo con los partidos políticos es altamente flexible, pero 
las relaciones con los partidos principales de la izquierda y la derecha hasta 
ahora han sido fluidas, siendo estas más cercanas con la izquierda en térmi-
nos de diálogo social (aunque para algunos analistas, los dos sindicatos 
mayoritarios mantuvieron unos vínculos institucionales demasiado cerca-
nos con los diversos gobiernos del Partido Popular a finales de la década de 
los noventa y a principios de la siguiente). Como indican Meardi et al (2012: 
19), «los fuertes vínculos establecidos entre el Estado y los sindicatos en 
España tienen como resultado una acción política y una atención más in-
clusiva hacia los inmigrantes por parte de los sindicatos españoles. En cam-

4  Si bien las cifras dependen de la definición de flexibilidad laboral y del marco legal para la 
contratación temporal.
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bio, la naturaleza multicultural y plural del mercado de trabajo del Reino 
Unido y de la esfera pública tiene como resultado que los sindicatos britá-
nicos prestan una mayor atención a la diversidad lingüística y a la organiza-
ción de la comunidad». Sin embargo, sectores como la agricultura, la hoste-
lería, el servicio doméstico y la construcción se caracterizan por los altos 
niveles de subcontratación y de contratación temporal, lo que ha generado 
un contexto más precario en lo que se refiere a la experiencia y la organi-
zación del trabajador inmigrante.

La fragmentación de la economía ha creado una creciente desconexión 
entre los trabajadores marginados y los sindicatos, a pesar de los esfuerzos 
institucionales de estos últimos. La inercia creciente de las estrategias gu-
bernamentales en forma de reformas neoliberales, cuyo resultado ha sido 
la limitación en la cobertura de los convenios sectoriales y de la negocia-
ción colectiva en términos generales, así como la imposibilidad de gestio-
nar las reestructuraciones por parte de los sindicatos a pesar de sus intentos 
en los últimos diez años, han acabado por socavar la regulación del em-
pleo. Por lo tanto, necesitamos comprender que la estrategia económica y 
social de desregulación supone una barrera para muchas de las iniciativas 
políticas que surgen de entidades sociales y estatales en relación a la políti-
ca de inclusión. Por otro lado, en la actualidad los inmigrantes se enfrentan 
a obstáculos sociales y organizativos muy significativos, especialmente 
aquellos que proceden de países de fuera de la UE, por los trabajos que 
desempeñan (Solé y Parella, 2003). Asimismo, existen fuertes desequili-
brios en el mercado de trabajo en lo que concierne a los inmigrantes, sus 
capacidades y habilidades, y los nichos de mercado en los que se mueven 
(Fernández y Ortega, 2008). En la práctica, el Estado se encuentra atrapado, 
tratando de limitar y contener algunos de los problemas que él mismo ge-
nera como consecuencia del modelo dual que ha desarrollado.

La cuestión del diálogo social en España:  
¿superar los desafíos desde arriba?

Pese a que el nivel de participación en términos de representación, en el 
ámbito estatal, de los sindicatos y la patronal no está tan arraigada y estruc-
turada como en determinados países nórdicos o en contextos como Holan-
da, el nivel de intercambio político entre los tres «actores» principales (por 
usar la terminología al uso de los debates corporativistas y no corporativis-
tas) ha sido enormemente interesante, y ha representado uno de los rasgos 
característicos del sistema político español en los últimos cuarenta años. 
Para determinados analistas, el diálogo social en España ha desempeñado, 
de un modo u otro, un papel importante en la dimensión política y en el 
sistema de relaciones laborales (Guillén Rodríguez y Gutiérrez Palacios, 
2008). Teniendo en cuenta el subyacente conflicto existente tanto en el 
ámbito industrial como en el político, el sistema español ha demostrado 
una gran capacidad de reconciliación y realismo que ha permitido apunta-
lar los rasgos principales de su emergente democracia. Las causas de esta 
habilidad para la adaptación podrían encontrarse en su pasado autoritario 
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y en el recuerdo de la guerra civil, así como en la naturaleza relativamente 
inclusiva de los proyectos de construcción de la nación desde principios de 
la década de los 80, enfocados hacia la inclusión europea, la moderniza-
ción y el progreso tecnológico. Entre 1982 y 2010 (aunque en algunos as-
pectos hasta 2015), la principales formaciones parlamentarias de la derecha 
y la izquierda han conseguido generar un discurso del progreso y del con-
senso que ha resultado fundamental a la hora de enmarcar los debates na-
cionales sobre industria (por ejemplo): el núcleo de estos enfoques se ha 
ubicado en la importancia de la «consolidación democrática» (Linz y Stepan, 
1996). En este contexto, el desarrollo del Estado ha resultado esencial en la 
construcción nacional, en ámbitos como la salud, la educación y el trans-
porte. No obstante, existen ciertos interrogantes acerca de la naturaleza de 
dicho desarrollo y la influencia que el carácter descoordinado y desregula-
do de los diferentes procesos de avance de los sectores de la construcción 
y la banca haya podido tener sobre dicho desarrollo. Sea como fuere, en 
términos discursivos, los treinta años a los que hemos hecho referencia han 
estado marcados, en líneas generales, por un carácter de consenso.

Varios apuntan que el diálogo social se ha erigido sobre un sistema fle-
xible, pero sostenido (aunque interrumpido en ciertos momentos), de 
acuerdos nacionales de una naturaleza relativamente neo-corporativista. 
Dichos acuerdos van desde los acuerdos nacionales tripartitos sobre sala-
rios y empleo, a acuerdos específicos en cuestiones como la formación y las 
condiciones laborales, así como la aprobación de acuerdos previos (Gui-
llén Rodríguez y Gutiérrez Palacios 2008; González Begega et al, 2015). A lo 
largo del proceso, ha habido un desplazamiento de la estabilidad tripartita 
y los acuerdos bajo el modelo de reforma hacia acuerdos más específicos y 
concretos entre los empresarios y los sindicatos mayoritarios, en los que 
estos últimos han tratado de utilizar su poder relativo de la mejor manera 
posible, con el fin de preservar el sistema de diálogo aun cuando algunas 
de las medidas estatales promulgadas hayan estado guiadas por el mercado 
(Molina y Rhodes, 2011). Es más, los sindicatos han apostado por el inter-
cambio político en lo que se refiere a funciones institucionales y regula-
ción, puesto que se pone menos en riesgo que con las negociaciones sobre 
reestructuración y cambio, tal como sucedió en la década de los 80 y, al 
mismo tiempo, garantiza un marco normativo para el sistema de negocia-
ciones colectivas coordinadas (Molina, 2005). En la práctica, la importancia 
concedida a la negociación en el pasado también ha dado paso a un enfo-
que orientado a la oferta, como ha ocurrido en ámbitos como la formación 
(Martínez Lucio, 2002), cuestión que abordaremos en la siguiente sección.

Por lo tanto, existe una flexibilidad interesante en el sistema de represen-
tación, que se ha convertido en un marco importante aunque complejo de 
cara a otros ámbitos de las relaciones laborales, como por ejemplo la rela-
ción de los agentes sociales con la esfera de la política (ver Hamann, 2011). 
De hecho, durante el periodo de austeridad y la crisis de regulación conjun-
ta (resultado de las reformas laborales llevadas a cabo por los gobiernos del 
PSOE y Pp. durante el quinquenio 2010-2015), con independencia de las 
huelgas generales ocasionales y de las tensiones políticas, se han dado ins-
tancias de negociación y discusión en varios aspectos de las relaciones labo-
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rales (González Begega et al, 2015). Es como si el sistema en ciertos momen-
tos «se cae» (por usar la terminología informática), pero tiene la capacidad 
para «reiniciarse» y volver a las negociaciones de una forma u otra.

Es más, existen fórmulas de negociación tripartita en los diversos nive-
les ministeriales y operativos, en áreas tales como política migratoria e 
igualdad. La creación de foros de discusión sobre la legislación y el uso de 
los recursos públicos se ha convertido en una de las esferas visibles de la 
estructura estatal, replicándose en el ámbito de las comunidades autóno-
mas aun cuando las políticas y la orientación general en dichos niveles 
pueda limitar o incrementar el diálogo. El papel del Consejo Económico y 
Social (CES) como organismo informativo y consultivo a nivel nacional, que 
incluye a diversas organizaciones, ha cumplido una función importante a la 
hora de promover formas de diálogo sobre las diferentes esferas e intereses 
sociales, aunque algunos gobiernos hayan tardado en impulsar dicho diá-
logo. Este intercambio político de información permite la existencia de una 
serie de diálogos sobre las diferentes dimensiones del Estado.

Sin embargo, ciertos analistas defienden que este sistema ha sido funda-
mentalmente estratégico en lo que se refiere a la planificación a corto pla-
zo, y no ha sido tan integral como podría parecer en un primer momento 
(Roca Jusmet, 1991; Martínez Lucio, 1998). Esto se debe a que la naturaleza 
del diálogo social ha tendido más hacia la implementación de medidas es-
pecíficas sobre empleo, más que a una formulación de las políticas en un 
nivel estructural. En lugar de ofrecer un compromiso consistente para con 
los asuntos económicos fundamentales, se ha optado por centrar el debate 
en el empleo y sus aspectos específicos. Las formas de diálogo con mayor 
espíritu de permanencia, como el Consejo Económico y Social, no han te-
nido el impacto que algunos habrían deseado en términos estratégicos. Al-
gunas voces críticas han señalado que buena parte de esta deriva tiene que 
ver con la naturaleza de la socialdemocracia en España, más inclinada hacia 
el mercado. Desde ciertos ámbitos se ha apuntado hacia la importancia del 
equilibrio entre la estrategia y la estructura: en diversos momentos se ha 
optado por relegar el discurso colectivo de los trabajadores a determinados 
espacios y momentos, en lugar de integrarlo en el sistema (Martínez Lucio, 
2002), dejando así vía libre a la evolución de un contexto capitalista más 
globalizado y orientado hacia el mercado.

De hecho, tal como explica Molina (2007), el «grandioso edificio» de la 
concertación no ha traído consigo un sistema firmemente articulado de 
relaciones laborales; el resultado es que el sistema español tiene un carác-
ter más fragmentado del imaginado en un principio. La negociación ha 
tenido un efecto desigual en España, según los sectores a los que se preste 
atención (Fernández et al, 2016). En un reciente estudio llevado a cabo por 
Sola (2013), se aprecia el proceso puesto en marcha de reformas del mer-
cado laboral hacia una mayor flexibilidad y cambio, a pesar de que, en 
algunos casos, la negociación y la concertación no han sido capaces de 
mermar la naturaleza dual del mercado laboral y del trabajo. Esto se debe 
en parte a la naturaleza de la izquierda en España hasta hace bien poco, y 
a la incapacidad para incorporar la voz de los trabajadores en la década de 
los 80 (ibíd.). En la práctica, el Estado ha hecho uso de sus complejas es-
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tructuras para aislar la voz de los trabajadores de un modo específico y 
estratégico, limitando así los debates económicos hasta un punto que a 
algunos analistas les cuesta reconocer. Para ser justos, se podría argumen-
tar que los sindicatos y las organizaciones patronales no han tenido mucho 
margen de maniobra a la hora de desempeñar un papel más activo en su 
apoyo a las políticas públicas y a las fórmulas claves para implementarlas; 
no obstante, si estudiamos el discurso de los años de gobierno socialista 
en los 80 encontraremos muy pocas referencias que defendieran la impor-
tancia y valor de una clase trabajadora organizada para la sociedad, aun 
cuando las bases de la legislación buscaran ajustarse, en muchos aspectos, 
a la norma de Europa occidental.

Un Estado y una regulación orientados hacia la oferta: 
¿superar los desafíos desde abajo?

Uno de los rasgos más característicos del Estado español en lo que se refiere 
a relaciones laborales y trabajo ha sido su tendencia a alinearse hacia el lado 
de la oferta. Como ya señalamos anteriormente, en la medida en que no se 
ha promovido de manera sistemática un espacio para la generación de un 
compromiso estratégico proactivo con actores sociales como los sindicatos, 
fue la calidad del trabajo y la estabilidad de los trabajadores en materia de 
formación lo que se convirtió en el objetivo fundamental de la actividad 
normativa y el compromiso más allá de la negociación colectiva. La cuestión 
de la formación profesional y el desarrollo de cualificaciones y habilidades 
han tenido como consecuencia la aparición de fundaciones tripartitas, que 
han desempeñado un papel fundamental a la hora de distribuir los fondos y 
gestionar la capacitación para el desarrollo en las diferentes áreas. Dentro de 
la Unión Europea (especialmente en alguna de las economías y sistemas 
políticos más avanzados), la función del diálogo social en relación con la 
formación ha sido trascendental, debido al papel que los agentes sociales 
han podido desempeñar en el desarrollo de nuevos canales de formación y 
cualificación que sean pertinentes para una economía basada en los servi-
cios y la información (Stuart, 2007). Existen dos maneras de analizar este 
tipo de desarrollos: a nivel macro y a nivel micro. El primero de ellos consi-
dera que este espacio puede ser útil para repensar la regulación y los roles 
organizativos en torno a la fusión entre funciones económicas más amplias 
y un nuevo currículum de trabajo flexible (Castells, 1986). El segundo, más 
crítico, señala que esto representa una postura fragmentada y reactiva en 
torno a las coaliciones de productividad –una forma de micro-corporativismo 
en el mejor de los casos, y de sindicalismo empresarial en el peor (Alonso, 
1999; Alonso, 2001)–, que pretende ampliar las posibilidades de explotación 
de los trabajadores. No obstante, el Estado español, a partir de la década de 
los 90, comenzó a expandir estas nuevas funciones institucionales en lo que 
se refiere a la representación y la intervención de las relaciones laborales. En 
el ámbito regional y autónomo, el papel desempeñado por los organismos 
estatales locales a la hora de facilitar la inversión interior abrió un espacio al 
diálogo social en determinados aspectos (Almond et al 2014).
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Uno de los factores que impulsaron estos nuevos roles fue que, a media-
dos de la década de los 90, una parte sustancial de la fuerza de trabajo no 
contaba con cualificaciones elevadas (Homs, 1999). La expulsión relativa 
de la mujer y los jóvenes del corazón del mercado de trabajo también supu-
so una serie desafíos para el Estado y para el sistema recién creado de rela-
ciones laborales durante la década de los 80 y 90 (Pérez Díaz y Rodríguez, 
1995), pocos años antes de que tuviera que enfrentarse a la integración a 
gran escala de la inmigración y de tener que lidiar con las implicaciones de 
esta en la formación. La aparición de nuevos sistemas de titulación, la ma-
yor atención al acceso, el apoyo permanente en modo de formación para 
las empresas, y la labor estratégica de los sindicatos como facilitadores y 
organismos formadores ha sido fundamental en esta respuesta estatal for-
mal (Rigby 2002). Parte del problema ha sido que las clases empresariales, 
especialmente en el nivel micro, no han sido sistemáticas a la hora de desa-
rrollar enfoques coherentes con el aprendizaje y la formación con sus pues-
tos de trabajo –especialmente las empresas más pequeñas (Castillo et al 
2000; Crespo y Sanz 2000)–, por lo que el diálogo social y las instituciones 
neo-corporativistas han jugado un papel clave en el proceso de compromi-
so estatal, especialmente en el ámbito sectorial (Rigby 2002) y en el muni-
cipal y local en relación con nuevos grupos de trabajadores como los inmi-
grantes (Aragón Medina et al, 2009). La dimensión regional del Estado ha 
sido igualmente importante a la hora de recrear los nuevos roles y formas 
de diálogo, bajo el argumento de que los empresarios y los sindicatos pue-
den asumir la tarea de complementar el alcance limitado del Estado y crear 
nuevos espacios para su intervención en dichos asuntos; es decir, ajustar 
dicha intervención en función de las demandas cambiantes, concretamente 
en aquellos espacios donde la regulación estatal de las titulaciones estándar 
y el aprendizaje funciona con excesiva rigidez y formalidad. Esto supone 
una nueva forma de intervención, que ha supuesto que el Estado español 
se encuentre atado a las dinámicas europeas y supranacionales. Para el 
movimiento sindical, esto abrió una posibilidad para asumir funciones que 
no estaban siendo asumidas por los empresarios en muchos casos, así 
como para defender el Estado social; les permitía además gestionar ámbitos 
específicos, ante la ausencia de una tradición de intervención coherente y 
los intentos fallidos de lidiar con los trabajadores marginados (Martínez Lu-
cio, 2008). La renovación del sindicalismo (con su pretendida moderniza-
ción) estaba fuertemente asociada a la asunción de una obligación históri-
ca, basada en la necesidad de imprimir un carácter más social al capital y al 
Estado, y de garantizar el alcance social de la regulación y los servicios.

No obstante, los problemas con esta nueva esfera de regulación e inter-
vención conjunta han sido significativos. En primer lugar, estos nuevos ro-
les ofrecen dudas acerca de la capacidad estratégica y organizativa de los 
sindicatos; esto es importante si se tiene en cuenta el carácter ambicioso de 
los proyectos perseguidos por los sindicatos, que necesitan de mayores 
recursos y del desarrollo de auditorías internas y estructuras de apoyo, por 
no hablar de los cambios culturales en lo que se refiere al propósito y acti-
vidades de los sindicatos. El modo en que estas nuevas funciones se vincu-
lan al resto de roles que tienen dichas organizaciones constituye un proble-
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ma importante. Existe la posibilidad de que el papel del Estado en relación 
con el aprendizaje se integre, pero no se desarrolle ni se gestione con la 
importancia, apertura o perspectiva emancipatoria que requiere. La agenda 
se basa en la inclusión social a través de un sistema de aprendizaje preesta-
blecido y jerárquico5. Este problema no se circunscribe únicamente a Espa-
ña, sino que afecta a un campo mucho más amplio en términos de relacio-
nes laborales.

En lo que se refiere a una política estatal amplia sobre el trabajo y el 
empleo, el mayor problema es que tanto la formación como dichas políti-
cas no siempre han estado orientadas hacia la innovación proactiva y la 
estrategia tecnológica (Recio y Banyuls, 2004), a pesar de la promoción a 
bombo y platillo de la socialdemocracia en la década de los 80, con su re-
tórica sobre el papel de la nueva tecnología y las posibilidades posindus-
triales. Según Carvajal Muñoz (2002), la formación se ha centrado en las 
habilidades interpersonales y en el fomento del control social sobre los 
trabajadores (vinculado al interés estatal por contar con una fuerza de tra-
bajo posindustrial manejable). Por lo tanto, independientemente de la in-
clusión de los sindicatos, los empresarios y otros agentes en dichos proce-
sos, no ha habido una ampliación ni renovación de atribuciones sociales y 
económicas en la línea expresada por las voces más críticas, generando así 
un formato muy específico de inclusión laboral. Por otro lado, los proble-
mas surgidos de la gestión y control de los fondos estatales han tenido, 
como consecuencia, la limitación de los sindicatos a la hora de comprome-
terse con estos cambios posindustriales en lo que se refiere a la política 
estatal: las voces críticas procedentes de las esferas pública y política con 
los asuntos de financiación han constituido un factor fundamental en la 
reconsideración de dichas estrategias, aun cuando resulte fácil ignorar las 
elecciones estratégicas de los sindicatos en relación con su compromiso 
con la formación y su contribución a la hora de garantizar un mayor alcance 
del aprendizaje, si lo comparamos con un escenario sin su presencia.

Los vacíos normativos y las incoherencias  
del papel del Estado y de la regulación laboral

El papel del Estado en España en relación con asuntos de trabajo y empleo 
debe, por tanto, ser analizado teniendo en cuenta que el contexto de cam-
bio económico y social no coincide con ningún patrón de desarrollo eco-
nómico ni de transición (Molina y Rhodes, 2007). Se han dado una serie de 
acontecimientos que sugieren que el Estado, en general, ha tenido que li-
diar con un escenario fragmentado, pero que al mismo tiempo ha contri-
buido a dicha fragmentación, habida cuenta de la manera en que ha pro-
movido el desarrollo económico.

5  En el Reino Unido ha habido importantes debates en torno a la efectividad del papel desem-
peñado por los sindicatos en el uso de los fondos públicos para las estrategias de formación, 
y en la creación de agendas de aprendizaje orientadas a nuevas habilidades (ver Rainbird y 
Stuart, 2011; McIlroy y Croucher, 2013).
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En términos estructurales, a pesar de que el Estado ha sido capaz de 
crear una especie de diálogo e intercambio político a varios niveles, siem-
pre ha existido una preocupación acerca de la naturaleza estratégica o epi-
sódica de este diálogo (como ya apuntamos anteriormente). El problema es 
que la integración de dicho diálogo en los ámbitos de la intervención esta-
tal y las políticas estatales de bienestar, más allá de la esfera de la formación 
y de sus correspondientes críticas, ha sido más limitada. Por otro lado, el 
intento de equilibrar la creación de un «Estado Europeo de Bienestar y So-
cial» se ha visto limitado por los enfoques centrados en el mercado y la 
competitividad de la política económica: es como si se hubiera dado un 
proceso de transición dual y de demandas e imperativos en competición 
(Martínez Lucio 1998). Es más, tal como señalan Miguélez y Recio (2010), la 
dimensión del bienestar y los aspectos más proactivos del mercado laboral 
estatal no han conseguido complementar, de manera sistemática, el sistema 
de derechos desarrollado a un nivel más formal por el Estado desde la dé-
cada de los 70. De hecho, ciertos sectores, como la venta al por menor 
(Royle y Ortiz, 2009) o la agricultura, se han desarrollado superando lo es-
tablecido por la normativa en vigor del proyecto de formalización y demo-
cratización de las relaciones laborales, en parte debido a la naturaleza de 
los empresarios del sector.

En términos políticos, esta ambivalencia se ha agravado con la respues-
ta a la Gran Recesión a partir de 2008, que se ha centrado en la restricción 
del papel del Estado, la limitación de los servicios sociales en un sistema ya 
de por sí desigual en lo que se refiere a seguridad social y prestaciones por 
desempleo y, de manera obsesiva, en la reforma de la negociación colecti-
va y la reducción efectiva de su alcance (Rocha, 2014). Estas transformacio-
nes han acentuado las incoherencias del Estado, y generado mayores va-
cíos en cuanto a la cobertura y el alcance. El carácter neoliberal de las 
políticas públicas promulgadas se ha aprovechado del Talón de Aquiles de 
las relaciones laborales y el sistema social de bienestar, y sus características 
duales y desiguales. También ha asumido, en los últimos años, un discurso 
más coercitivo liderado por la representante de la derecha en la Comunidad 
de Madrid, Esperanza Aguirre, y basado en el ataque a entidades colectivas 
y en un discurso anti-sindicalista, algo que ya estaba presente en la ambiva-
lencia del sistema político hacia los sindicatos.

No obstante, lo que sí sabemos es que el proyecto sindical liderado por 
los sindicatos mayoritarios, consistente en la aprobación de leyes y en el 
apoyo al Estado desde abajo, se ha visto debilitado a causa de sus propias 
incoherencias. El Estado se fundamenta en el apoyo a sus políticas por par-
te de la sociedad civil, especialmente aquel Estado que busca la hegemonía 
ideológica, como cualquier buen gramsciano sabe. En España, los sindica-
tos decidieron implicarse y apoyar las funciones esenciales del Estado en 
torno a los servicios para los trabajadores y las comunidades inmigrantes, 
así como en los programas de formación e inspección, hasta un punto que 
supuso un enfrentamiento en estos asuntos con una clase empresarial y un 
sistema estatal fragmentados y menos coordinados (Martínez Lucio, 2008). 
En los últimos cinco años, este proyecto se ha visto desafiado por las limi-
taciones de financiación, los problemas de credibilidad y, en algunos casos 
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extremos, de mala praxis. Estos cambios han exacerbado aún más la crisis 
y las incoherencias del Estado, creando vacíos que, en la práctica, fomentan 
el contexto de desregulación.

Conclusión

El papel del Estado español en lo que se refiere al trabajo y al empleo desde 
la década de los 70 ha sido, por tanto, complejo y heterogéneo, y se ha 
configurado a través de una serie de factores tanto estructurales como estra-
tégicos. También se podría analizar la naturaleza del Estado desde las pers-
pectivas políticas e históricas. El resultado dependerá del punto de partida 
y de la perspectiva analítica desde donde se comience la historia de las re-
laciones laborales en el Estado español.

Por un lado existe un discurso que debe lidiar con los importantes desa-
fíos a los que se ha enfrentado el Estado, y el modo en que las diversas defi-
ciencias de una economía profundamente industrializada y poco ortodoxa 
bajo el régimen de Franco tuvieron que transformarse y renovarse, en un 
contexto de crisis industrial durante la década de los 70 y 80. Asimismo, se 
deben tener en cuenta las complejas circunstancias políticas bajo las cuales 
tuvo que instaurarse el sistema del diálogo social. Es en este contexto en el 
que surgió una forma de diálogo social e intercambio político que fue capaz 
de configurar un sistema relativamente coordinado de regulación colectiva 
y procesos normativos relativos a las condiciones laborales. El resultado de 
dicho proceso ha sido un escenario de relativa «normalidad» en lo que se 
refiere a los acuerdos y las negociaciones, es decir, una capacidad estratégi-
ca para superar los desafíos estructurales (Roca, 1983; González Begega et 
al, 2015). Los sindicatos han desempeñado nuevos roles, e intervenido en 
espacios formales de tal manera que han sido fundamentales en el sosteni-
miento de un sistema maduro y asentado en términos de regulación.

Por otro lado, existe la opinión de que el diálogo social se ha visto trunca-
do por los desarrollos desiguales de las labores de coordinación en el ámbito 
sectorial dentro de la negociación colectiva, más allá de sectores como el de 
químicas, y por la forma de intervención directa y el rol jurídico asumido por 
los sindicatos que, aun siendo innovador en cierto sentido, ha encontrado 
dificultades a la hora de lidiar con una fuerza de trabajo y una clase empresa-
rial cada vez más dispersas y fragmentadas. La creciente descentralización del 
Estado en términos territoriales no ha acentuado necesariamente esta tenden-
cia, pues depende de las políticas tanto económicas como sociales de cada 
comunidad autónoma en cuestión6. Aun así, existe la creencia de que la in-
clusión de los discursos sociales a este nivel ha sido desigual.

Es más, la década de los 80 se ha visualizado como un momento en el 
que la oportunidad para una mayor inclusión política de los sindicatos y 

6  El autor no ha tenido tiempo para analizar la importancia que ha tenido la aproximación 
distintiva del gobierno vasco, por ejemplo, en su capacidad para introducir formas más efecti-
vas de implicación y diálogo social; en el futuro se prestará una atención mayor de cara a un 
análisis comparativo interno dentro de España.
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grupos sociales (y el desarrollo de una política de oposición al proceso de 
fetichización del posindustrialismo y el mercado) podría haber dado lugar 
a un sistema de diálogo social y cambio más equilibrados y efectivos. Sin 
embargo, la implacable persecución de la transformación industrial a través 
de la llamada reconversión industrial, junto con la creciente estigmatización 
de los sindicatos como actores políticos7, trajeron consigo un sistema que 
sintonizaba mejor con la tendencia hacia la economía de mercado, a pesar 
de que el Estado estaba atravesando procesos de desarrollo significativos 
(Smith, 1998)8.

Sea como fuere, como sabemos, la historia normalmente no sucede en 
un contexto a nuestra elección, tal como señaló Marx. La agenda socialde-
mócrata de la década de los 80 y los 90 estableció un modelo de desarrollo 
que se fue acomodando gradualmente a las agendas neoliberales, que fue-
ron las que configuraron los desequilibrios generales de las tareas estatales 
que los gobiernos posteriores se limitarían a formalizar. Por lo tanto, Espa-
ña puede verse como un caso de proyectos de cambio contradictorios, en 
los que las dimensiones sociales del Estado debían desarrollarse en un mo-
mento de ascensión de las políticas de mercado y neoliberales (Martínez 
Lucio, 1998; Alonso, 2007). Desde la perspectiva académica, tenemos que 
ampliar el campo de análisis en términos históricos y normativos: tal como 
Jessop (1982 y 2008) ha señalado, tenemos que fijarnos en el rol crucial y 
en ocasiones contradictorio desempeñado por el Estado mismo, en lo refe-
rente a los diferentes dispositivos y proyectos políticos. Como ha apuntado 
Rubery (2011) en relación con el rol del Estado en el contexto actual de 
austeridad, también debemos tener en cuenta que el Estado no se reconfi-
gurará fácilmente como «Estado neoliberal» en términos económicos, dado 
que al mismo tiempo se aceleran las tensiones sociales crecientes y las con-
tradicciones en el ámbito social y laboral. Este proceso de reconfiguración 
–irónicamente– requerirá el desarrollo de nuevas funciones por parte del
Estado. Puede que, dado el papel desempeñado por las esferas coercitivas 
y jurídicas del Estado en el contexto actual, estas nuevas funciones adquie-
ran una forma más directa, y al mismo tiempo tengan que tomar en consi-
deración las nuevas agendas sociales moldeadas por los nuevos discursos y 
movimientos del Estado y en contra de él. A este respecto, es probable que 

7  Se ha dicho mucho ya acerca de la naturaleza de la tradición socialdemócrata en España (y 
de la crisis de la izquierda en general), y su contribución a la estigmatización de la «protección 
del trabajador» y de las «organizaciones protectoras», como parte de un discurso que ha limita-
do una mayor implicación social (Fernández Rodríguez y Martínez Lucio, 2014).
8  De cara a un debate más sistemático sobre este periodo clave, se debería estudiar cuidado-
samente la naturaleza de las políticas industriales de la década de los 80 y los 90, así como 
llevar a cabo un escrutinio detallado de las cuentas financieras de las empresas (privadas y 
públicas) que se cerraron o fueron «reestructuradas». También debería tenerse en cuenta el 
alcance y papel de los subsidios y el uso del discurso de la «Europeización» como correlato de 
su desaparición. El objetivo del autor, que ha estudiado las relaciones laborales en España 
durante este periodo y que estuvo presente en los procesos análogos en el Reino Unido en ese 
momento, debería ser cuestionar tanto las presunciones económicas de dicho periodo como 
la crítica formulada por la socialdemocracia y la derecha hacia el apoyo estatal de lo que se 
consideraba, oficialmente, como industrias en quiebra.
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el Estado adquiera un mayor nivel de fragmentación y el contexto social, un 
carácter más dual, contribuyendo así a una necesidad de cartografiar el Es-
tado con nuevas fórmulas.
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El TRABAJO EN PRISIÓN

¿Reproduce las desigualdades de género?1

1.  Introducción

La realidad de la población reclusa sin duda está en conexión con el siste-
ma, estructura y relación de género social. La indagación teórica proceden-
te de la literatura feminista explica cómo las relaciones de género vienen 
históricamente dadas y cómo se han construido de forma asimétrica para 
mujeres y hombres, siendo el trabajo, y antes la educación, una expresión 
de la desigualdad de género, cuestión que se reproduce en las cárceles. Del 
lado empírico, se analiza la realidad del trabajo en prisión a partir de los 
datos aportados por los centros penitenciarios y las entrevistas cualitativas 
realizadas en el interior de las prisiones, para dar cuenta de la reproducción 
de la desigualdad de género en el trabajo de mujeres y hombres, al igual 
que ocurre en el exterior de la prisión, en la sociedad. Para ello, se analizan 
las categorías ocupacionales de menor rango en la estructura ocupacional 
(a partir de la EPA), que constituye el contexto ocupacional de la población 
reclusa en el caso de contar con un empleo antes de entrar en prisión. El 
horizonte temporal es 2010.
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2.  �Construcción socio-histórica de la estructura ocupacional
desde la perspectiva del sistema de género

La literatura socioeconómica ortodoxa ha conceptualizado el trabajo de 
manera restringida, exclusiva del trabajo asalariado, y apenas ha concedido 
importancia a otro tipo de trabajo que no esté incorporado a la producción 
de mercancías. Tradicionalmente, la teoría se ha construido siguiendo un 
modelo androcéntrico basado en el modelo del cabeza de familia: varón 
«ganapán»/mujer ama de casa.

La asimetría entre varones y mujeres sigue siendo una característica que 
se mantiene en todas las sociedades en mayor o menor grado. Esta desi-
gualdad se reproduce tanto en el espacio público como en el privado. 
Como ya señaló Sen (1990), en el interior de las familias se da tanto la coo-
peración como el conflicto. El conflicto a menudo se relaciona con el hecho 
de que el trabajo doméstico se volvió invisible conforme se iba definiendo 
el trabajo real como aquel por el que se percibe un salario. Aunque el tra-
bajo remunerado es el más valorado socialmente, los cuidados a las perso-
nas que se realizan en el hogar –mayoritariamente por las mujeres–, cum-
plen una función de integración, por lo que desde la perspectiva de género, 
el campo de la producción es inseparable del de la reproducción como 
campo de investigación, incluyendo a las mujeres como «actoras» sociales 
(Frutos, 2006:42). De hecho, el abandono de los estudios o del trabajo re-
munerado para las mujeres está ligado al mandato social no explícito de 
cuidar de su familia, como si se tratara de un contrato previo al contrato 
social. De ahí que las mujeres tiendan a ubicarse en mer cados secundarios, 
en palabras de Piore (1983), en los que es más fácil caer en un momento 
determinado de la trayectoria vital en la exclusión y en el delito. No obstan-
te, a pesar de que las mujeres están más representadas en el mercado se-
cundario que los hombres, delinquen menos que ellos. También desde la 
perspectiva teórica de la segmentación, constituye un punto débil conside-
rar a las mujeres como un todo homogéneo ubicado en el sector secundario 
(Frutos, 2006:60), al no considerar otras variables, como son la clase social 
de pertenencia, la etnia, las cualificaciones, el nivel educativo adquirido, la 
situación familiar etcétera.

La incorporación de la categoría de género al análisis socioeconómico 
de las relaciones sociales es muy reciente y aún más en el caso de la pobla-
ción reclusa. En el campo de la división social del trabajo ha sido emblemá-
tica la aportación de autores que han señalado la ruptura conceptual que 
supuso la introducción de esta perspectiva (Dex, 1985; Borderías et al., 
1994; Maruani, 1998) que problematiza el análisis ya que la posición de las 
mujeres se superpone a otras dimensiones de la desigualdad, como la edad, 
o la condición de ser nacional o inmigrante.

Históricamente, en los países occidentales, el Mercado de Trabajo ha 
sido construido en sucesivas etapas. En la época fordista, correspondiente 
a la época de gobiernos socialdemócratas entre el fin de la segunda guerra 
mundial y la crisis del petróleo del año 1973, conocida como Estado de 
Bienestar, se aplicó el modelo keynesiano de pleno empleo masculino y la 
extensión de lo público, especialmente en educación, sanidad y servicios 
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sociales que supuso un avance hacia la igualdad al ensancharse las capas 
medias de la sociedad y la mejora de las condiciones de vida de toda la 
población.

En este contexto se perpetúa la figura del asalariado como actor social 
clave, como consecuencia de la regulación entre capital y trabajo y se asien-
ta la centralidad del trabajo como base de derechos y de integración social, 
especialmente en el caso de los varones, constituidos en «ganapanes» para 
el resto de la familia, mientras que las mujeres permanecían en los hogares 
(Frutos, 2008).

El análisis feminista ha prestado atención al subtexto patriarcal del Esta-
do de Bienestar (Frutos 2006:80). Su diseño parte de la idea de que las ba-
ses de la ayuda del Estado del Bienestar para compensar situaciones de 
vulnerabilidad (por enfermedad, paro, jubilación), se refieren a varones 
que trabajan en el empleo remunerado. Los hombres son los titulares de 
derechos directos, mientras que las mujeres los perciben en función de su 
relación con el cabeza de familia.

A partir de la crisis de los setenta, en la llamada etapa «postfordista», 
como señala Castells (1995: 418-419), se va a producir una quiebra de la 
relación salarial como base de la integración social: «las políticas de integra-
ción estaban animadas por la búsqueda de los grandes equilibrios y la ho-
mogeneización de la sociedad a partir del centro. Procedían mediante di-
rectivas generales a nivel nacional para promover el acceso de todos a la 
educación y a los servicios públicos, reducir las desigualdades sociales y 
desarrollar y consolidar la condición salarial. En cambio, las actuales políti-
cas de inserción aparecen como contrapunto a las características anteriores. 
Obedecen a una lógica de discriminación positiva: se fijan en poblaciones 
particulares de zonas singulares y despliegan con ellas estrategias específi-
cas. Esto lo hacen a partir de la constatación de que esas poblaciones y 
zonas tienen menos y son menos: barrios marginales, familias mal sociali-
zadas, jóvenes subempleados o inempleables, parados de larga duración… 
poblaciones que en la coyuntura actual ya no son integrables».

A partir de ahora, el Mercado y no el Estado es el protagonista cuya con-
secuencia más relevante es la aplicación de medidas de flexibilización y de 
desregulación en todos los ámbitos, dándose tanto en los mercados finan-
cieros como en el mercado de trabajo. Las empresas buscan la competitivi-
dad a cualquier precio y anhelan mano de obra que se adapte a su versatili-
dad. Prefieren zonas francas que se sustraen con más facilidad a la regulación 
laboral. Algunas autoras feministas han identificado a este neoliberalismo 
como la extensión de una economía del trabajo doméstico fuera del hogar, 
es decir, se extiende un tipo de trabajo cuyas características lo tenían antes 
los empleos femeninos, sumamente vulnerables (Sassen, 2003). En este sen-
tido, la autora (Sassen, 2003: 122), señala el incremento de nuevas segmen-
taciones en el mercado de trabajo: por un lado, se está debilitando el rol de 
la empresa al tiempo que se produce un desplazamiento de las funciones 
del mercado laboral al hogar o la comunidad. Así, esta autora califica a la 
informalización como un fenómeno que «reintroduce la comunidad y los 
hogares como un importante espacio económico». Se produce una continua 
devaluación y feminización del trabajo en esos empleos.
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Las mujeres se convierten en la actualidad con el cambio de modelo –

desde el «ganapán» proveedor de la familia a la necesidad de que los dos 
miembros del hogar trabajen-, en testigos privilegiados de la degradación 
de las condiciones de empleo, incluida aquella que mejor corresponde a la 
norma (todavía) prevaleciente, el empleo estable a tiempo completo (Prie-
to, 1999:147). La razón que esgrime el autor es que ellas sufren aún más que 
los hombres la competitividad en los empleos «atípicos» y, por otro lado, la 
maternidad las identifica como cuidadoras exclusivas, por lo que se ven 
obligadas a aceptar condiciones cada vez más exigentes.

Desde esta construcción histórica las mujeres son definidas, en primer 
lugar, como cuidadoras «naturales» no pagadas por su condición de mujeres 
y cuando participan en el mercado de trabajo remunerado se ven afectadas 
por la segregación vertical (son empleadas en categorías de menos rango 
que los varones, independientemente de su titulación) y por la segregación 
horizontal (se concentran en algunas ramas de actividades donde los sala-
rios son más bajos y son consideradas femeninas).

3.  �El trabajo en las cárceles: introducción histórica y teórica

La relación entre trabajo y sistema penitenciario ha sido constante a lo largo 
de la historia. Matthews (2003) plantea que este vínculo se ha mantenido 
atendiendo a dos tipos de estrategia: la que justifica el trabajo penitenciario 
a partir de la lógica económica, es decir, considerarlo como una oportuni-
dad de negocio, para los empresarios o para el Estado, al posibilitarles com-
petir en el mercado con los bajos costes de producción que permite la ex-
plotación de los presos y, la que encuentra su razón de ser en la capacitación 
y rehabilitación de los mismos, es decir, en la lógica del tratamiento. Con 
matices, ambas lógicas subsisten hoy día.

No hay que olvidar que el trabajo ha sido también una forma de ahondar 
la penalidad del encierro en la historia del sistema penitenciario (Aranda, 
2006: 119-121). En España, el ejemplo más reciente lo proporcionan los pre-
sos condenados a los batallones de trabajadores que desde la década de los 
cuarenta y hasta los sesenta realizaron grandes obras civiles a cambio de la 
reducción de sus penas (Acosta, 2004) (Molinero, Sala y Sobrequés, 2004).

Esta situación no es extraña en la historia de la relación entre el sistema 
penitenciario y el trabajo, y por este motivo Melossi y Pavarini (1981) cons-
truyeron una teoría sobre la genealogía común del capitalismo y los siste-
mas penales. Estos autores analizan la cárcel como fábrica, el papel de la 
cárcel como forma específica de castigo localizada entre la emergencia del 
capitalismo social y el desarrollo del trabajo industrial. Tanto la fábrica 
como la cárcel se han consolidado como los espacios sin libertad del siste-
ma político y económico.

Hoy día, en el ámbito español, el trabajo en prisión sirve fundamental-
mente para articular y normalizar la vida cotidiana durante el encierro (Mi-
guélez, 2007). La investigación de Miguélez sobre las prisiones en Cataluña 
muestra que la función educativa (estructuración del tiempo de la vida co-
tidiana, aprendizaje de pautas colectivas, trabajar en grupo), así como la 
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generación o mantenimiento de valores asociados al esfuerzo, la autono-
mía individual y el autosostenimiento, son los elementos clave en la inclu-
sión del trabajo en el ámbito penitenciario. En las prisiones del resto del 
Estado la situación es muy similar.

Para comprender el trabajo penitenciario sería necesario realizar una 
observación integradora que tuviera en cuenta tanto los contextos econó-
micos como los sociales en cada momento histórico. Hoy día, sin duda, la 
incorporación de la mujer al mercado de trabajo y la convivencia conjunta 
en las prisiones modernas hace necesaria la inclusión de la observación de 
las desigualdades de género en la división social del trabajo en prisión. Este 
tipo de desigualdad se superpone a otras derivadas de la condición de in-
migrante o de pertenecer a determinadas etnias.

Este trabajo centra la mirada en las desigualdades estructurales que se 
derivan del hecho de ser mujer, es decir, en conocer si la cultura del trabajo 
androcéntrica produce desigualdades estructurales en las mujeres.

La conclusión más importante a la que se ha llegado es que el espacio 
penitenciario produce y reproduce las mismas desigualdades que se dan, 
de una forma similar, fuera de la prisión. El tipo de trabajo mayoritariamen-
te ocupado por las mujeres extramuros (cuidados y tareas de mantenimien-
to del hogar) es el mismo que realizan también mayoritariamente en las 
prisiones; y, los trabajos más especializados, mejor valorados y pagados, 
son ocupados principalmente por los varones.

Si bien en principio hay una frontera entre pobres y delincuentes, en la 
práctica se trata de una frontera muy tenue. En efecto, la interacción entre 
exclusión socioeconómica y población reclusa es una constante en todas 
las sociedades. De ahí que se considere un problema estructural.

En el pasado se articuló un sistema «caritativo» con relación a los pobres 
apacibles y sumisos y resignados y otro «represivo» con aquellos que se re-
belaban. Los patronos no encontraban trabajadores dóciles y responsables, 
por ello se consideró la vagancia un delito. La burguesía, una vez consoli-
dada tras las revoluciones liberales, se sentía amenazada por las posibles 
protestas del proletariado organizado. Por ello convierte a los desadapta-
dos en culpables.

Con frecuencia, tanto los mecanismos de protección social a los más 
necesitados como los de represión a través de la justicia, la policía, la cárcel, 
se aplican sin tener en cuenta las estructuras sociales que generan las situa-
ciones de poblaciones excluidas, trasladando al individuo y a su contexto 
la responsabilidad de su situación. El colectivo IOE (2001) señala que la 
inmensa mayoría de los penados procede de familias en situación econó-
mica y laboral precaria, además de contar con una baja cualificación profe-
sional. Así mismo remarcan que «el aparato judicial penal apenas interviene 
contra los delitos de cuello blanco de empresarios y directivos de empresas 
públicas o privadas que utilizan la corrupción, el tráfico de influencias, la 
especulación, la adulteración de productos o el deterioro de ecosistema 
para rentabilizar sus negocios o acrecentar su poder» (IOE, 2001: 21).

Entre los factores más relevantes que contribuyen a delinquir se sitúan, 
además de la precariedad económica-laboral y la baja cualificación profe-
sional, el desarraigo familiar y las drogodependencias.
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4. � ¿Qué papel tiene el trabajo en las instituciones 
penitenciarias?

Varias son las perspectivas que inciden sobre el trabajo en las prisiones: en 
primer lugar, la legislación internacional y también la española ponen el 
acento en que el trabajo es un derecho de la población penada –tanto de 
hombres como de mujeres– que tiene como finalidad principal facilitar la 
reinserción social. La Constitución Española recoge en su artículo 25.2 el 
derecho de los presos a un trabajo remunerado y a los beneficios corres-
pondiente de la Seguridad Social. La ley General Penitenciaria en su artícu-
lo 26 indica que el trabajo penitenciario tiene como finalidad el tratamiento.

Desde otros enfoques, el trabajo es considerado un fin en sí mismo para 
lograr cambiar el comportamiento delictivo de los penados (Filella, 1998). 
Otros autores (Wacqüant, 1995; Álvarez y López, 2003), destacan ante todo la 
función económica del trabajo, como ocurre en las cárceles de Estados Uni-
dos de carácter privado. El enfoque neoliberal remarcaría que el preso debe 
trabajar para que no se produzca un exceso de gasto social público. Se trataría 
de compensar a la sociedad y a las víctimas del delito de lo que la población 
delincuente le ha quitado. De hecho, en EEUU se ubican cárceles en zonas 
deprimidas en las que se organiza el trabajo con empresas del exterior. La 
persona presa tendría que demostrar que aunque no le apeteciera trabajar en 
el interior de la prisión, está dispuesta a hacerlo, además de contribuir con su 
trabajo al coste que supone el mantenimiento de la institución carcelaria y su 
propia manutención, también para dar ejemplo de que está dispuesta a cum-
plir con la norma. Los talleres productivos desempeñan un papel significativo 
ya que cuentan con un doble estatuto: por un lado socioeconómico y por otro 
penitenciario. En el primer caso, se trata de espacios donde se practican las 
llamadas políticas de dumping social, es decir, producen a un coste más ba-
rato que en el exterior y ello beneficia a las empresas que demandan el traba-
jo de los presos. En el segundo caso, desde el punto de vista penitenciario, el 
acceso al trabajo se configura como un elemento de control de los internos.

Desde el punto de vista de la reinserción social estos talleres no son muy 
eficaces ya que generan en los presos una escasa cualificación como ocurre 
con la mayoría de los trabajos que se ofertan en las prisiones españolas, 
aunque alguno puede contribuir a la formación de algún oficio.

5. � Aproximación a los datos: apunte metodológico

Las fuentes de información han sido los centros penitenciarios y el Organis-
mo Autónomo de Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo (OAT-
FP). El fracaso en la recogida de datos en los centros penitenciarios, funda-
mentalmente por los errores introducidos en la definición de la estructura 
ocupacional y la incapacidad de distinguir en los centros la taxonomía final 
que se utiliza en el OATFP, hizo que se tuviera que recurrir directamente a 
las bases de datos centrales del OATFP. No obstante, el resultado de esta 
decisión no fue negativo, sino que, por el contrario, al disponer el OATFP 
de un registro individualizado de los trabajadores, sus sueldos, los puestos 
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y algunas variables sociodemográficas la información que ha ofrecido ha 
sido más completa, válida y fiable.

Otra fuente de información ha sido la proporcionada por las entrevistas 
abiertas realizadas a las mujeres presas a lo largo del año 2010 con el obje-
tivo de observar sus trayectorias vitales; el trabajo, ha sido una de las cues-
tione s relevantes en sus discursos.

Aunque existen tres prisiones exclusivamente de mujeres, dos con mó-
dulos externos para madres que viven con sus hijos y una con un módulo 
para familias con niños menores de 4 años, la gran mayoría de las reclusas 
que cumplen sus condenas en las prisiones españolas lo hacen en centros 
penitenciarios diseñados específicamente para varones. Su relativa reduci-
da presencia entre la población reclusa (7,5-8% del conjunto) y, sobre todo, 
el modo en que son distribuidas en el conjunto de prisiones por la institu-
ción penitenciaria hace que su peso respecto a sus compañeros sea mino-
ritario en todos los centros. Lo habitual es que la proporción de mujeres en 
un centro penitenciario no supere el 10% o sea mucho menor2.

Esta desproporcionada distribución influye en que la mayoría de las 
mujeres vivan en centros con un régimen de seguridad pensado para con-
trolar situaciones con un riesgo mucho más elevado del que ellas suelen 
provocar o, incluso, que la seguridad se acentúe aún más para protegerlas 
de sus propios compañeros o para evitar la interacción con ellos. Las difi-
cultades para moverse dentro de las cárceles, para realizar actividades, co-
municar o para acceder al trabajo o la educación hacen que la situación 
para ellas se asemeje a la de vivir en cárceles dentro de cárceles.

Cuando estas restricciones en el régimen de vida pueden afectar a Dere-
chos Fundamentales, la medida de las diferencias entre unos y otras resulta 
muy importante. De los resultados de estas medidas se pueden derivar desi-
gualdades que pueden conducir a situaciones discriminatorias. La medida de 
estas diferencias fue el objetivo del proyecto SINDISCRIP realizado a partir del 
estudio de 42 centros penitenciarios, en los que al menos había 10 mujeres. El 
segundo objetivo de SINDISCRIP era crear un instrumento de recogida de in-
formación que permitiera medir las posibles diferencias anualmente. Aunque 
el proyecto abordó diferentes áreas (condiciones de vida y régimen peniten-
ciario, derechos fundamentales e igualdad de oportunidades en el acceso a las 
actividades), en este artículo se exponen los resultados y reflexiones deriva-
dos de los hallazgos en torno al trabajo en prisión con perspectiva de género.

6.  �Estructura ocupacional en las cárceles españolas

En el informe del año 2010, el OATFP expone las características de la estruc-
tura laboral del trabajo en prisión haciendo mención a tres grupos de ocupa-
ción diferentes: lo que se denomina talleres tradicionales, los talleres de ser-
vicios penitenciarios y las «ocupaciones» que tienen como misión realizar 
trabajos con empresas externas que utilizan recursos físicos y humanos de la 

2  Toda la información expuesta se refiere a las prisiones del ámbito de la Secretaría General 
de Instituciones Penitenciarias de la Administración General del Estado.
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prisión para llevar a cabo su producción. Los talleres tradicionales son los 
que se han conocido históricamente como los talleres de trabajo productivo; 
estos proporcionaban el trabajo remunerado contratado por empresas ex-
ternas o el que se realizaba para cubrir algunas necesidades del propio sis-
tema penitenciario. Los talleres tradicionales según este informe son (Tabla 
1): los talleres textiles de confección industrial, la carpintería metálica, las 
artes gráficas, la carpintería de madera, los manipulados que se encargan de 
preparar los lotes higiénicos que se envían al resto de las prisiones, los talle-
res de electricidad y electrónica cuya misión es la de reparar equipos infor-
máticos de los economatos de las prisiones y se asimila a manipulados como 
categoría laboral, los talleres de agropecuaria que produce algunos produc-
tos para el autoconsumo y los talleres de producción de artesanía.

El grupo de los talleres de servicios penitenciarios está compuesto por los 
que trabajan en torno a la preparación y distribución de alimentos (cocina, 
panadería y repostería) y en las actividades auxiliares (limpieza, peluquería, 
lavandería, reparto de alimentos y otros con menor ocupación como soco-
rristas), economatos y mantenimiento de instalaciones. La equiparación legal 
de estas tareas ha hecho que muchos trabajos que antes se realizaban para 
conseguir beneficios penitenciarios ahora se realicen cobrando un salario.

El tercer grupo de ocupación se refiere a los talleres que colaboran con 
empresas  externas.

Tabla 1. Talleres de trabajos realizados para empresas externas

Especialidades productivas

Manipulados I 22 talleres Cerámica 1 taller

Confección 10 talleres Carpintería de madera 8 talleres

Manipulados II 112 talleres Panadería 2 talleres

Carpintería Metálica 32 talleres Prestación de Servicios 4 talleres

Fuente: Informe 2010 OATFP.

Como se puede observar, esta relación es un poco confusa, puesto que 
algunos talleres tradicionales son utilizados por las empresas que contratan 
externamente y no se distingue muy bien la estructura laboral cuando nos 
referimos a una u otra categoría. Este fue el motivo de los errores en la co-
dificación de los indicadores de trabajo cuando se recogieron los datos. La 
diferenciación tradicional entre talleres productivos y servicios auxiliares 
había cambiado y algunos centros no sabían lo que se estaba solicitando. 
Por este motivo, se considera más adecuado utilizar como referencia la es-
tructura salarial relacionada con las ocupaciones.

Atendiendo a esta clasificación, se puede decir que el trabajo en las pri-
siones españolas se divide en tres grupos de ocupación (Tabla 2):

– � Grupo I (los llamados talleres auxiliares) que agrupan las actividades de 
limpieza, reparto de comida, mantenimiento básico, auxiliares de biblio-
teca etc. Es el escalón más bajo; un trabajador gana 2,59 euros la hora.
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–  �El Grupo II agrupa a los talleres tradicionales y los manipulados reali-
zados para empresas. Son trabajos manuales que en su mayoría no
requieren gran cualificación, a excepción de la cocina y la panadería
que necesita de un curso de formación, muy valorado entre los presos
por su repercusión en las posibilidades de trabajo en el exterior. El
sueldo del Grupo II es de 3,66 euros la hora y hay una categoría de
operario superior que gana 4,39 euros.

–  �El Grupo III está compuesto por los trabajos ex ternos mejor pagados
y valorados. Son trabajos realizados para empresas que tienen una
organización similar a la del exterior.

Tabla 2. Categorías ocupacionales y sus retribuciones  
en el trabajo en prisión

Grupo ocupación Especialidades Operario base Operario superior

I Economato 2,59

Actividades auxiliares 2,59

II Manipulados I 3,66

Confección industrial 3,66 4,39

Madera 3,66 4,39

Artes gráficas 3,66 4,39

Electricidad y electrónica 3,66

Cerámica 3,66

Cocina 3,66

Panadería 3,66

Agropecuaria 3,66

III Manipulados II 3,77

Mantenimiento 3,77

Metálica 3,77

Prestación de servicios 3,77

Fuente: OATFP

Para tener una idea aproximada de la dimensión que representa el tra-
bajo penitenciario se pueden utilizar dos indicadores: el volumen de factu-
ración, que durante los años 2010 y 2011 ha rondado los 177 millones de 
euros y, el tamaño de la población reclusa que durante el año 2010 estuvo 
involucrada en algún trabajo remunerado (34,1%). Eso significa que 22.268 
personas diferentes realizaron alguna actividad laboral.

La distribución por sexo de este grupo de trabajadores es similar al de la 
población penitenciaria general, aunque las mujeres mejoran su represen-
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tación en términos comparativos: 1 de cada 10 personas que tienen un tra-
bajo remunerado es una mujer. Las mujeres trabajadoras representan el 
9,9% de la población trabajadora total, mientras que su peso entre la pobla-
ción penitenciaria general fue del 8,1%.

Tabla 3. Población reclusa general y población trabajadora  
en las cárceles españolas (2010)

Población general  
(media 2010)

Población trabajadora

n % n %

Hombres 60.031 91,9 20.064 90,1

Mujeres   5.265   8,1   2.204   9,9

Total 65.296 100 22.268 100

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de OATFP ofrecidos a SINDISCRIP.

Estos primeros datos muestran también que la tasa de actividad femeni-
na fue del 41,86% mientras que la de los varones es del 33,42%; es decir, 
algo más de 4 de cada diez mujeres trabajan, mientras que en el caso de los 
varones es tres de cada nueve.

En principio, la ocupación entre varones y mujeres no muestra desigual-
dades significativas. Ahora bien, las diferencias comienzan a producirse 
cuando se analizan otros componentes de la estructura ocupacional, como 
el grupo profesional en el que fueron ocupados unos y otras, o cuando se 
desciende a las condiciones de trabajo en cuestiones como el tiempo de 
trabajo y sus efectos sobre el salario.

Si analizamos la forma en que se distribuyen en los tres grupos de ocu-
pación se observa que mientras las mujeres siguen una estructura pirami-
dal, en la que la base la constituye el Grupo 1 con un 62,2%, el segundo 
escalón -el Grupo II-, suponen casi la mitad de peso (33,3%) y un ínfimo 
3,8% participa en el grupo III, el más valorado; los varones se distribuyen 
de manera más homogénea entre el Grupo I (casi la mitad se ocupan en 
este nivel, 49,9%) y el Grupo II (41,9%) y en el Grupo III (8,9%).

Tabla 4. Distribución de la estructura ocupacional de la población reclusa 
según sexo y grupo de ocupación

Varón Mujer

n % n %

Grupo 1   9.873 49,2 1.386 62,9

Grupo 2   8.413 41,9    735 33,3

Grupo 3   1.777   8,9      83   3,8

Total 20.063 100 2.204 100

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de OATFP ofrecidos a SINDISCRIP.
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Si realizamos este análisis teniendo en cuenta sólo los cen ros en los que 
conviven varones y mujeres, se observa cómo la estructura de las mujeres 
se polariza. Entonces, siete de cada diez mujeres trabajan en el Grupo 1 y la 
participación en el Grupo 3 se queda en un irrelevante 1,5%. El peso del 
Grupo 2 también se reduce en 3% respecto al general (30%).

En síntesis, las mujeres están más ocupadas que sus compañeros en el 
Grupo 1 y prácticamente no participan en el Grupo 3 (el más especializa-
do); sólo 25 de las 83 mujeres que trabajan en el Grupo 3 están en centros 
mixtos. En el Grupo 2 mantienen una presencia acorde a su peso (8%), 
porque en este grupo se incluye los trabajos de cocina y hay centros peni-
tenciarios en el que esta tarea la realizan mujeres.

Al realizar un análisis del reparto en el interior de cada grupo, las dife-
rencias manifiestan que las mujeres están sobre representadas en el Grupo 
1 porque su peso es del 12,3% mientras que entre la población general su-
ponen un 8%, y en el grupo 3 están infra re presentadas, donde sólo alcan-
zan el 4,5% del peso to tal del grupo. En el grupo intermedio, su peso se 
corresponde exactamente (8%).

La primera idea que se puede extraer de estos resultados es que las mu-
jeres están más ocupadas que los varones pero lo están en las peores tareas. 
La segunda, es que su ocupación se centra mayoritariamente en los cuida-
dos (cocina, lavandería) y en la limpieza. Como conclusión, el sistema pe-
nitenciario crea y reproduce desigualdades entre mujeres y varones al asig-
nar este reparto del trabajo.

Hay una justificación recurrente de la institución sobre la baja cualifica-
ción de las mujeres y su celo en las tareas de limpieza para hacer esta distri-
bución. También, se argumentan motivos de seguridad que justifican su 
exclusión de los talleres tradicionales o de los trabajos remunerados mejor 
pagados. Lo que parece evidente es la necesidad de revisar la forma en que 
se realiza el acceso a los puestos de trabajo en las prisiones españolas te-
niendo en cuenta la perspectiva de género.

6.1.  La ocupación de los extranjeros

Otro aspecto relevante a la hora de analizar la estructura ocupacional es el 
origen según su nacionalidad, de las personas que trabajan. Existe el con-
vencimiento tanto entre las mujeres extranjeras como entre el personal fun-
cionario de las prisiones que el reparto del trabajo es equitativo e, incluso, 
que los extranjeros están en mejor situación laboral.

Los datos de la siguiente tabla no parecen indicar que globalmente esta 
fuera la situación durante el año 2010. En general, si la población española 
representaba el 65,71%, su peso entre la población trabajadora fue del 
78,31%, es decir una sobre representación de casi el 13%. Por sexo, los va-
rones que deberían alcanzar el 31,14 sólo lo hicieron hasta el 19,43%. Las 
mujeres extranjeras, cuyo peso es del 3,15% entre la población general, 
sólo representaban el 2,26%, casi un 30% menos. Es decir los varones ex-
tranjeros llegaron al 62,39% del peso que les correspondería y las mujeres 
al 71,74%.
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Si comparamos la estructura ocupacional de los españoles con los ex-
tranjeros por sexo, comprobamos alguna diferencia que puede estar en el 
origen de la percepción de la posición que ocupan los extranjeros en el 
trabajo. Tanto en el caso de los varones como en el de las mujeres su peso 
en el Grupo 1 es inferior en un 5% aproximadamente al de la población 
española y superior en el Grupo 2 en un 10% en el caso de los varones y en 
un 4% en el caso de las mujeres. Es decir, tanto unos como otras ocupan 
mejores puestos comparativamente que los españoles, aun cuando la pro-
porción es pequeña.

Tabla 6. Población reclusa ocupada según nacionalidad, sexo y grupo 
ocupacional en las cárceles españolas (2010)

Varón Mujer

Españoles% Extranjeros% Españolas Extranjeras%

Grupo 1 47,2 41,3 61,2 56,7

Grupo 2 41,5 52,0 35,3 39,3

Grupo 3 11,2 6,7 3,5 4,0

Total 100% 100% 100% 100%

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de OATFP ofrecidos a SINDISCRIP.

La primera conclusión parece clara, los extranjeros tienen más dificulta-
des para acceder al trabajo que los españoles y, los varones extranjeros, 
más que sus compañeras.

6.2.  Condiciones laborales: tiempo de trabajo y salario

La actividad laboral que se desarrolla en los talleres productivos entre los 
internos trabajadores y el OATPFE se enmarca dentro de la Relación Labo-
ral Especial Penitenciaria regulada en el R. D. 782/2001 de 6 de julio. Las 
retribuciones por el trabajo penitenciario se basan en los salarios mínimos 
interprofesionales y en la producción, siendo aprobado anualmente el mó-
dulo retributivo por hora por el Consejo de Administración. La idea es la 
configuración de un ámbito de trabajo similar al que se da fuera de la pri-
sión para facilitar así los procesos de reingreso. Hablar de resocialización 
parece un poco presuntuoso puesto que es difícil concebir que quienes 
acceden al trabajo remunerado no sean los presos que ya se han integrados 
en la vida normalizada de la prisión. Si no es así, es prácticamente imposi-
ble conseguir trabajo.

A continuación, se analizan otros dos ejes clave para observar desigual-
dades de la relación laboral: el tiempo de trabajo y el salario asociado. An-
tes de comenzar el análisis hay que dejar claro que no existen diferencias 
en el salario percibido cuando se realiza el mismo trabajo, las diferencias se 
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producen por el tiempo de ocupación y el grupo de actividad en el que se 
realizan las tareas.

Si las mujeres representaban el 9,9% de la población que había trabaja-
do en prisión, el porcentaje global de horas que realizó fue del 9,2%; es 
decir, el peso de sus horas fue un 0,7% inferior al que le correspondía en el 
grupo de trabajadores. Más aún, si tenemos en cuenta la media mensual de 
horas que realizaron, la diferencia se acentúa; mientras que en los varones 
la media es de 69,9 horas entre las mujeres es de 61,6; es decir, una diferen-
cia de 8,3 horas que representan 11,5 puntos porcentuales de media traba-
jados menos que sus compañeros.

Si tenemos en cuenta el número de mujeres, el trabajo entre ellas está 
más repartido. Las causas de este reparto pueden estar relacionadas con el 
tipo de actividad que realizan, ya que como comprobamos al analizar la 
ocupación casi un 65% cubre tareas auxiliares de la institución (limpieza, 
lavandería, reparto de comedor etc.); mientras que un 30% realiza tareas 
del Grupo 2, que suelen ser contratos con empresas o talleres con horarios 
más regulados y estables. En el caso de los varones, ocurre lo contrario, el 
hecho de trabajar en un 50% de los casos en talleres del grupo 2 y 3 hace 
que sus jornadas sean más largas y más estables.

Si trasladamos el análisis a los salarios observamos que la brecha se am-
plía. Los varones ganan como promedio 224 euros mensuales, mientras que 
sus compañeras reciben un sueldo de 180 euros. En este caso la distancia es 
de 44 euros (19,5% menos) y la causa se debe al ya mencionado reparto del 
tiempo de trabajo y a que ellas ocupan los grupos de actividad más bajos y 
peor remunerados.

Cuando se observa esta situación y se tiene en cuenta que la decisión de 
la remuneración de las ocupaciones del Grupo 1 corresponden por com-
pleto a la Institución Penitenciaria parece necesario plantear la siguiente 
cuestión: si tenemos en cuenta la reducida formación necesaria para reali-
zar las tareas del grupo 1 y 2, ¿está justificado que haya un 28% de diferen-
cia salarial (2,6 euros frente a 3, euros la hora)?

¿No se está reproduciendo la valoración del trabajo externo y devaluan-
do el trabajo de los cuidados? ¿Y, sobre todo, las diferencias que se produ-
cen no son un reflejo de reproducción de un modelo sexista de reparto del 
trabajo?

En el caso de los extranjeros, en estas dos dimensiones no hay diferen-
cias significativas respecto de los nacionales que se hallan en la misma po-
sición laboral.

6.3. � Procesos de selección, formación y biografías laborales

Los datos laborales expuestos hasta el momento muestran las desigualda-
des que se producen entre los varones y las mujeres, y entre ellos cuando 
se considera su origen. Durante la investigación hubo una búsqueda ince-
sante de indicadores que estuviesen relacionados con estas desigualdades 
y que pudiesen aportar información sobre los factores que provocaban es-
tas diferencias.
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En principio, el área de educación y la formación previa de las personas 
presas podría explicar parte de las desigualdades observadas, pero al pro-
fundizar en los resultados comprobamos que la situación educativa de par-
tida de las mujeres era o similar o un poco mejor que la de sus compañeros 
y que su participación en el sistema educativo era mayor. En este campo de 
la capacitación también se tuvo en cuenta el acceso que tenían las mujeres 
a las acciones dirigidas al empleo. El resultado fue que la tasa media de 
participación de mujeres por cada 100 mujeres en esta actividad era de 39, 
mientras que los varones era casi de la mitad (21), lo que eliminaba también 
este factor.

Descartada la formación previa y su participación en la capacitación la-
boral y educativa, el segundo campo de observación fueron cuestiones re-
lacionadas con el régimen punitivo que pudiera provocar su exclusión de 
determinados puestos del mercado laboral. Esta cuestión parecía poco con-
sistente porque el problema no es de cantidad de participantes sino de 
cualidad de los puestos ocupados. Pero había un resquicio a la considera-
ción de diferencias en las sanciones muy graves, que conducen al aisla-
miento e impiden el trabajo más formalizado (talleres productivos) o un 
elevado número de sanciones graves que conducen a esta misma exclusión 
como castigo. Aunque es cierto que hay centros en los que se producen 
diferencias en las tasas de sanciones que inciden más sobre las mujeres, de 
ninguna forma estas cuestiones pueden explicar las desigualdades.

Así, se puso el foco en las biografías laborales previas y en la conexión 
que estas pudieran tener con las biografías laborales en prisión. De este 
modo se comprobó que gran parte de estas mujeres había realizado traba-
jos de muy baja cualificación relacionados con los cuidados y las tareas de 
limpieza, sobre todo aquellas que provenían de capas sociales muy bajas. 
Coincidía también el hecho de que tenían un nivel de cualificación muy 
bajo o incluso eran analfabetas, como ocurre con algunas mujeres de la et-
nia gitana. Una hipótesis plausible explicativa podía ser que fueran ellas 
mismas las que solicitaran ese tipo de trabajo en lugar de querer acceder a 
los puestos de talleres productivos. Es decir, quizá fueran ellas las que pro-
vocasen la situación al reclamar un empleo que ya conocían y en el que se 
sintieran más cómodas, sobre todo, también, porque el trabajo en los talle-
res productivos es mixto y no está bien visto o incluso es motivo de enfren-
tamiento con sus parejas. Esta es una de las explicaciones que aparece en 
el discurso del funcionariado. Sin embargo, se analizaron las entrevistas 
abiertas realizadas para confeccionar los indicadores, única fuente sobre 
percepción del trabajo de la que disponíamos, y los relatos mostraban con 
claridad lo contrario. Aunque para ellas es más fácil acceder a la limpieza, 
la lavandería o ser auxiliar de cocina u otras tareas, declaraban que lo que 
les gustaría sería incorporarse a los talleres mejor pagados. Obviamente, 
conocen que no hace falta formación para muchos de esos talleres e, inclu-
so, saben que pueden capacitarse sin problemas.

El análisis, en consecuencia, nos condujo hacia los procesos de selec-
ción y asignación de las mujeres a los puestos de trabajo. La responsabili-
dad de esta tarea no recae sobre una sola persona, puesto que al estar 
asociado el trabajo al tratamiento penitenciario y a la clasificación indivi-
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dual, las juntas de evaluación tienen que certificar formalmente la incorpo-
ración. Sin embargo, la figura clave de este proceso es el Educador del 
Módulo porque es quien toma gran parte de la decisión. En las entrevistas, 
las mujeres mostraban que el camino para conseguir trabajo era solicitarlo 
constantemente a estos funcionarios.

La estrategia tiene similitud con las biografías fordistas, es decir, se co-
mienza a trabajar de meritorio sin cobrar, se pasa a ser aprendiz cobrando 
esporádicamente al realizar alguna sustitución y, finalmente, se releva en el 
puesto a la persona que lo realizaba habitualmente. Claro está, todo este 
proceso no conduce a una formación especializada en las categorías del 
Grupo 1, eso sólo sucede con algunos talleres del Grupo 2, como la pana-
dería, y con casi todos los del Grupo 3.

Este proceso puede durar años y no siempre concluye con éxito. En prin-
cipio, antes de comenzar a hacer méritos hay que pasar de preventivo (en 
espera de juicio) a penado. Se trata de una condición imprescindible puesto 
que durante la etapa de preventivos se producen traslados de centros peni-
tenciarios para juicios que afectan a la organización del trabajo. El tiempo de 
preventivos es un tiempo de espera. Una vez conocida la sentencia, se llega 
al centro en el que se supone se cumplirá, siendo muy importante la dura-
ción de la condena: si es corta es difícil conseguir empleo. Superadas estas 
fases se comienza con la carrera para conseguir el puesto. Durante ese tiem-
po, los traslados de centro, las sanciones o el cambio de grado pueden su-
poner tener que comenzar de nuevo. La rotación es altísima. Sólo hay que 
tener en cuenta que si durante el año 2010 el OATPFE declaró que tenía una 
ocupación media de 12.333 empleos, en ese mismo periodo los datos de la 
investigación nos dicen que participaron 22.268 personas.

Aunque formalmente existen factores que influyen en el proceso de se-
lección, la clave parece estar en el tiempo de espera o, al menos, eso es lo 
que declaran los que realizan la selección. Las mujeres presas hablan de 
que este supuesto factor objetivo es vulnerado cuando conviene a la insti-
tución. Un breve repaso a las entrevistas y a las dificultades que han tenido 
para acceder al trabajo muestra cómo las personas que tienen un mayor 
nivel educativo llegan antes y a los mejores puestos.

Este proceso y la arbitrariedad que lo acompaña, constituyen elementos 
de control social relevantes del sistema. Sólo hay que pensar en las situacio-
nes que describen las extranjeras que no tienen arraigo ni apoyo económi-
co familiar, que tampoco tienen dinero porque se les suele confiscar todo 
cuando son detenidas, ya que se considera relacionado con el tráfico de 
drogas y, además, pueden tardar varios meses o años en poder trabajar para 
conseguir algunos ingresos. Sin duda, una situación de extrema vulnerabi-
lidad que debería ser considerada como elemento de decisión en la asigna-
ción del trabajo.

Respecto a las desigualdades que se producen, el análisis indica que 
aunque se mantiene de un modo informal las cuotas de participación de las 
mujeres en términos de igualdad, en la práctica existe una visión sexista 
que proviene de la cultura patriarcal y de la situación de fragilidad en la que 
se encuentran las mujeres. Convendría objetivar los procesos de selección 
en torno a políticas de igualdad que consideraran la vulnerabilidad como 
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eje de la acción. Al fin y a l cabo, la obligación de la institución es mejorar 
las posibilidades de los presos al reingreso, no mantener las desigualdades 
estructurales que se producen fuera. En el anexo se adjunta una serie de 
indicadores para averiguar el grado de discriminación en el área de trabajo.

A continuación vamos a analizar la situación en el exterior de la pobla-
ción española y extranjera en el mercado de trabajo para que nos sirva de 
comparación.

7.  �Contexto ocupacional de la población española
y extranjera en relación a las categorías ocupacionales
más bajas del mercado de trabajo en España y su relación
con los niveles educativos

La EPA contempla la variable Condición Socioeconómica (CSE) que combi-
na rasgos de la situación profesional, es decir la relación existente con los 
medios de producción –propietario y asalariados–, pero también con la ocu-
pación y el sector de actividad (Frutos, 2009)3. Las categorías más bajas son 
las de «trabajador cualificado» y «trabajador no cualificado» que constituye el 
contexto exterior de las trayectorias laborales de la población reclusa, en el 
caso de que contaran, antes de entrar en prisión, con empleo remunerado.

Partiendo de los Microdatos de la EPA (4.o t) hemos diferenciado entre 
población española4 y extranjera con el objetivo de aproximarnos a las di-
ferencias entre ambas poblaciones. En la tabla siguiente contemplamos el 
volumen de los «trabajadores manuales cualificados» que suponen un 18% 
con relación a todas las categorías ocupacionales, si bien los extranjeros 
están más representados (20%), especialmente si se trata de varones 
(34,4%). Las mujeres tienen una presencia mínima (menos del 5% en ambas 
poblaciones), como consecuencia de la segregación ocupacional por sexo 

3  Aunque la categoría socioeconómica se compone de 18 categorías más los no clasificables, 
vamos a reducir a 10 la siguiente agregación:

1.  �Agricultura por cuenta propia, que incluye las CSE1 (empleadores agrarios), 2 (autó-
nomos agrarios) y 3 (cooperativistas agrarios).

2.  �Agricultura por cuenta ajena, que incluye la CSE 5 (trabajadores agrarios).
3.  �Empleadores no agrarios (7).
4.  �Profesionales por cuenta propia (6).
5.  �Autónomos no agrarios que incluye las CSE 8 (autónomos no agrarios) y 9 (cooperati-

vistas no agrarios).
6.  �Directivos y supervisores que incluye las CSE 4 (directivos y gerentes de empresas

agrarias), 10 (ídem no agrarios y altos funcionarios) y 12 (profesionales específicos de la
administración pública).

7.  �Profesionales por cuenta ajena, que incluye las CSE 11 (profesionales y técnicos) y 18
(profesionales de las FF.AA.).

8.  �Trabajadores no manuales (13 personal administrativo y comercial).
9.  �Trabajadores manuales cualificados, que incluye las CSE 15 (capataces y encargados)

y 16 (obreros cualificados)
10.  �Trabajadores no cualificados que incluye las CSE 14 (resto de personal de los servicios 

y 17 (peones). No clasificables.
4  Incluye también la doble nacionalidad.
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existente en el mercado de trabajo, ya que la cualificación de los oficios está 
más ligada a la especialización masculina.

La población ocupada de ambos sexos que trabaja en la categoría de 
«trabajador no cualificado» asciende casi al 25% pero hay una gran diferencia 
entre españoles y extranjeros. Estos últimos están representados en un 45% 
frente a un 21,1% de españoles, siendo las mujeres extranjeras las más repre-
sentadas. En efecto, ellas alcanzan un 65,9%. La presencia de un mayor nú-
mero de mujeres en la categoría más baja da idea de una mayor segregación 
ocupacional también vertical para ellas en relación a los hombres.

A continuación, se muestra una observación estadística entre la forma-
ción (niveles educativos alcanzados) de los dos tipos de poblaciones ocu-
padas en estas categorías ocupacionales, como vemos en la siguiente tabla. 
En el caso de los analfabetos y sin estudios ocupados como «trabajadores 
manuales cualificados», los españoles están más representados que los ex-
tranjeros, especialmente en el caso de los varones. Sin embargo, en la cate-
goría más baja –«trabajador no cualificado»–, son los extranjeros los que 
tienen una mayor presencia, sobre todo las mujeres analfabetas extranjeras 
que llegan a un 65,3%. Es destacable la presencia de mujeres españolas con 
este escaso nivel de estudios (62,6%).

Los españoles con estudios obligatorios (primarios y secundarios) tam-
bién están más representados en la categoría de «trabajador manual cualifi-
cado» que los extranjeros. Y en la categoría más baja –«trabajador no cuali-
ficado–, llama la atención el gap sexual existente fundamentalmente entre 
los extranjeros: la diferencia entre mujeres y hombres es de más de cuaren-
ta puntos porcentuales, representando las extranjeras una proporción de 
más de siete de cada diez y las españolas en la misma situación, poco más 
de dos de cada diez.

Los trabajadores manuales cualificados con estudios medios de Bachi-
llerato presentan un perfil con las siguientes características: varones extran-
jeros (alcanzan el 42,5% frente a un 16,3% de españoles), lo que indica un 
mayor subempleo para la población inmigrante que para la española o de 
doble nacionalidad.

Este subempleo se hace más patente en el caso de las mujeres extranje-
ras en la categoría de «trabajador no cualificado» ya que teniendo estudios 
de bachillerato están presentes en un 72,7% frente a un 22,6% de españolas 
con los mismos estudios.

Los hombres con FP extranjeros están más representados que los espa-
ñoles en la categoría de «trabajadores manuales cualificados» (42,8% frente 
a un 36,7%), mientras que las mujeres autóctonas y extranjeras apenas tie-
nen presencia en esta categoría. Por el contrario, en la categoría más baja 
«trabajador no cualificado» el rasgo más distintivo es la gran representación 
de mujeres muy por encima de los hombres, especialmente en el caso de 
las extranjeras, ya que alcanzan un 65,7% (cuarenta puntos porcentuales 
por encima de sus compañeros).

Por último, hay que señalar que el «subempleo» de los trabajadores con 
estudios universitarios es mucho más elevado en la población extranjera 
que en la española. En efecto, en el caso de ambos sexos la proporción de 
«trabajadores manuales cualificados» es de 6,7% frente a un 1,5% de autóc-



108

a
r

t
íc

u
lo

s
S

T
87

Ta
b

la
 8

-a
. T

ra
b

aj
ad

o
re

s 
M

an
u

al
es

 C
u

al
ifi

ca
d

o
s 

y 
N

o
 C

u
al

ifi
ca

d
o

s 
d

e 
la

 p
o

b
la

ci
ó

n
 o

cu
p

ad
a 

es
p

añ
o

la
 y

 E
xt

ra
n

je
ra

 c
o

n
 e

l n
iv

el
 

ed
u

ca
tiv

o
 d

e 
A

n
a

lf
a

be
to

 y
 s

in
 e

st
u

d
io

s,
 p

o
r 

se
xo

. E
PA

 2
01

0 
(T

.4
.o

)

A
n

a
lf

a
be

to
s 

y 
si

n
 e

st
u

d
io

s

A
m

bo
s 

se
xo

s
H

om
br

es
M

u
je

re
s

E
sp

a
ñ

ol
es

E
xt

ra
n

je
ro

s
E
sp

a
ñ

ol
es

E
xt

ra
n

je
ro

s
E
sp

a
ñ

ol
a

s
E
xt

ra
n

je
ra

s

Tr
ab

aj
ad

o
re

s 
m

an
u

al
es

 c
u

al
ifi

ca
d

o
s

19
,9

16
,2

32
,5

21
,1

  3
,5

  3
,3

To
ta

l%
(N

)
18

,7
%

(9
0.

86
7)

28
,3

%
(8

3.
70

0)
3,

8%
(7

.1
67

)

Tr
ab

aj
ad

o
re

s 
n

o
 c

u
al

ifi
ca

d
o

s
40

,4
37

,8
23

,4
26

,1
62

,6
65

,3

To
ta

l%
(N

)
39

,6
%

(1
92

.0
19

)
24

,4
%

(7
2.

14
4)

63
,2

%
(1

19
.8

75
)

Fu
en

te
: E

la
b

o
ra

ci
ó

n
 p

ro
p

ia
 a

 p
ar

tir
 d

e 
lo

s 
M

ic
ro

d
a

to
s 

d
e 

la
 E

PA
 (

C
SE

, 4
.o

T,
 2

01
0)

.



109

a
r

t
íc

u
lo

s
S

T
87

Ta
b

la
 8

-b
. T

ra
b

aj
ad

o
re

s 
M

an
u

al
es

 C
u

al
ifi

ca
d

o
s 

y 
N

o
 C

u
al

ifi
ca

d
o

s 
d

e 
la

 p
o

b
la

ci
ó

n
 o

cu
p

ad
a 

es
p

añ
o

la
 y

 E
xt

ra
n

je
ra

 c
o

n
 e

l n
iv

el
 

ed
u

ca
tiv

o
 o

b
lig

at
o

ri
o

 E
st

u
d

io
s 

P
ri

m
a

ri
os

 y
 S

ec
u

n
d

a
ri

os
, p

o
r 

se
xo

. E
PA

 2
01

0 
(T

.4
.o

)

E
st

u
d

io
s 

pr
im

a
ri

os
 y

 s
ec

u
n

d
a

ri
os

A
m

bo
s 

se
xo

s
H

om
br

es
M

u
je

re
s

E
sp

a
ñ

ol
es

E
xt

ra
n

je
ro

s
E
sp

a
ñ

ol
es

E
xt

ra
n

je
ro

s
E
sp

a
ñ

ol
a

s
E
xt

ra
n

je
ra

s

Tr
ab

aj
ad

o
re

s 
m

an
u

al
es

 c
u

al
ifi

ca
d

o
s

34
,2

21
,5

41
,1

34
,3

  3
,3

  4
,1

To
ta

l%
(N

)
32

,0
%

(2
.0

22
.5

37
)

40
,2

%
(1

.9
72

.1
14

)
3,

6%
(5

0.
42

3)

Tr
ab

aj
ad

o
re

s 
n

o
 c

u
al

ifi
ca

d
o

s
21

,1
49

,0
20

,8
31

,6
22

,6
72

,7

To
ta

l%
(N

)
26

,0
%

(1
.6

39
.9

55
)

22
,2

%
(1

.0
86

.9
33

)
39

,1
%

(5
53

.0
22

)

Fu
en

te
: E

la
b

o
ra

ci
ó

n
 p

ro
p

ia
 a

 p
ar

tir
 d

e 
lo

s 
M

ic
ro

d
a

to
s 

d
e 

la
 E

PA
 (

C
SE

, 4
.o

T,
 2

01
0)

.



110

a
r

t
íc

u
lo

s
S

T
87

Ta
b

la
 8

-c
. C

o
n

d
ic

ió
n

 S
o

ci
o

ec
o

n
ó

m
ic

a 
d

e 
la

s 
ca

te
go

rí
as

 o
cu

p
ac

io
n

al
es

 m
ás

 b
aj

as
 (

T
M

C
 y

 T
N

C
) 

d
e 

la
 p

o
b

la
ci

ó
n

 o
cu

p
ad

a 
es

p
añ

o
la

  
y 

d
e 

d
o

b
le

 n
ac

io
n

al
id

ad
 c

o
n

 e
l n

iv
el

 e
d

u
ca

tiv
o

 m
ed

io
 d

e 
B

a
ch

il
le

ra
to

, E
PA

 2
01

0 
(T

.4
.o

)

B
a

ch
il

le
ra

to

A
m

bo
s 

se
xo

s
H

om
br

es
M

u
je

re
s

E
sp

a
ñ

ol
es

E
xt

ra
n

je
ro

s
E
sp

a
ñ

ol
es

E
xt

ra
n

je
ro

s
E
sp

a
ñ

ol
a

s
E
xt

ra
n

je
ra

s

Tr
ab

aj
ad

o
re

s 
m

an
u

al
es

 c
u

al
ifi

ca
d

o
s

10
,7

23
,0

16
,3

42
,5

  3
,3

  4
,1

Tr
ab

aj
ad

o
re

s 
n

o
 c

u
al

ifi
ca

d
o

s
20

,7
51

,8
20

,8
31

,6
22

,6
72

,7

To
ta

l%
29

,9
%

(9
33

.0
80

)
22

,3
%

(3
80

.0
58

)
39

,1
%

(5
53

.0
22

)

Fu
en

te
: E

la
b

o
ra

ci
ó

n
 p

ro
p

ia
 a

 p
ar

tir
 d

e 
lo

s 
M

ic
ro

d
a

to
s 

d
e 

la
 E

PA
 (

C
SE

, 4
.o

T,
 2

01
0)

.



111

a
r

t
íc

u
lo

s
S

T
87Ta

b
la

 8
-d

. C
o

n
d

ic
ió

n
 S

o
ci

o
ec

o
n

ó
m

ic
a 

d
e 

la
s 

ca
te

go
rí

as
 o

cu
p

ac
io

n
al

es
 m

ás
 b

aj
as

 (
T

M
C

 y
 T

N
C

) 
d

e 
la

 p
o

b
la

ci
ó

n
 o

cu
p

ad
a 

es
p

añ
o

la
  

y 
d

e 
d

o
b

le
 n

ac
io

n
al

id
ad

 c
o

n
 e

l n
iv

el
 e

d
u

ca
tiv

o
 m

ed
io

 d
e 

Fo
rm

a
ci

ón
 P

ro
fe

si
on

a
l, 

E
PA

 2
01

0 
(T

.4
.o

)

Fo
rm

a
ci

ón
 P

ro
fe

si
on

a
l

A
m

bo
s 

se
xo

s
H

om
br

es
M

u
je

re
s

E
sp

a
ñ

ol
es

E
xt

ra
n

je
ro

s
E
sp

a
ñ

ol
es

E
xt

ra
n

je
ro

s
E
sp

a
ñ

ol
es

E
xt

ra
n

je
ro

s

Tr
ab

aj
ad

o
re

s 
m

an
u

al
es

 c
u

al
ifi

ca
d

o
s

22
,2

27
,1

36
,7

42
,8

  3
,8

  3
,3

To
ta

l%
(N

)
22

,7
%

(9
12

.7
74

)
37

,3
%

(8
46

.5
14

)
3,

8%
(6

6.
26

0)

Tr
ab

aj
ad

o
re

s 
n

o
 c

u
al

ifi
ca

d
o

s
22

,5
41

,1
14

,9
24

,9
32

,3
65

,7

To
ta

l%
(N

)
24

,2
%

(9
73

.1
02

)
15

,8
%

(3
59

.9
28

)
35

,0
%

(6
13

.1
74

)

Fu
en

te
: E

la
b

o
ra

ci
ó

n
 p

ro
p

ia
 a

 p
ar

tir
 d

e 
lo

s 
M

ic
ro

d
a

to
s 

d
e 

la
 E

PA
 (

C
SE

, 4
.o

T,
 2

01
0)

.



112

a
r

t
íc

u
lo

s
S

T
87

Ta
b

la
 8

-e
. C

o
n

d
ic

ió
n

 S
o

ci
o

ec
o

n
ó

m
ic

a 
d

e 
la

s 
ca

te
go

rí
as

 o
cu

p
ac

io
n

al
es

 m
ás

 b
aj

as
 (

T
M

C
 y

 T
N

C
) 

d
e 

la
 p

o
b

la
ci

ó
n

 o
cu

p
ad

a 
es

p
añ

o
la

 y
 

d
e 

d
o

b
le

 n
ac

io
n

al
id

ad
 c

o
n

 e
l n

iv
el

 e
d

u
ca

tiv
o

 s
u

p
er

io
r 

d
e 

E
st

u
d

io
s 

u
n

iv
er

si
ta

ri
os

, E
PA

 2
01

0 
(T

.4
.o

)

E
st

u
d

io
s 

u
n

iv
er

si
ta

ri
os

A
m

bo
s 

se
xo

s
H

om
br

es
M

u
je

re
s

E
sp

a
ñ

ol
es

E
xt

ra
n

je
ro

s
E
sp

a
ñ

ol
es

E
xt

ra
n

je
ro

s
E
sp

a
ñ

ol
es

E
xt

ra
n

je
ro

s

Tr
ab

aj
ad

o
re

s 
m

an
u

al
es

 c
u

al
ifi

ca
d

o
s

1,
5

6,
7

2,
8

13
,2

0,
4

  0
,8

To
ta

l%
(N

)
1,

9%
(1

01
.8

53
)

3,
7%

(8
9.

41
8)

0,
4%

(1
2.

43
5)

Tr
ab

aj
ad

o
re

s 
n

o
 c

u
al

ifi
ca

d
o

s
5,

0
24

,5
4,

7
12

,1
5,

2
35

,7

To
ta

l%
(N

)
6,

7%
(3

49
.2

97
)

5,
4%

(1
28

.7
32

)
7,

8%
(2

20
.5

65
)

Fu
en

te
: E

la
b

o
ra

ci
ó

n
 p

ro
p

ia
 a

 p
ar

tir
 d

e 
lo

s 
M

ic
ro

d
a

to
s 

d
e 

la
 E

PA
 (

C
SE

, 4
.o

T,
 2

01
0)

.



113

a
r

t
íc

u
lo

s
S

T
87

tonos. Por sexo, son los varones extranjeros los que están más representa-
dos (13,2%) que las mujeres (0,8%).

En la categoría más baja «trabajadores no cualificados» se acentúa la pro-
porción de extranjeros frente a la población autóctona española: en el caso 
de ambos sexos un 24,5% frente a un 5%. Y desde la perspectiva de género 
las mujeres extranjeras universitarias están mucho más representadas que 
sus compatriotas varones (35,7% frente a un 12.1%).

Desde una perspectiva individual, la inserción social se produce a lo 
largo de las trayectorias vitales, a partir de la socialización durante la infan-
cia y juventud cuando se construye la identidad social de la persona. En ese 
momento es clave la familia de origen y otros agentes de socialización, 
como son la escuela, los medios de comunicación, el consumo de masas, 
los grupos de iguales y el territorio –rural o urbano–. Desde una perspectiva 
social, los contextos institucionales e ideológicos vigentes en un momento 
histórico influyen en las trayectorias de los ind ividuos.

La población reclusa a menudo presenta problemas de abandono fami-
liar, fracaso escolar y dificultades para conseguir un trabajo normalizado. A 
la hora de analizar la población recluida en centros penitenciarios, hay que 
tener en cuenta los cambio s en la familia y en las relaciones de género, la 
política laboral y el mercado de trabajo o la forma en la que se aborde la 
exclusión social. Si la política social se orienta hacia la integración de colec-
tivos que se han quedado por debajo del nivel de vi da considerado míni-
mo, la política penitenciaria se dirige hacia el control y la integración de las 
personas que han quebrantado las normas del código penal.

8. Conclusiones

En primer lugar hemos observado que las mujeres ocupadas en la categoría 
más baja de la estructura ocupacional están más representadas que los 
hombres, especialmente en el caso de las extranjeras.

En el interior de la prisión, la primera idea que se puede extraer de los 
resultados es que las mujeres están más ocupadas proporcionalmente que 
los varones. La segunda es que su ocupación es de peor calidad porque se 
centra mayoritariamente en los cuidados (cocina, lavandería) y la limpieza, 
que son los grupos de actividad peor considerados y peor pagados. El 
efecto de esta distribución del trabajo es que las mujeres ganan alrededor 
de un 20% menos que los varones porque están en las categorías más bajas 
y porque se les asigna menor tiempo de trabajo. La tercera idea que se 
pone de manifiesto en los resultados es la infra representación de los ex-
tranjeros entre la población trabajadora, independiente del sexo, y su me-
jor posición en la estructura ocupacional (aunque leve). La cuarta idea es 
que no existen elementos objetivos (educación, formación previa, biogra-
fías laborales etc.) que justifiquen esta división del trabajo. El origen está 
en los procesos de selección que, al no estar suficientemente objetivados 
y orientados a políticas de erradicación de las desigualdades, reproducen 
una desigualdad estructural que, por otro lado, es similar a la que se pro-
duce fuera de prisión.
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Se proponen una serie de indicadores para averiguar el grado de discri 

minación en el área de trabajo (Anexo).
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ANEXO 
Indicadores de empleo en centros penitenciarios

Empleo 1 Población asalariada

Definición Conjunto de personas que dentro del centro 
penitenciario y durante el periodo de referencia han 
recibido alguna remuneración salarial por su trabajo.

Fórmula de cálculo Ʃ Personas que han percibido algún salario durante
el periodo de referencia

Interpretación Es el número de personas diferentes que han percibido 
alguna remuneración por trabajo durante  
un año.

Fuente de información Área de trabajo del OATPFE.

Nivel de desagregación Sexo / Origen (español o extranjero) / Centro 
penitenciario.

Periodicidad Anual.

Limitaciones Se debe tener cuidado para seleccionar bien las 
personas que han recibido remuneración y evitar la 
duplicación de registros de los que han trabajado  
en varios meses, puestos de trabajo o centros.  
Es decir, hay que seleccionar por un registro único 
como el DNI.

Este indicador sustituye al propuesto de «población 
ocupada». El motivo es que hay personas que están 
empleadas y no cobran porque están en periodo de 
aprendizaje o de meritorio.

Empleo 2 Tasa de ocupación general

Definición Población asalariada entre la población penitenciaria 
del centro.

Fórmula de cálculo Población asalariada
Tasa de ocupación general =

Población general

Interpretación Se obtienen el porcentaje de personas ocupadas en 
general. Al cambiar las variables de cómputo de la 
desagregación se obtiene el porcentaje de ocupación 
por cada uno de los grupos según el origen y el 
centro.

Fuente de información Área de trabajo del OATPFE.

Nivel de desagregación Sexo / Origen (español o extranjero) / Centro 
penitenciario.

Periodicidad Anual.
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Empleo 3 Ocupación según el tipo de actividad

Definición Población asalariada según el grupo de actividad en el 
que trabajan entre la población asalariada de cada 
grupo específico.

Fórmula de cálculo                                                  Población asalariada según
                                                    el grupo de actividad
Tasa de ocupación general =
                                                     Población asalariada

Interpretación Se obtiene la estructura ocupacional. Al cambiar las 
variables de cómputo de la desagregación se obtiene 
la estructura ocupacional según sexo y origen.

Fuente de información Área de trabajo del OATPFE.

Nivel de desagregación Sexo / Origen (español o extranjero) / Centro 
penitenciario.

Periodicidad Anual.

Empleo 4 Tiempo de trabajo según el grupo de ocupación

Definición Suma de horas trabajadas por la población asalariada 
entre la población penitenciaria del centro.

Fórmula de cálculo Tasa de ocupación según el tiempo de trabajo =
Ʃ horas trabajadas por la población asalariada

    =
                            Población asalariada

Interpretación Se obtiene la distribución de horas realizadas por cada 
grupo demográfico. Al cambiar la base de cómputo 
según el grupo de actividad se obtiene la distribución de 
las horas por grupo de actividad y grupo demográfico.

Fuente de información Área de trabajo del OATPFE.

Nivel de desagregación Sexo / Origen (español o extranjero) / Centro 
penitenciario.

Periodicidad Anual.

Empleo 5 Salario según el grupo de ocupación.

Definición Suma de euros cobrados por la población asalariada 
entre la población asalariada.

Fórmula de cálculo Salario según el grupo de ocupación =
Ʃ euros cobrados por la población asalariada

    =
                            Población asalariada

Interpretación Se obtiene la distribución de horas realizadas por cada 
grupo demográfico. Al cambiar la base de cómputo 
según el grupo de actividad se obtiene la distribución de 
las horas por grupo de actividad y grupo demográfico.

Fuente de información Área de trabajo del OATPFE.

Nivel de desagregación Sexo / Origen (español o extranjero) / Centro 
penitenciario.

Periodicidad Anual.
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MIGUEL ÁNGEL GARCIA CALAVIA, MIKE RIGBY

Recursos de poder de los sindicatos en España
Su examen a través de la negociación colectiva

Resumen:
Se tratan aquí los recursos de poder de los sindicatos en España desde principios de 
siglo, por tanto, antes y durante la crisis. Tras una aproximación a la posición y si-
tuación de los trabajadores en el mercado y en el centro laboral, a la afiliación y al 
entorno institucional legal, se analiza la evolución de los salarios y del tiempo de 
trabajo, así como la operatividad de los recursos. El examen se encuadra dentro de 
las controversias recientes en torno a la evolución de los recursos de poder de los 
sindicatos, a los fundamentos de los recursos institucionales que utilizan y a su efi-
cacia. Se muestra que prioritariamente los recursos utilizados por los sindicatos pro-
vienen de las instituciones, en un entorno laboral de trabajo precario y con recursos 
organizativos reducidos. De manera que los recursos institucionales residen en la 
intervención del Estado pero también en las percepciones y pericia sindicales.

Palabras clave: Relaciones laborales, negociación colectiva, instituciones laborales.

Trade unions resources of power in Spain 
An evaluation trough collective bargaining

Abstract:
The paper examines the power resources employed by the Spanish trade unions 
since the beginning of the present century. Then it covers the period up to and du-
ring the present economic crisis. First it considers the position of workers in the la-
bour market and workplace, secondly union membership and thirdly the institutio-
nal and regulatory environment of the unions. The discussion relates to several 
debates on the basis of the institutional resources used by trade unions and their 
effectiveness. The resources primarily employed by the unions reside in the institu-
tions, in a labour market characterized by precarized work and unions with reduced 
organizational resources. In addition the foundations of the institutions lie both in 
the intervention of the state and the perceptions and strengths of the unions.

Key words: Employment relations, collective bargaining, labor institutions.
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Versión aceptada: 25-IV-2016

* Miguel Ángel García Calavia, Dpto de Sociología, Universidad de Valencia, Campus de Ta-
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PERE J. BENEYTO, RAMÓN ALÓS, PERE JÓDAR, SERGI VIDAL

La afiliación sindical en la crisis
Estructura, evolución y trayectorias

Resumen:
La crisis económica y la desregulación del mercado de trabajo han transformado 
radicalmente el modelo de relaciones laborales, debilitado a sus actores e institucio-
nes y generado un dramático incremento de la desigualdad social.
El objetivo del presente artículo es analizar el impacto de dicho proceso de cambios 
sobre el sindicalismo, utilizando como indicadores de referencia los derivados de 
sus principales recursos asociativos (presencia afiliativa y audiencia electoral).
A tal efecto, hemos realizado una exhaustiva revisión de la literatura especializada so-
bre los factores determinantes de la afiliación sindical, así como de la evidencia empí-
rica procedente de encuestas y estudios comparados de ámbito europeo para centrar-
nos, finalmente, en la presentación de los resultados más relevantes de nuestra propia 
investigación sobre la estructura, evolución y trayectorias de la afiliación sindical.

Palabras clave: Afiliación sindical, factores determinantes, expansión, crisis y reno-
vación.

Union membership in the crisis
Structure, evolution and trajectories

Abstract:
The economic crisis and the deregulation of the labour market have radically transfor-
med the model of labour relations, weakened his actors and institutions and genera-
ted a dramatic increase in social inequality. The aim of this paper is to analyze the 
impact of this process of change on trade unionism, using as benchmarks derivatives 
of its main associative resources (affiliative presence and electoral audience). To this 
end, we conducted a thorough review of the literature specialized on the determinants 
of union membership, as well as empirical evidence from surveys and comparative 
studies at European level to focus finally on the presentation of the most relevant re-
sults our own research on the structure, evolution and trajectories of unionization.

Keywords: Unionization, determinants, expansion, crisis and renewal.

Recibido: 30-III-2016
Versión aceptada: 29-IV-2016
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DAVID LUQUE BALBONA, SERGIO GONZÁLEZ BEGEGA

Crisis económica y coaliciones anti-austeridad en España
Viejos y nuevos repertorios de protesta (2010-2014)

Resumen:
El artículo explora la transformación del repertorio sindical de protesta en España a 
lo largo del periodo 2010-2014, contextualizándolo en el marco de las movilizacio-
nes anti-austeridad europeas. La resistencia de las organizaciones sindicales a la 
austeridad se ha enfrentado a múltiples contradicciones. La crisis ha acelerado el 
debilitamiento de los recursos de poder institucionales de los sindicatos, restrin-
giendo su participación en una eventual negociación de las políticas de austeridad. 
Asimismo, los sindicatos tampoco han podido revertir la austeridad a través del re-
curso a la protesta. El ciclo de movilizaciones de la crisis ha combinado fórmulas de 
protesta económicas y políticas tradicionales con nuevas formas de expresión del 
descontento, elaboradas en alianza con los grupos emergentes de la sociedad civil.

Palabras clave: Relaciones laborales, sindicatos, recursos de poder, conflicto, huel-
gas, manifestaciones.

Economic crisis and anti-austerity coalitions in Spain 
Old and new repertoires of protest (2010-2014)

Abstract:
The article examines the transformation of the repertoire of trade union action and 
protest in Spain during 2010-2014. It surveys and compares the course of anti-auste-
rity mobilizations. Trade union resistance to the ensuing pursuit of austerity has 
been confronted to several drawbacks and contradictions. The economic recession 
has certainly affected trade unions. The institutional power resources available to 
them have been undermined. Effective trade union involvement in the negotiation 
of austerity policies has been almost non-existent. As in other European countries, 
trade union resistance to austeritarianism in Spain has been built on a combination 
of old and new tactics of protest. In the grip of doubts and vulnerabilities, trade 
unions have crossed paths with the emerging new social movements.

Key words: industrial relations; trade unions; power resources; industrial conflict; 
strikes; demonstrations.
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MIGUEL MARTÍNEZ LUCIO

Incertidumbre, indecisión y neoliberalismo emergente
El papel dual y complejo del Estado español en las relaciones 

laborales y de empleo

Resumen:
El papel del Estado español en lo que se refiere al trabajo y al empleo desde la dé-
cada de los 70 ha sido complejo y heterogéneo. Por un lado, existe un discurso 
académico centrado en los importantes desafíos a los que se enfrentó el Estado, en 
el contexto de diversas deficiencias de una economía poco ortodoxa y eficaz. Asi-
mismo, se deben tener en cuenta las complejas circunstancias políticas bajo las cua-
les tuvo que instaurarse el sistema del diálogo social, que ha encontrado dificulta-
des con una fuerza de trabajo y una clase empresarial cada vez más dispersas y 
fragmentadas.

Palabras clave: Estado, España, relaciones laborales, trabajo, diálogo social

Uncertainty, indecision and emerging neoliberalism
The complex and dual role of the Spanish State in labor 

relations and employment

Abstract:
The role of the state in Spain in relation to work and employment since the 1970s 
has been complex and multifaceted, and has been configured by a range of factors 
both structural and strategic. On the one hand there is a narrative which is mindful 
of the very deep challenges facing the state and the way the perceived inefficiencies 
of the Spanish economy had to be transformed and renewed; and how a system of 
social dialogue had to be constructed in very challenging circumstances politically. 
On the other hand, there is a view that social dialogue has been truncated and une-
ven, and the form of enforcement and juridical state roles inconsistent.

Key words: State, Spain, industrial relations, work, social dialogue.
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LOLA FRUTOS BALIBREA, ANTONIO VIEDMA ROJAS,  
CONSUELO DEL VAL CID

El trabajo en prisión
¿Reproduce las desigualdades de género?

Resumen:
La relación entre trabajo y prisión ha sido constante en la historia, justificada como 
una acción punitiva, disciplinaria y de subsistencia económica, pero también explo-
tadora, de las personas presas. Además, un instrumento de socialización y normali-
zación de la vida cotidiana de la prisión. El objetivo de este artículo es analizar, desde 
la perspectiva de género, el modo en que la organización social del trabajo en prisión 
reproduce desigualdades entre varones y mujeres de una manera similar a como 
sucede fuera de ella. El contexto temporal está referido a 2010. Las fuentes de datos 
utilizadas son EPA, los Centros Penitenciarios y el OATFP. Los datos obtenidos en el 
interior de las prisiones derivan del proyecto de I+D+I denominado SINDISCRIP.

Palabras clave: Trabajo, prisión, género, desigualdad, reproducción, subempleo.

Penal labor
¿Does it reproduce the gender inequalities?

Abstract:
The relationship between work and prison has been constant in history, justified as 
a punitive, disciplinary, economic livelihood, but also operating, of prisoners. In 
addition, an instrument of socialization and normalization of daily life in prison. The 
aim of this article is to analyze, from the gender perspective, the way in which the 
social organization of work in prison reproduces inequalities between men and 
women in a similar manner to as outside it. The temporal co ntext is referring to 
2010. The data sources used are EPA, prisons and the OATFP. Data inside the pri-
sons derive from the I D I project called «SINDISCRIP».

Key words: Work, prison, gender, inequality, reproduction, underemployment.
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